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ABUSO DEL HÁBEAS CORPUS COMO GARANTÍA DE LIBERTAD CONTRA ORDEN 
DE APREMIO PERSONAL DICTADA POR JUEZ DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 
 
  
 El Hábeas Corpus como garantía constitucional tendiente a proteger la libertad generalmente física 
de las personas ha sido tergiversado en su espíritu por algunos profesionales en derecho que han 
abusado de esta institución jurídica dentro del Ecuador, por lo que se esclarecerá la base doctrinaria 
y jurídica dentro de la materia en Niñez y Constitucional. 
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3. HÁBEAS CORPUS 
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ABUSE OF HABEAS CORPUS AS A LIBERTY WARRANTY AGAINST PERSONAL 
CONSTRAINT ORDER PRONOUNCED BY JUDGE FOR THE CHILDHOOD AND 
ADOLESCENCE 
 
Habeas Corpus as a constitutional warranty usually intended to protect people’s physical liberty has 
been misrepresented its in spirit by several law professionals, who have abused from such legal 
institution in Ecuador; hence, the doctrinaire and legal base on Childhood and Constitutionality 
shall be explained. 
 
Hence, the work, which is a complete and full theoretical study, was developed in four chapters. 
 
KEYWORDS:  
1. HUMAN RIGHTS 
2. CONSTITUTIONAL RIGHTS 
3. HABEAS CORPUS 
4. WARRANTY 
5. CONSTRAINT TO CHILDHOOD 






Es indudable que el bien jurídico denominado “libertad” es uno de los bienes jurídicos más 
importantes inherentes al ser humano por lo que es un derecho fundamental protegido tanto por la 
Constitución de la República del Ecuador como en los tratados universales y regionales, siendo 
para muchos tratadistas el segundo bien de mayor calidad después de la vida que deben ser 
resguardado por los estados para asegurar un orden jurídico y así crear seguridad entre su 
conglomerado. 
 
También es indudable que la familia es la célula fundamental de la sociedad y por lo tanto el 
Estado tratará de protegerla, asistirla y asegurar su total seguridad, desenvolvimiento y cabal 
desarrollo con el objeto de que los miembros sean entes productivos dentro del engranaje social, 
más aún al niño y adolescente como futuro de la sociedad al cual le asisten derechos específicos y 
de grupo. 
 
Así encontramos que la relación parental entre padres, madres e hijos están determinadas hoy por 
hoy por el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia publicado por Ley No. 100 en el Registro 
Oficial número 737, del 3 de Enero del 2003, que determina los aspectos generales cuando hubiere 
reclamación de derechos por cualquiera de las partes, como es la tenencia, patria potestad, 
paternidad. 
 
Entre otras instituciones encontramos la pensión alimenticia por el legítimo derecho que goza y 
corresponde al hijo para el cual se deben cumplir con ciertos requisitos si es mayor de 18 y menor 
de 21 años de edad, además de otros específicos en caso de discapacidades, posteriormente se 
regulan los valores de pensiones alimenticias elaborado y difundido en cual se lo puede apreciar 
dentro de las páginas web de la función judicial y otras afines tales como el Consejo Nacional de la 
Niñez y Adolescencia. 
 
El código contempla la posibilidad de deudores solidarios quienes también poseen la obligación 
civil de pago de pensiones, si el alimentante principal no cumple con el pago del valor determinado 
en la pensión de alimentos, en el cual se ha extendido la obligación no solo a familiares en primer 
grado, el cual al ser impuesto se requerirá demostrar en juicio contencioso general civil la 
incapacidad de los parientes consanguíneos más cercanos. 
 
En la ciudad de Riobamba, durante los primeros años de vigencia de nuestra actual Constitución de 
la Republica existió una supuesta astucia de ciertos profesionales del derecho que utilizaron la 
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figura jurídica del Hábeas Corpus de un modo engañoso, falso e ilusorio y  ocasionaron una 
inadecuada interposición de la acción constitucional de Hábeas Corpus a favor de obligados 
alimenticios privados de su libertad por orden de Juez competente con objeto de recibir su justa 
retribución por los servicios profesionales prestados. 
 
Lo que ha ocasionado una deslealtad en la actuación de ciertos profesionales del derecho y se lo ha 
estado legitimando profesionalmente estos tipos de actuaciones por lo que se pretende desarrollar 
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En el primer capítulo de este trabajo de investigación trataremos los temas como la definición del 
Hábeas Corpus, la Libertad, los derechos humanos de primera, segunda y tercera generación, la 
historia del Hábeas Corpus en el Ecuador, dividido en tres fases para una mejor comprensión de 
este trabajo de investigación, los fines del Hábeas Corpus, y las Características del Hábeas Corpus, 
a continuación me permito entrar en materia. 
 
1. 1. Definición de Hábeas Corpus. 
 
Todos los hombres tienen iguales derechos a la libertad, a su prosperidad y a la protección de las leyes. 
(Francois Marie Arouet, 2014) Filósofo y escritor francés. 
 
Para comprender de forma cabal el tema propuesto es menester determinar con precisión la 
definición concreta y mejor aceptada del Hábeas Corpus en el presente trabajo de investigación. 
 
El término Hábeas Corpus proviene de la voz latina hábeās corpus [ad subiiciendum] ‘que tengas [tu] cuerpo 
[para exponer]’, “tendrás tu cuerpo libre”, siendo hábeās la segunda persona singular del presente de 
subjuntivo del verbo latino habēre (‘tener’). O puede ser llamado igualmente como “cuerpo presente” o 
“persona presente”. (www.wikipedia.org/wiki/Voltaire, 2014) 
 
El germen del Hábeas Corpus empieza a fecundar en la “Carta Magna” otorgada el 17 de junio de 
1215, consolidad con la “Hábeas Corpus Admendmet Act” de 26 de mayo de 1629, de Inglaterra. 
 
El Dr. Enrique Echeverría Gavilanes señala al respecto sobre el Hábeas Corpus: 
 
“Justiniano definía al hábeas corpus como “exhibi-ción de un hombre libre, para ampararlo en su libertad: 





Al respecto, el Dr. Echeverría dice: 
 
  “Al Hábeas Corpus, la ley le ha dado una extensión amplia y protectora, es decir una extensión 
que responde al concepto de Justicia, la práctica, ha querido disminuirlo y liquidarlo”. 
 
“El hábeas corpus es un recurso que toda persona que ha sido ilegal o arbitrariamente 
privada de la libertad, tiene derecho a interponer ante juez competente para que 
examine su situación, y comprobado que su detención es ilegal, ordene su inmediata 
libertad. O, según otra definición es la facultad concedida al detenido para pedir a un 
Juez distinto de aquel que decretó su detención, que verifique si ésta se ha llevado a 
cabo con el cumplimiento de las formalidades prescritas por la ley, debiendo decretar 
la libertad inmediata, si aquellas no se han cumplido a cabalidad”. (Mesa Naranjo, 
1997) 
 
“El hábeas corpus se nos presenta entonces como una garantía destinada a tutelar la libertad física de las 
personas, mediante un procedimiento sumarísimo que tiene por fin hacer cesar la privación ilegal de la 
libertad personal.” (Edwards, 1996)     
 
El recurso por ello, hace efectiva la garantía individual de que nadie puede ser privado 
de la libertad sino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en los casos, por 
el tiempo y con las formalidades prescritas por la ley. (Cfr. Ponce Martínez Alejandro, 
Derecho Procesal Orgánico, Fundación Antonio Quevedo, Quito 1991). Accede, 
consecuentemente, al derecho elemental y fundamental de la libertad, por el cual ha 
luchado infatigablemente la humanidad. (Declaración de los derechos del hombre y del 
ciudadano 1789). 
 
“El hábeas corpus se nos presenta entonces como una garantía destinada a tutelar la 
libertad física de las personas, mediante un procedimiento sumarísimo que tiene por fin 
hacer cesar la privación ilegal de la libertad personal.” (Edwards ob. Cit.). El recurso 
por ello, hace efectiva la garantía individual de que nadie puede ser privado de la 
libertad sino en virtud de orden escrita de autoridad competente, en los casos, por el 
tiempo y con las formalidades prescritas por la ley. (Cfr. Ponce ob. Cit.). 
 
La base principal del Hábeas Corpus tiende a proteger la libertad de una persona natural y su adopción se 
disminuye hacia esta finalidad suprema, por tanto es un recurso específico  (Carrión Cueva, 1998) 
 
“(Del lat. Hábeas corpus [ad subiiciendum], que tengas tu cuerpo [para exponer], primeras palabras del 




. m. Der. Derecho del ciudadano detenido o preso a comparecer inmediata y 
públicamente ante un juez o tribunal para que, oyéndolo, resuelva si su arresto fue o no 
legal, y si debe alzarse o mantenerse. Es término del derecho de Inglaterra, que se ha 
generalizado.” (Diccionario de la Lengua Española - Vigésima segunda edición) 
 
Hernán Salgado Pesantes define al Hábeas corpus como: “el instrumento protector por excelencia de la 
libertad e integridad de las personas frente a las detenciones indebidas por ilegalidad o por abuso de 
poder”. El hábeas Corpus, siempre ha sido un proceso judicial que exige la presentación física de la persona 
que se encuentre detenida y de la orden privativa de libertad. 
 
“Es el instrumento protector por excelencia de la libertad e integridad de las personas frente a las 
detenciones indebidas por ilegalidad o por abuso de poder” (Gutiérrez, 2005) 
 
La Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos (INREDH), manifiesta que 
el Hábeas Corpus es una garantía constitucional que defiende el derecho a la libertad de 
los individuos, para lo cual indica lo siguiente: “Las privaciones de libertad pueden 
llegar a ser dos palabras ilegales o arbitrarias, siendo las primeras reñidas de manera 
categórica con la Ley, y las segundas, aunque realizadas por fundamento legal, 
tratándose de actos que violan normatividad nacional e internacional de derechos 
humanos y por lo tanto se traducen en abuso de autoridad frente al derecho de libertad 
de la persona” (INREDH), 2000) 
 
El derecho a invocar el Hábeas corpus asegura a la persona la posibilidad de que un 
Juez evalúe la situación jurídica por la cual se encuentra privada de la libertad. El 
interés protegido en forma mediata es la libertad, pero el interés inmediato es el 
examen jurídico - procesal de la actuación de la autoridad. Precisamente porque el 
control de legalidad de la detención es una garantía especial de la libertad, la decisión 
que resuelve el Hábeas corpus no es susceptible de impugnación, ni resulta procedente 
el ejercicio del recurso frente a los mismos hechos que generaron la interposición de la 
acción. La inejecución de una decisión judicial que concede un recurso de Hábeas 
corpus desconoce el núcleo esencial de este derecho fundamental si esta omisión trae 
como consecuencia que la garantía se torne impracticable, ineficaz o resulten 
irrazonables las exigencias para su ejercicio. Exigir a una persona que invoque 
nuevamente el Hábeas Corpus ante el incumplimiento de la providencia que le 
concediera este derecho es una carga desproporcionada e irracional. (Trujillo Jativa, 
Definición del Hábeas Corpus, 2013) 
 
En la Constitución Política de 1998, en su Artículo 24, numeral 8. Se establecía como garantía 
constitucional tutelar la libertad física de una persona que creyere encontrarse privado de la libertad 
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de forma ilegal, arbitraria o contra norma expresa a través de un proceso, lo que origino fuente de 
discrepancia entre juristas como lo veremos más adelante. 
Privación de libertad de manera ilegal.- La privación de libertad será de manera ilegal cuando la 
boleta no cumpla los requisitos exigidos por la Ley o no se exhibiere la orden de autoridad 
competente, salvo el caso de delitos flagrantes.  
 
Privación de libertad de manera arbitraria.- La privación de libertad de una persona solo se la 
puede realizar de acuerdo con lo que rige las normas legales y constitucionales, las otras formas de 
privación de libertad sencillamente se la consideraran como arbitraria. 
 
Pero además, existen restricciones a la libertad personal que, a pesar de su conformidad con las normas 
legales, también se encuentran prohibidas. Por esta razón, las normas internacionales de derechos humanos 
no sólo prohíben toda privación de libertad que se realice sin observarse las condiciones legales previstas 
para tal efecto, sino también cualquier restricción a este derecho fundamental que resulte arbitraria. En este 
sentido el Pacto Internacional de Derecho Civil y Políticos (Artículo 9, inciso 1º) señala que “nadie podrá ser 
sometido a detención o prisión arbitrarias”, mientras que la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos establece (Artículo 7, inciso 3º) que “nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento a 
arbitrarios.” (Comisión Andina de Juristas, 2000) 
 
Privación de libertad de manera ilegítima.- Privación de libertad ilegítima 
corresponde a los actos de particulares, agentes de la autoridad por los que se priva de 
libertad a una persona contrariando sus derechos constitucionales, como en el caso de 
un arresto violando el domicilio de un tercero en que se encuentra la persona 
arrestada. Una orden legítima de privación de libertad puede convertirse en ilegítima 
cuando existiendo alternativas a ella se las niega por formalismos jurídicos que choca 
con derechos constitucionales como cuando el juez niega caución porque el procesado 
es reincidente o el juez niega la sustitución de la prisión porque se trata de un delito 
sexual, y en ambos casos el Código de procedimiento penal prohíbe o bien la caución o 
bien sustitución. En el caso de privación de ilegítima de libertad se comprende el caso 
de las mujeres embarazadas a quienes no se les concede arresto domiciliario porque no 
tienen lugar donde permanecer vigilada por la Policí (Alvarado Ibarra & Robalino 
Villafuerte, Privación de livertad ilegítima, 2011) 
 
En nuestra actual Constitución, en el Artículo 89, Sección Tercera, Título III, que corresponde a las 
Garantías Constitucionales, encontramos la Acción de Hábeas Corpus. 
 
“Artículo 89.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de 
quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de 
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autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad 
física de las personas privadas de libertad. 
 
Inmediatamente de interpuesta la acción, la Jueza o Juez convocará a una audiencia 
que deberá realizarse en las veinticuatro horas siguientes, en la que se deberá 
presentar la orden de detención con las formalidades de ley y las justificaciones de 
hecho y de derecho que sustenten la medida. La Jueza o Juez ordenará la 
comparecencia de la persona privada de libertad, de la autoridad a cuya orden se 
encuentre la persona detenida, de la defensora o defensor público y de quien la haya 
dispuesto o provocado, según el caso. De ser necesario, la audiencia se realizará en el 
lugar donde ocurra la privación de libertad. 
 
La Jueza o Juez resolverá dentro de las veinticuatro horas siguientes a la finalización 
de la audiencia. En caso de privación ilegítima o arbitraría, se dispondrá la libertad. La 
resolución que ordene la libertad se cumplirá de forma inmediata. 
 
En caso de verificarse cualquier forma de tortura, trato inhumano, cruel o degradante 
se dispondrá la libertad de la víctima, su atención integral y especializada, y la 
imposición de medidas alternativas a la privación de la libertad cuando fuera 
aplicable. 
 
Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, el 
recurso se interpondrá ante la corte provincial de justicia.” 
 
En la Constitución Política del Ecuador de 1998 incluía el término “quien se crea” lo que dio a la 
interposición de Hábeas Corpus por parte de sentenciados que se “creían” estar privados de la 
libertad de forma ilegal esto lo señala Enrique Echeverría Gavilanes citado en Hábeas Corpus en 




Se puede entrever que la Acción de Hábeas Corpus debe proteger de forma inmediata y eficaz el 
bien jurídico denominado libertad e integridad física personal, de cualquier individuo que se lo 
prive de ella de forma que no se encuentre prevista en el ordenamiento jurídico o que incumpla 
visos de procedimiento. A fin de recuperar la libertad. 
 
Una vez que he tomado los criterios de diferentes autores, la definición que nos da la Constitución 
de la República del Ecuador, los tratados internacionales y la Ley sobre lo que es la definición 
8 
 
concreta del Hábeas Corpus, me permito continuar con lo que es el bien jurídico más preciado por 
los seres humanos como lo es la Libertad. 
 
1. 1. 1. Libertad. 
 
Nihil enim multum a specie servientium differont, quibus facultas non datur recedendi. 
 




El término libertad es la facultad de hacer o no hacer, que tiene cada una de las personas, de 
conformidad a lo que prescribe todos los diferentes marcos legales internacionales o locales, de la 
misma manera que tenemos libertad, los seres humanos también tenemos obligaciones que cumplir 
y hacer cumplir para con las demás personas de este mundo. 
 
Al término libertad podríamos caracterizarlo como uno de los más ambiguos en el 
lenguaje social, político y jurídico, es un vocablo que lleva implícito varias definiciones 
o significados que permiten que podamos usarlo indistintamente para los fines más 
variados. Es por eso que dar una definición lo más general y abarcadora posible de la 
libertad, ha resultado ser una de las tareas más difíciles para los estudiosos de las 
ciencias sociales ¿Qué es la libertad? ¿Cuáles son sus limitantes? ¿Cuál debe ser su 
contenido? Es un tema desarrollado en el campo del derecho por lo que citare algunos 
de los más importantes tratadistas que han consolidado conceptos respecto de este bien 
jurídico. (Trujillo Jativa, 2013) 
 
Es indudable que el bien jurídico denominado “libertad” es un derecho fundamental protegido tanto 
por la Constitución de la República del Ecuador como en los tratados universales y regionales 
sobre Derechos Humanos, siendo para muchos tratadistas el segundo bien de mayor calidad 
después de la vida que deben ser resguardado por los Estados para asegurar un orden jurídico y así 
crear seguridad entre su conglomerado. 
 
“El derecho de disponer de nosotros mismos, de nuestro propio cuerpo, a decidir de 
nuestro movimiento y locomoción dentro y fuera del territorio del establecimiento a 
establecer y cambiar de domicilio y a que el establecimiento sea inviolable”. Implica 
esta libertad, la abolición del esclavismo, de las relaciones laborales de tipo feudal, de 
la dependencia personal tiránica, del arraigo arbitrario y el confinamiento tanto 
político como civil, del exilio como sanción política, del allanamiento arbitrario del 
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domicilio, la supresión de los pasaportes internos y las detenciones injustificadas...” 
(Sáchica, Luis Carlos). 
 
La libertad es considerada como un derecho humano o fundamental, propio del ser 
humano al respecto se sabe que la filosofía Helénica de los Estoicos y primeros 
cristianos sostienen la existencia de derechos anteriores al Estado, y que estos 
entregaron un poco de sus derechos a este abstracto estado a fin de consolidar una 
organización político-jurídico-social, teorema encontrado también en el contrato social 




La libertad, es inherente a cada una de las personas y los Estados están en la obligación de respetar 
y hacer respetar este derecho humano a través de cada uno de sus órganos de gobiernos, ya que es 
una obligación de las autoridades estatales cumplir con los diferentes tratados internacionales de 
Derechos Humanos suscritos por nuestro País, nosotros como personas naturales también estamos 
en la obligación de exigir que se nos haga cumplir con todos y cada uno de nuestros Derechos 
Humanos y de igual manera tenemos que exigir se haga cumplir con los derechos de las demás 
persona de nuestro País y de los países de todo el mundo. 
 
El más elemental concepto sobre la libertad nos lo da el Diccionario de la Real Academia de la 
Legua Española, la libertad “es la facultad natural que tiene el hombre de una manera o de otra y, de no 
obrar por lo que es responsable de sus actos” considera además que es una “prerrogativa, privilegio, 
licencia o como condición de la persona no obligada por su estado a cumplimiento de ciertos deberes”. 
 
El Doctor Guillermo Cabanellas de Torres en su “Diccionario Jurídico Elemental” hace mención 
cómo Justiniano la definía a la libertad: “la facultad natural de hacer cada uno lo que quiere, salvo 
impedírselo la fuerza o el derecho”, en la misma fuente citada indica que: las Partidas, inspiradas en 
concepto anterior se decían que la libertad era “poderío que a todo hombre naturalmente de hacer lo que 
quisiese solo que la fuerza o el derecho de la ley o del fuero se lo embargue”. 
 
La declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en su Artículo 4, prescribe como: “la 
facultad de hacer que no perjudique a otro”. Según Manuel Osorio en el Diccionario de Ciencias 
Jurídicas, Políticas y Sociales, Editorial Heliasta, Pág. 575 expone “la libertad es el estado existencial 
del hombre en el cual éste es dueño de sus actos y puede auto determinarse conscientemente sin sujeción a 




Lo mencionado por este autor, nos hace referencia, que las personas somos dueños y responsables 
de todos y cada uno de nuestros actos que realizamos en nuestra vida cotidiana y que no debe 
existir ninguna fuerza externa que nos diga que hacer o que dejar de hacer en nuestra sociedad. 
 
El doctor Juan Carlos Smith nos ofrece este concepto de libertad “en el sentido de la 
filosofía del espíritu darse el nombre de libertad al estado existencial del hombre en el 
cual es el dueño de sus actos y puede auto determinarse conscientemente sin sujeción a 
ninguna fuerza o coacción sicofísica interior o exterior” y como Osorio agrega 
“Oponerse así este concepto al de determinismo causal que, en la medida en que 
implica forzosidad es y constituye una limitación a la posibilidad de obrar” 
 
Para el doctor Rodrigo Borja Cevallos en su enciclopedia la Política afirma “La libertad era, entre los 
antiguos griegos, el don o la facultad del hombre libre, es decir el no esclavizado, el no sometido, para 
actuar por voluntad propia”, dándonos un concepto con tintes históricos. 
 
La definición por Jorge González Moreno “La libertad es un concepto vivo…vital, que 
va evolucionando con el tiempo, en contacto directo con el hombre y su entorno, o 
mejor es un producto de una realidad social determinada. Progresa y amplía su campo 
de acción y trascendencia, en la misma medida que la ciencia, la tecnología, el 
desarrollo socio-económico van avanzando y se robustece con la misma fuerza que el 
hombre es capaz de dominar o mejor de comprender a la naturaleza y a sus leyes para 
el beneficio de la especie humana. 
 
Yo me atrevería a decir que la libertad no es sino la suma de las oportunidades que se 
ofrece al hombre para conocerse a sí mismo y realizarse; o tal vez son los distintos 
escalones que debemos alcanzar para el bien de la especie, como instrumentos de 
comprensión, de armonía y de paz de quienes vivimos sobre la tierra” (Jorge González 
Moreno “La Presunción de Inocencia y la Libre Expresión de Pensamiento y de 
opinión” 1991) 
 
Clara Barreiro Barreiro entrega más elementos a la composición de lo que significa 
libertad al expresar “Cuando decimos que el hombre es una persona, queremos decir 
que el ser humano, además de ser un ente natural como los demás seres del universo, es 
algo que, de alguna forma, sobrepasa, trasciende de cuanto natural existe él; es en 
términos filosóficos, una sustancia individual de naturaleza racional dotada por 
consiguiente, de la capacidad de querer y entender. El valor supremo de la persona 
humana es como consecuencia la libertad.  
 
Esta capacidad de elegir la adecuación de sus actos hace cada ser humano algo único, especial, irrepetible 






De acuerdo a las corrientes, de los tratadistas que he citado, con respecto a la libertad podemos 
decir, que el que más se acerca a la realidad del Ecuador, a pesar de habernos dado un criterio 
histórico de la libertad y relacionándolo con lo que menciona la Constitución de la República del 
Ecuador, es el Doctor Rodrigo Borja Cevallos, que en su enciclopedia la Política afirma algo 
similar de lo que menciona el Capítulo Sexto, Derechos de Libertad, Artículo 66, en el cual nos 
manifiesta entre otras cosas, el derecho a la inviolabilidad de la vida, es decir que no habrá pena de 
muerte, el derecho a una vida digna, el derecho a la integridad personal (la integridad física, 
psíquica, moral y sexual), el derecho a una vida libre de violencia en el ámbito público y privado, 
se prohíbe de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, inhumanas o 




Derechos de libertad 
 
Artículo 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte. 
 
2. El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y nutrición, agua 
potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, empleo, descanso y ocio, 
cultura física, vestido, seguridad social y otros servicios sociales necesarios. 
 
3. El derecho a la integridad personal, que incluye: 
 
a) La integridad física, psíquica, moral y sexual. 
 
b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El Estado adoptará las 
medidas necesarias para prevenir, eliminar y sancionar toda forma de violencia, en 
especial la ejercida contra las mujeres, niñas, niños y adolescentes, personas 
adultas mayores, personas con discapacidad y contra toda persona en situación de 
desventaja o vulnerabilidad; idénticas medidas se tomarán contra la violencia, la 
esclavitud y la explotación sexual. 
 
c) La prohibición de la tortura, la desaparición forzada y los tratos y penas crueles, 
inhumanas o degradantes. 
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d) La prohibición del uso de material genético y la experimentación científica que 
atenten contra los derechos humanos. 
 
4. Derecho a la igualdad formal, igualdad material y no discriminación. 
 
5. El derecho al libre desarrollo de la personalidad, sin más limitaciones que los 
derechos de los demás. 
6. El derecho a opinar y expresar su pensamiento libremente y en todas sus formas y 
manifestaciones. 
 
7. El derecho de toda persona agraviada por informaciones sin pruebas o inexactas, 
emitidas por medios de comunicación social, a la correspondiente rectificación, réplica 
o respuesta, en forma inmediata, obligatoria y gratuita, en el mismo espacio u horario. 
 
8. El derecho a practicar, conservar, cambiar, profesar en público o en privado, su 
religión o sus creencias, y a difundirlas individual o colectivamente, con las 
restricciones que impone el respeto a los derechos. El Estado protegerá la práctica 
religiosa voluntaria, así como la expresión de quienes no profesan religión alguna, y 
favorecerá un ambiente de pluralidad y tolerancia. 
 
9. El derecho a tomar decisiones libres, informadas, voluntarias y responsables sobre su 
sexualidad, y su vida y orientación sexual. El Estado promoverá el acceso a los medios 
necesarios para que estas decisiones se den en condiciones seguras. 
 
10. El derecho a tomar decisiones libres, responsables e informadas sobre su salud y 
vida reproductiva y a decidir cuándo y cuántas hijas e hijos tener. 
 
11. El derecho a guardar reserva sobre sus convicciones. Nadie podrá ser obligado a 
declarar sobre las mismas. En ningún caso se podrá exigir o utilizar sin autorización 
del titular o de sus legítimos representantes, la información personal o de terceros 
sobre sus creencias religiosas, filiación o pensamiento político; ni sobre datos 
referentes a su salud y vida sexual, salvo por necesidades de atención médica. 
 
12. El derecho a la objeción de conciencia, que no podrá menoscabar otros derechos, 
ni causar daño a las personas o a la naturaleza. Toda persona tiene derecho a negarse 
a usar la violencia y a participar en el servicio militar. 
 




14. EI derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su 
residencia, así como a entrar y salir libremente del país, cuyo ejercicio se regulará de 
acuerdo con la ley. La prohibición de salir del país sólo podrá ser ordenada por juez 
competente. 
 
Las personas extranjeras no podrán ser devueltas o expulsadas a un país donde su vida, 
libertad, seguridad o integridad o la de sus familiares peligren por causa de su etnia, 
religión, nacionalidad, ideología, pertenencia a determinado grupo social, o por sus 
opiniones políticas. 
Se prohíbe la expulsión de colectivos de extranjeros. Los procesos migratorios deberán 
ser singularizados. 
 
15. El derecho a desarrollar actividades económicas, en forma individual o colectiva, 
conforme a los principios de solidaridad, responsabilidad social y ambiental. 16. El 
derecho a la libertad de contratación. 
 
17. EI derecho a la libertad de trabajo. Nadie será obligado a realizar un trabajo 
gratuito o forzoso, salvo los casos que determine la ley. 
 
18. El derecho al honor y al buen nombre. La ley protegerá la imagen y la voz de la 
persona. 
 
19. El derecho a la protección de datos de carácter personal, que incluye el acceso y la 
decisión sobre información y datos de este carácter, así como su correspondiente 
protección. La recolección, archivo, procesamiento, distribución o difusión de estos 
datos o información requerirán la autorización del titular o el mandato de la ley. 
 
20. El derecho a la intimidad personal y familiar. 
 
21. El derecho a la inviolabilidad y al secreto de la correspondencia física y virtual; 
ésta no podrá ser retenida, abierta ni examinada, excepto en los casos previstos en la 
ley, previa intervención judicial y con la obligación de guardar el secreto de los 
asuntos ajenos al hecho que motive su examen. Este derecho protege cualquier otro 
tipo o forma de comunicación. 
 
22. El derecho a la inviolabilidad de domicilio. No se podrá ingresar en el domicilio de 
una persona, ni realizar inspecciones o registros sin su autorización o sin orden 




23. El derecho a dirigir quejas y peticiones individuales y colectivas a las autoridades y 
a recibir atención o respuestas motivadas. No se podrá dirigir peticiones a nombre del 
pueblo. 
 
24. El derecho a participar en la vida cultural de la comunidad. 
 
25. EI derecho a acceder a bienes y servicios públicos y privados de calidad, con 
eficiencia, eficacia y buen trato, así como a recibir información adecuada y veraz sobre 
su contenido y características. 
 
26. El derecho a la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social 
y ambiental. El derecho al acceso a la propiedad se hará efectivo con la adopción de 
políticas públicas, entre otras medidas. 
 
27. EI derecho a vivir en un ambiente sano, ecológicamente equilibrado, libre de 
contaminación y en armonía con la naturaleza. 
 
28. El derecho a la identidad personal y colectiva, que incluye tener nombre y apellido, 
debidamente registrados y libremente escogidos; y conservar, desarrollar y fortalecer 
las características materiales e inmateriales de la identidad, tales como la 
nacionalidad, la procedencia familiar, las manifestaciones espirituales, culturales, 
religiosas, lingüísticas, políticas y sociales. 
 
29. Los derechos de libertad también incluyen: 
 
a) El reconocimiento de que todas las personas nacen libres. 
b) La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico y la trata 
de seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de prevención y 
erradicación de la trata de personas, y de protección y reinserción social de las 
víctimas de la trata y de otras formas de violación de la libertad. 
c) Que ninguna persona pueda ser privada de su libertad por deudas, costas, multas, 
tributos, ni otras obligaciones, excepto el caso de pensiones alimenticias. 
d) Que ninguna persona pueda ser obligada a hacer algo prohibido o a dejar de hacer 
algo no prohibido por la ley.” 
 
La persona natural es el sujeto primordial en la relación jurídico público quien goza de 
múltiples derechos y obligaciones, algunos que le pertenecen con la preexistencia de 
criatura humana, consustancial, connatural, personal, de ahí que algunos tratadistas 
han elaborado una división de estos derechos en tres grandes grupos. (Jorge González 




La división de los derechos humanos en tres generaciones, fue inicialmente propuesta en 1979 por 
el jurista checo Karel Vasak
 
en el Instituto Internacional de Derechos Humanos en Estrasburgo, 
Francia. El término fue utilizado desde, al menos, noviembre de 1977. Las teorías de Vasak tenían 
sus raíces sobre todo en la legislación europea, ya que reflejaban principalmente los valores 
europeos. 
 
Su división sigue las nociones centrales de las tres frases que fueron la divisa de la 
revolución francesa: Libertad, igualdad, fraternidad. Los capítulos de la Carta de los 
derechos fundamentales de la Unión Europea reflejan en parte este esquema. La 
Declaración Universal de Derechos Humanos incluye los derechos que son 
considerados como de segunda generación, así como los de primera generación, pero 
no hace la distinción en sí mismo (los derechos que figuran en ella no están en orden 




Al estudiar a los diferentes tratadistas arriba citados y La declaración de los Derechos Hombre y 
del Ciudadano, concuerdo con todos y cada uno de esos razonamientos ya que la libertad es el bien 
jurídico más preciado de las personas el cual no debe ser violado ni violentado por ninguna 
autoridad, administrativa ni judicial, para lo cual las personas debemos cumplir con todo nuestro 
ordenamiento jurídico y hacer valer nuestros derechos consagrados en la Constitución de la 
Republica, tratados internacionales y leyes de nuestro país. 
 
Hemos definido lo que es la libertad a criterio de diferentes autores y lo que menciona La 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano y de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, continuaremos con lo que es los Derechos de Primera Generación. 
 
1. 1. 1. 1. Derechos de Primera Generación. 
 
1.- Los derechos destinados a garantizar la libre disposición del cuerpo, siendo el primordial el derecho a la 
vida, posteriormente a la libertad y seguridad física, a circular libremente y los demás por su naturaleza. 
También se los denomina como derechos de primera generación (Loose, 1997) por ser suficiente que la 






Esto es por lo que se afirma que existen, no por el reconocimiento legal o por el hecho de estar 
incluidos en el precepto constitucional, pues existen en todo momento, más aún en el caso del 
Ecuador al tener la obligación de cumplir los distintos Tratados Internacionales, de los cuales es 
suscriptor como La declaración de los Derechos del Hombre y Ciudadano, La declaración de los 
Derechos Universales los cuales en su texto comparten la misma visión sobre el derecho de libertad 
en el ordenamiento jurídico, en el sentido de reconocerlos como tales y brindarles la protección 
jurídica de los mismos para garantizarlos efectivamente. 
 
Otros autores señalan que la división de los derechos se debe hacer por las garantías 
constitucionales en función de su intervencionismo con leyes secundarias es decir que no requieren 
de leyes secundarias para hacerlas efectivas, simplemente deben ser cumplidas por la supremacía 
de la Constitución, así lo señala Ramiro Borja y Borja. 
 
Luis Sáchica en el análisis que hace de la nueva concepción constitucional humanitaria 
en Colombia manifiesta que: “una nueva idea es la de catalogar de principales, a los 
derechos constitucionales fundamentales, esto es, a aquellos inherentes a las personas, 
los que tienen atribuidos, por el mero hecho de ser tales, aplicación inmediata, directa, 
incondicional. Esto es que no requieren desarrollo, regulación, intermediación de la 
ley, para hacerse exigibles. Casi se diría que esto no es así, porque son preexistentes a 
la ley. Se trataría de aquellos derechos que, en otro contexto, se califican de naturales, 
de la naturaleza del hombre, y que la ley, en consecuencia, tiene que reconocer y 
garantizar. No son, pues de creación ilegal, concesión del estado; su origen y rango 
son anteriores y superiores al estados y a sus derechos, al derecho positivo del estado” 
 
Los derechos que he mencionado se fueron formalizados inicialmente en la Carta de Derechos de 
los Estados Unidos que entraran en vigencia el 15 de diciembre de 1791, y en Francia por la 
Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano en el siglo XVIII, y se consagraron  a 
nivel de todo el mundo por la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 y el 
derecho internacional lo consagro en los Artículos 3 al 21 de la Declaración Universal al igual que 
se lo menciona en el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los cuales son los 
siguientes: 
 
 Toda persona tiene los derechos y libertades fundamentales sin distinción de raza, sexo, 
color, idioma, posición social o económica 
 Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad jurídica 
 Nadie estará sometido a esclavitud o servidumbre 
 Nadie será sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes, ni se 
le podrá ocasionar daño físico, psíquico o moral 
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 Nadie puede ser molestado arbitrariamente en su vida privada, familiar, domicilio o 
correspondencia, ni sufrir ataques a su honra o reputación 
 Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia 
 Toda persona tiene derecho a una nacionalidad 
 En caso de persecución política, toda persona tiene derecho a buscar asilo y a disfrutar de 
él, en cualquier país 
 Los hombres y las mujeres tienen derecho a casarse y a decidir el número de hijos que 
desean 
 Todo individuo tiene derecho a la libertad de pensamiento y de religión 
 Todo individuo tiene derecho a la libertad de opinión y expresión de ideas 
 Toda persona tiene derecho a la libertad de reunión y de asociación pacífica 
 
Los Derechos de Primera Generación los he dejado concretamente mencionados, continuaré con 
los Derechos de Segunda Generación. 
 
1. 1. 1. 2. Derechos de Segunda Generación. 
 
2.- Derechos destinados al desarrollo de la persona que deben ser reconocidos por los estados como 
la libertad de pensamiento, de religión, de conciencia y otros por su naturaleza jurídico - políticos, 
también se los considera como derechos sociales, económicos y culturales o derechos de segunda 
generación, se los conoció como derechos sociales insertados en los Artículos 17, 21 y 22 del 
proyecto de la constitución francesa republicana del 24 de junio de 1973 (Oscar Rodríguez Olvera, 
Teoría de los derechos sociales en la constitución abierta, Granada pág. 13.), como objetivo 
fundamental garantizar el bienestar económico, el acceso al trabajo, la educación y a la cultura, de 
tal forma que asegure el desarrollo de los seres humanos y de los pueblos. Su reconocimiento en la 
historia de los Derechos Humanos fue posterior a la de los derechos civiles y políticos, de allí que 




Los derechos de Segunda Generación o Derechos Económicos, Sociales y Culturales tienen razón 
de ser de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales se basa en el hecho de que el pleno 
respeto a la dignidad del ser humano, a su libertad y a la vigencia de la democracia, solo es posible 
si existen las condiciones económicas, sociales y culturales que garanticen el desarrollo de esos 




La vigencia de estos derechos se encuentra condicionada a las posibilidades reales de cada país, de 
allí que la capacidad para lograr la realización de los mismos varía de país a país. 
 
Estos derechos económicos, sociales y culturales, pueden exigirse al Estado en la medida de los 
recursos que efectivamente él tenga, pero esto no significa que el Estado puede utilizar como 
excusa para el cumplimiento de sus obligaciones, el no poseer recursos cuando en realidad dispone 
de ellos. 
 
Esta generación de derechos le permite al individuo colocarse en condiciones de igualdad frente al 
estado, con objeto de ser un sujeto activo en el ordenamiento jurídico capaz de reclamar de la 
autoridad el deber de proteger los derechos económicos, sociales y culturales. 
 
En este aspecto, deben verificarse los indicadores de desarrollo integral en relación con la 
distribución que hace el Poder Público de sus ingresos en razón de la justicia social. 
 Toda persona tiene derecho a la seguridad social y a obtener la satisfacción de los derechos 
económicos, sociales y culturales 
 Toda persona tiene derecho al trabajo en condiciones equitativas y satisfactorias 
 Toda persona tiene derecho a formar sindicatos para la defensa de sus intereses 
 Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado que le asegure a ella y a su familia 
la salud, alimentación, vestido, vivienda, asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios 
 Toda persona tiene derecho a la salud física y mental 
 Durante la maternidad y la infancia toda persona tiene derecho a cuidados y asistencia 
especiales 
 Toda persona tiene derecho a la educación en sus diversas modalidades 
 La educación primaria y secundaria es obligatoria y gratuita 
 
Los Derechos de Segunda Generación los he dejado concretamente mencionados, continuare con 
los Derechos de Tercera Generación. 
 
1. 1. 1. 3. Derechos de Tercera Generación. 
 
3.- Una nueva generación de derechos han surgido a finales del siglo XX y principios del siglo 
XXI, discrepando esta tendencia que se torna global, tratadistas celebres como Luis Carlos Sáchica 
expone que esta clasificación es discutible e innecesaria y sin consecuencia práctica alguna. 
 
Es obvio que el deterioro del medio ambiente no favorece ni el progreso social ni 
contribuye a elevar el nivel de vida de la humanidad, al contrario. Algunas catástrofes 
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acaecidas desde entonces y la incidencia sobre el medio ambiente de la forma de vida 
insostenible de los países más desarrollados (a los que el resto se quieren equiparar) 
hacen todavía más evidente la necesidad de los derechos (y deberes) relacionados con 
el medio ambiente. La fuga de pesticidas de la fábrica de Bhopal en 1984, el accidente 
de la central nuclear de Chernobil en 1986, los constantes vertidos de petróleo a los 
océanos, el trasiego de residuos tóxicos hacia Tercer Mundo, la deforestación de las 
selvas tropicales, la desertización de amplias zonas de la tierra, el agujero de la capa 
de ozono, las emisiones de dióxido de carbono a la atmósfera, las lluvias ácidas, el 
deshielo de los glaciares y de los casquetes polares, el agotamiento de los caladeros, la 




Estos Derechos que son destinados al desarrollo del conglomerado social como el de igualdad ante 
la ley, más aun con la constitución del Ecuador de 2008, donde se insertaron derechos que son 
propios de este nivel, como el derecho de la naturaleza, otros autores de origen francés sugieren la 
inclusión de trato digno a los seres que han abandonado su estado salvaje y estén bajo el cuidado de 
las personas como el caso de animales de compañía. 
 
Se denominan así a un conjunto de derechos de aparición reciente, producto de acuerdos de la 
comunidad internacional, se demanda un medio ambiente sano y libre de problemas. Por su parte, 
la tercera generación de derechos humanos, surgida en la doctrina en los años 1980, se vincula con 
la solidaridad. Los unifica su incidencia en la vida de todos, a escala universal, por lo que precisan 
para su realización una serie de esfuerzos y cooperaciones en un nivel planetario y universal. Se 
originan de la segunda postguerra. 
 
Normalmente se incluyen en ella derechos heterogéneos como el derecho a la paz, a la 
calidad de vida o las garantías frente a la manipulación genética, aunque diferentes 
juristas asocian estos derechos a otras generaciones: por ejemplo, mientras que para 
Vallespín Pérez la protección contra la manipulación genética sería un derecho de 
cuarta generación, para Roberto González Álvarez es una manifestación, ante nuevas 
amenazas, de derechos de primera generación como el derecho a la vida, la libertad y 
la integridad física. Este grupo fue promovido a partir de los ochenta para incentivar el 
progreso social y elevar el nivel de vida de todos los pueblos. (Vallespín Pérez, 2014) 
 
 Derecho a la autodeterminación 
 Derecho a la independencia económica y política 
 Derecho a la identidad nacional y cultural 
 Derecho a la paz 
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 Derecho a la coexistencia pacífica 
 Derecho al entendimiento y confianza 
 La cooperación internacional y regional 
 La justicia internacional 
 El uso de los avances de las ciencias y la tecnología 
 La solución de los problemas alimenticios, demográficos, educativos y ecológicos 
 Derecho a un medio ambiente sano 
 El patrimonio común de la humanidad 
 El desarrollo que permita una vida digna 
 
Con estos aportes he concluido los Derechos Humanos de Primera, Segunda y Tercera Generación, 
continuaré con el siguiente tema que es la historia del Hábeas Corpus en nuestro País. 
 
1. 2. Historia en el Ecuador del Hábeas Corpus. 
 
Ecuador históricamente se divide en dos fases que la doctrina ha establecido visiblemente para el 
estudio del Hábeas Corpus y de acuerdo a lo que he investigado parecería que existen tres fases que 
a medida que avanza la investigación lo iré determinando totalmente todas y cada una de sus 
características claramente para mayor comprensión de la investigación que es materia de este 
trabajo. 
 
1. 2. 1. Primera Fase. 
 
La primera fase se caracteriza des los diferentes intentos de instaurar a la institución de Hábeas Corpus desde 
el Congreso de Cúcuta 30 de agosto de 1821, el cual bajo la perspectiva bolivariana y con la presencia de 
Santander se intentó integrar derechos como el de libertad como lo señala en su discurso de juramento que en 
calidad de Presidente de Colombia prevé la asertividad con respecto a los derechos fundamentales “Yo 
quiero ser ciudadano, para ser libre y para que todos lo sean. (Mondolfi, 1990)”  
 
En la mencionada constitución, entre sus cánones se instituyó “ningún individuo podrá 
ser privado de la libertad ni imponerle una pena, pero de ser necesario por seguridad, 
podrá el presidente otorgar órdenes para tal efecto con la condición de que en 48 horas 
se ponga a disposición del tribunal o juez competente” (Espinosa Altamirano, 2012). 
 
Tras la disolución de la Gran Colombia, en la Ciudad de Riobamba se elaboró la 1ra. Constitución 
del Ecuador, convocando para esto al primer Congreso, convocado por el propio General Juan José 






Dicha fase se caracteriza por una inexistencia textual y positiva del Hábeas Corpus dentro de la 
legislación Ecuatoriana. 
 
1. 2. 2. Segunda fase. 
 
La segunda fase empieza desde la vigencia de nuestra Constitución de 1929 en la que la prescribía 
la institución del Hábeas Corpus, como un derecho en su Artículo. 151, numeral 8: 
 
“Parte segunda 
Título XIII. De las garantías fundamentales 
 
Artículo 151.- La Constitución garantiza a los habitantes del Ecuador, principalmente, 
los siguientes derechos: 
 
1. La inviolabilidad de la vida y su defensa. A nadie se le aplicará pena de muerte ni 
tortura. Las cárceles servirán sólo para asegurar a los procesados y penados, y 
para procurar su rehabilitación social; 
 
2. La igualdad ante la Ley. No habrá en el Ecuador esclavitud ni apremio personal a 
título de servidumbre o concertaje. 
 
No se reconocen empleos hereditarios, privilegios sociales ni fueros personales. 
 
No se puede conceder prerrogativas ni imponer obligaciones que hagan a unos 
individuos de mejor o peor condición que a otros; 
 
3. El derecho de ser presumido inocente y de conservar el honor y buena reputación, 
mientras no haya declaración de culpabilidad, conforme a las leyes. 
 
Nadie puede ser obligado a prestar testimonio en juicio criminal o de policía, contra sí 
mismo ni, contra su consorte, ascendientes, descendientes o colaterales, hasta el cuarto 
grado civil de consanguinidad o segundo de afinidad, ni compelido, con juramento o 





4. La libertad y seguridad personales. Prohíbese el reclutamiento que no se haga de 
acuerdo con las leyes militares, así como la prisión por deudas provenientes de 
obligaciones meramente civiles. 
 
No tendrá valor alguno cualquier contrato, pacto o convenio que importe la pérdida de 
la libertad del individuo o la renuncia de sus derechos inalienables; 
 
5. El derecho de no poder ser detenido, arrestado ni preso, sino en la forma y por el 
tiempo que las leyes prescriban, ni incomunicado por más de veinticuatro horas. 
 
Nadie puede ser detenido sino por orden escrita de autoridad competente, salvo el caso 
de delito infraganti. Dentro de veinticuatro horas, a lo más, del arresto de alguna 
persona, el juez expedirá una orden firmada en la que se expresen los motivos de la 
prisión. La autoridad que faltare a esta disposición y el guardián que no la reclamare 
dentro del expresado término, serán castigados como responsables de detención 
arbitraria. Iniciado el sumario, el arrestado quedará a disposición del juez competente, 
quien proveerá, acerca de su libertad, lo que fuere legal; 
 
6. El derecho de no ser puesto fuera de la protección de las leyes, ni distraído de sus 
jueces naturales, ni juzgado por comisiones especiales, ni privado del derecho de 
defensa en cualquier estado del juicio; 
 
7. Ningún habitante de la República podrá ser penado sin que preceda el juicio 
correspondiente, ni por la aplicación de una ley posterior al hecho del proceso. Sin 
embargo, en concurrencia de dos leyes penales, se aplicará la menos rigurosa, aun 
cuando fuere posterior; 
 
8. El derecho de Habeas Corpus. Todo individuo que, por considerar que se ha 
infringido lo dispuesto en los numerales anteriores, se creyere indebidamente 
detenido, procesado o preso, podrá ocurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, a 
la magistratura que señale la Ley, en demanda de que se guarden las formalidades 
legales. Esta magistratura deberá decretar que el individuo sea traído a su 
presencia, y su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados de 
las cárceles o lugares de detención. Instruida de los antecedentes, decretará su 
libertad inmediata o hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo 
a disposición del juez competente, procediendo en todo breve y sumariamente, 
corrigiendo por sí esos defectos o dando cuenta a quien corresponda para que los 




En la constitución de 1929, por primera vez se mencionaba el derecho de Hábeas Corpus, donde 
“Todo individuo que por considerar que se ha infringido lo dispuesto en los numerales anteriores, se creyere 
indebidamente detenido, procesado o preso, podrá ocurrir que por sí, o por cualquiera a su nombre, podía 
hacer valer sus derecho prescrito en las ocho garantías que se encontraban en los primeros 
numerales de éste tan extenso Artículo 151, de la Parte segunda, del Título XIII, De las Garantías 
fundamentales. 
 
Así reglado el estatuto de Hábeas Corpus, tiene un vacío: no se determinó la autoridad 
competente para conocer del recurso que se acaba de instituir y por esta razón, el 
recurso de Hábeas Corpus resulto inoperante, es decir, la institución nació muerta. 
Pero ahí estaba ya la letra escrita, esperando un ligero soplo del legislador para vivir 
por siempre. (Gallegos Terán, S/A) 
 
Por desgracia el legislador no incorporo determinar el funcionario que debía tramitar 
dicho recurso por lo que suscito las primeras discusiones. En abril de 1929 se produjo 
la primera controversia de trascendencia en la ciudad de Loja, con motivo del recurso 
planteado por un gerente de Alcoholes, estudiado el caso por los jurisconsultos lojanos 
debatieron el caso y establecieron que no existía ordenamiento jurídico que señale la 
magistratura o juez competente para la tramitación de la causa, por lo que fue atendido 
por un juez penal o de letras como se denominaba entonces. (Echeverría E. , 1961, pág. 
312) 
 
Consultada a la Corte Superior de ese Distrito se consideró que dicha consulta 
contenía una pretensión mal disimulada de recurso de apelación y que la consulta del 
Juez de letra no era jurídica ni contenía elementos para tramitar dicha consulta, la cual 
ascendió a la Corte Suprema de Justicia (en ese entonces la última instancia) la cual 
dentro de su consideración planteo que no era competente para tratar el asunto y 




En esta fase el Hábeas Corpus fue colocado como una garantía de libertad por tal razón las medidas 
no tuvieron una correcta tutela por lo que yo considero que es un derecho no aplicable. 
 
1. 2. 3. Tercera Fase. 
 
En la tercera y última fase se ha podido dar forma procesal y orgánica al derecho de Habeas Corpus 
consagrado en el numeral 8, Artículo 151, de la Parte Segunda, del Título XIII, De las garantías 
fundamentales de la carta magna de 1929, para que los habitantes del territorio nacional puedan 
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obtener una inmediata resolución a las reclamaciones que se hicieran por violaciones a las garantías 
fundamentales estipuladas en la Constitución de 1929: 
 
“Parte segunda 
Título XIII. De las garantías fundamentales 
 
Artículo 151.- La Constitución garantiza a los habitantes del Ecuador, principalmente, 
los siguientes derechos: 
 
8. El derecho de Habeas Corpus. Todo individuo que, por considerar que se ha 
infringido lo dispuesto en los numerales anteriores, se creyere indebidamente detenido, 
procesado o preso, podrá ocurrir, por sí o por cualquiera a su nombre, a la 
magistratura que señale la Ley, en demanda de que se guarden las formalidades 
legales. Esta magistratura deberá decretar que el individuo sea traído a su presencia, y 
su decreto será precisamente obedecido por todos los encargados de las cárceles o 
lugares de detención. Instruida de los antecedentes, decretará su libertad inmediata o 
hará que se reparen los defectos legales o pondrá al individuo a disposición del juez 
competente, procediendo en todo breve y sumariamente, corrigiendo por sí esos 
defectos o dando cuenta a quien corresponda para que los corrija;” 
 
El Hábeas Corpus aparece, formalmente, en el Ecuador, con una “Ley del Derecho de 
Hábeas Corpus” que fuera dictada el 30 de noviembre de 1933. En los considerandos 
propuestos por Congreso de la República; y, para cumplir el designio de la 
Constitución de la República de 1929, invoca el Artículo 151, ordinal 8º, que impone a 
la legislatura la designación de los magistrados requeridos para el ejercicio de la 
garantía fundamental del Derecho de Hábeas Corpus. (Dr. Trujillo Castillo, 2008) 
 
Ley de Hábeas Corpus del 30 de noviembre de 1933 (R.O. No. 40, 30-12-1933): 
en la cual se señalaba los magistrados requeridos para el ejercicio de la garantía 
fundamental del Derecho de Hábeas Corpus que se prescribían en la 
Constitución de 1929 y que debían conocer y resolver el recurso son: “a) El 
Presidente del Concejo Municipal, si las infracciones contra las garantías 
constitucionales provenían de autoridades cantonales o parroquiales; b) El Presidente 
del Consejo provincial, si la denuncia se presentaba contra funcionarios provinciales; 
c) El Presidente del Consejo de Estado, si las violaciones las cometían autoridades 
nacionales, distritales o de zona; d) El Presidente de la Corte Superior, si los reclamos 
se planteaban contra los presidentes de los consejos provinciales y concejos 
cantonales, y e) El Jefe Político o el Presidente del Consejo Provincial o el jefe 
Superior de la Guarnición Militar si las infracciones se producían en la Región 
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Oriental”, quedo también determino el trámite a seguirse para el despacho del 
recurso. 
 
El 27 de septiembre de 1935 dejó de regir la Constitución de 1929, puesto que mediante Decreto 
Supremo No. 2 (R.O. No. 1, 27-09-35) se puso en vigencia la Constitución de 1906-1907, que no 
contemplaba el recurso de Hábeas Corpus, (Dr. Ponce Martínez, 1999) periodo con matiz 
dictatorial de José María Velasco Ibarra. 
 
El Código de Procedimiento Penal de 1938 introdujo la norma del entonces 
Artículo 447, en cuya virtud “cualquier individuo que, con infracción a los preceptos 
constantes en este Código se encuentre detenido o preso, podrá acudir en demanda de 
su libertad, al juez superior de aquel que hubiere dispuesto la privación de la libertad” 
(Dr. Ponce Martínez, 1999), en la actualidad en nuestro Código de 
Procedimiento Penal está constituido en el Artículo 422. “Procedencia.- Toda 
persona privada de su libertad o que crea amenazada su libertad por un abuso de 
poder o violación de la ley por parte de un juez o autoridad pública; puede interponer, 
por sí misma o por terceros, una acción de amparo de libertad ante cualquier juez o 
tribunal penal del lugar donde se encuentre el recurrente” 
El 6 de marzo de 1945, entra en vigencia la Constitución de 1945 a través de una Asamblea 
Nacional de Constituyente se restableció el Derecho de Hábeas Corpus en el numeral 5, de su 
Artículo 141, de la sección I, de los Derechos individuales: 
 
“Sección I 
De los derechos individuales 
 
Artículo 141.- El Estado garantiza: 
 
5. El habeas corpus. 
 
Quien considere que su detención, procesamiento o prisión infringe los preceptos 
constitucionales o legales, puede recurrir, por sí mismo o por otra persona, al 
Presidente del Concejo del cantón en que se encuentre, quien deberá ordenar que el 
recurrente sea traído a su presencia. Esta orden será obedecida por el encargado de la 
cárcel o lugar de detención. Una vez informado de los antecedentes, el Presidente del 
Concejo, procediendo breve y sumariamente, decretará la libertad inmediata o hará 





En este Artículo 141, el recurso de hábeas corpus, le otorgo el conocimiento del Recurso de Hábeas 
Corpus a los Presidentes de Concejos, cuales alcances de la institución corresponde sitio de honor a 
la ferviente colaboración de los doctores Manuel Elicio Flor, Manuel Agustín Aguirre, Gustavo 
Buendía, Juan Isaac Lovato entre otros. 
 
El mismo año 1945, se expidió la nueva Ley de Régimen Municipal, la cual regulaba del Recurso 
de Hábeas Corpus debidamente, dotándole la esfera de acción y espíritu que el legislador había 
establecido. 
 
La constitución de 1945, también instituyo al Hábeas Corpus, año en el que entro en 
vigencia la Ley de Régimen Municipal, que reguló el Hábeas Corpus, motivo por el 
cual la citada ley, fue objetada por el Presidente Velasco Ibarra, quien consideró que, 
nada tenía que hacer la garantía del Hábeas Corpus, dentro de la Ley de Régimen 
Municipal, por su evidente falta de relación; sin embargo, el Tribunal de Garantías 
Constitucionales, determinó que la Ley de Régimen Municipal, es conforme a la 
Constitución; por lo tanto, el Presidente de la República no tuvo otra alternativa que 
allanarse. (Jaramillo Huilcapi, 2011) 
 
Para el Presidente, Dr. José María Velasco Ibarra no fue de su agrado la promulgación de la Ley de 
Remen Municipal y la señaló como “deficiencias absoluta” en la reglamentación del Hábeas 
Corpus, sugiriendo que había inconstitucionalidad al haber un reglamento dentro de la Ley de 
Régimen Municipal, y que por su materia es incompatible con la Ley de Régimen Municipal, todo 
esto a pesar de que existía concordancia con la Constitución que regía ese año en nuestro País.  
 
En uso de sus atribuciones el ejecutivo objeto a la Ley de Régimen Municipal, en la parte que 
estaba inconforme y otras, cuya objeción se la comunicó al Tribunal de Garantías, la cual no fue 
acogía por dicho Tribunal, considerando que la objeción a la Ley enviada por el ejecutivo si se 
“conceptúa conforme a la Constitución”. 
 
En 1946, entra en vigencia una nueva Constitución la cual reemplazaba todo el anterior 
ordenamiento jurídico, ya que en la Sección II, Garantías individuales comunes, Artículo 187, 
numeral 4, de la Constitución de 1946 (Art. 191, numeral 4, según la codificación de 19 de 









Garantías individuales comunes 
 
Artículo 187.- El Estado garantiza a los habitantes del Ecuador: 
 
4. El derecho de «Habeas Corpus». Salvo los casos de delito infraganti, contravención 
de policía o infracción militar, nadie puede ser detenido, arrestado ni preso, sino 
mediante orden firmada por Autoridad competente, con expresión del motivo, el cual no 
podrá ser sino uno de los determinados al efecto por la ley. 
 
El recurso de «Habeas Corpus» se presentará ante el Presidente del Concejo, o quien 
hiciera sus veces, del Cantón en que se encuentre el detenido. Recibido el recurso, la 
expresada autoridad dispondrá la inmediata presentación del detenido y la exhibición 
de la orden de privación de la libertad, dentro del término que al efecto señalare. 
 
Si no se presentare al detenido, o si no se exhibiere la orden, o si ésta no reuniere los 
requisitos anteriormente prescritos, el Presidente del Concejo dispondrá, sin más 
trámite, la inmediata libertad del recurrente. El que desobedeciere esta orden será 
destituido ipso facto de su cargo o empleo por el mismo Presidente del Concejo, quien 
comunicará esta destitución a la Contraloría y a la autoridad que deba proveer el 
reemplazo. 
 
El empleado destituido podrá interponer recurso de apelación del fallo dictado contra 
él, para el Presidente de la Corte Superior del correspondiente distrito, dentro de 
veinticuatro horas de notificado con la destitución; pero, para poder interponer este 
recurso, deberá previamente poner en libertad al detenido. 
 
A éste le queda, además, el ejercicio de todas las acciones a que tuviere derecho;” 
 
Como podemos notar el Artículo 187, numeral 4 de la constitución de 1946 (Art. 191, numeral 4, 
según la codificación de 19 de noviembre de 1960), restringió, notablemente, la posibilidad de 
defender la libertad física a través del Recurso de Hábeas Corpus, al suprimirlo para los casos 
de contravención de policía e infracción militar, y al limitarlo a razones estrictamente formales, 
pues solo podía concederse la libertad si es que el detenido no era presentado, no se exhibía la 
orden de privación de libertad o ésta no reunía los requisitos previstos en la misma Constitución. 
El examen del proceso y la revisión de las causas que motivaron la orden de detención o de 
prisión escapaban de la competencia del Alcalde o Presidente del Concejo a quien se confirmó la 
competencia para conocer el recurso (Dr. Ponce Martínez, 1999), lo que suscito hondas 




A partir de 1949, los recursos de Hábeas Corpus eran desechados por el requisito de la llamada 
orden de detención, notándose un recurso limitado, burlesco y carente de las necesidades sociales, 
lo cual me hace presumir que se dio por la limitación que se interpuso en la Constitución de 1946 
por cuanto se suprimió la interposición del recursos de Hábeas Corpus para los casos de 
contravención de policía e infracción militar, y al limitarlo a razones estrictamente formales. 
 
Para 1954, se suscitó un caso para el análisis doctrinario, el alcalde Rafael León Larrea, aplicando 
el entendimiento restrictivo del Hábeas Corpus, declaró que no está legalmente facultado para 
corregir las anomalías en el sumario que se ordenó la detención, estableciendo un control difuso 
pues unos alcaldes aplicaban el sentido constitucional y otros el sentido de la norma expresa. 
 
“La sentencia expedida por la alcaldía de Quito, siendo su titular el Señor Rafael León 
Larrea, constituye el caso que provocó la discusión más amplia sobre los alcances del 
Hábeas Corpus y que expone –de la mejor manera– la tesis restrictiva en la 
interpretación de este derecho. En ella está apuntado el caso concreto y las 
consideraciones legales pertinentes. Dice así: 
 
Quito, a 31 de diciembre de 1954. 
 
En el recurso de Hábeas Corpus interpuesto por el Dr. Enrique Echeverría, en favor 
del Señor Luis Maldonado Tamayo, se ha dictado la siguiente resolución. –Alcaldía de 
San Francisco de Quito. Diciembre 31 de 1954; las dos de la tarde. Vistos: 
 
“El Dr. Enrique Echeverría G. denuncia que el Señor Luis Maldonado Tamayo ha sido 
ilegalmente apresado por la Dirección General de Seguridad el 26 de este mes y 
colocado más tarde a órdenes de la Intendencia General de Policía de Pichincha, por 
supuesta responsabilidad de un delito contra la seguridad interior del Estado; en cuya 
virtud y por no haber orden de autoridad competente, ni proceso penal en su contra, 
solicita a esta Alcaldía que se le ponga en inmediata libertad. Durante la audiencia de 
Hábeas Corpus, con la presencia del detenido y de las autoridades de policía, 
diligencia en la que se exhibe el sumario instruido por el señor Intendente, el día de 
anteayer, contra el Señor Luis Maldonado Tamayo y otros, lo mismo que la boleta 
respectiva, el defensor del recurrente expresa que la detención del Señor Maldonado 
Tamayo, no se han cumplido los requisitos que exigen los Ats. 187, numeral 4º de 
Constitución Política Vigente y 152 del Código de Procedimiento Penal (hoy 150): no 
los del primero, porque si en verdad existe orden firmada de Autoridad competente, que 
lo es en Señor Intendente, en cambio no se ha determinado el motivo, el cual no puede 
sino uno de los determinados al efecto por la ley, y en la Ley –indica– se catalogan 
infinidad de delitos, alguno de los cuales debió precisar. Tampoco los del segundo, 
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porque de lo visto en esta diligencia, no aparecen datos procesales que hagan presumir 
la existencia de un delito pesquisable de oficio, ni hay indicios o presunciones graves 
de que el defendido sea autor o cómplice de la infracción…………… 
 
Con estos antecedentes, para resolver se considera: 
 
h) Que la Exma. Corte Suprema de Justicia reunida en Tribunal, en Resolución de 25 
de marzo de 1950, absolviendo una consulta de la H. Corte Superior de este Distrito, 
sobre la vigencia del Art. 61 numeral 22 de la Ley de Régimen Municipal, no obstante 
la expedición de la Carta Política de 1946, expreso al respecto: “En consecuencia se 
deduce que las disposiciones pertinentes a la consulta mencionada en la Ley de 
Régimen Municipal fueron derogadas tácitamente por la Constitución vigente de la 
Republica”; e, 
i) Que el mismo tribunal manifestó en la referida Resolución que el Alcalde o 
Presidente del Concejo debe “limitarse a examinar la orden de privación de libertad, 
orden que debe exhibir la persona encargada de la custodia preso para mandar, en el 
caso de no ser presentada o de no reunir los requisitos legales, la inmediata libertad 
del recurrente, sin entrar a conocer ni examinar el procedimiento ni los antecedentes 
de la orden”; Resolución que tiene validez y fuerza obligatoria en virtud de haber sido 
dada con arreglo a la facultad que le concede el Art. 14, regla 14 de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial. 
 
Por las consideraciones, no obstantes estar evidenciada la irregularidad de todo el 
procedimiento y de no existir un principio de prueba de la culpabilidad del Señor 
Maldonado en el movimiento subversivo, contrariando el fallo de mi conciencia pero 
con obligado acatamiento a la disposición del Art. 187 numeral 4º de la Constitución 
Política vigente y a la Resolución de la Exma. Corte Suprema de Justicia, Resuelvo: 
que no estoy legalmente facultado para corregir las anomalías que adolece el sumario, 
en cuyo auto inicial se ha dispuesto la detención provisional del Señor Luis Maldonado 
Tamayo y, por tanto, para ordenar su libertad. –Notifíquese y archívese. (f) Señor 
Rafael León Larrea, Alcalde de San Francisco de Quito”. (Echeverria G., 1961) 
 
En 1958, se consolido una nueva etapa en la que los Alcaldes no se limitaban a observar la 
existencia de la boleta constitucional de detención, más bien analizaban el proceso y juzgaron si 
dicha boleta cumplía con las solemnidades, formalidades y legalidades. 
 
En la constitución de 1967, abonó el criterio meramente formalista que había regido el 
recurso durante la vigencia de la de 1946. El artículo 28, ordinal 17○. literal h) de la 
Carta Fundamental ordenaba que el Alcalde o el Presidente del Concejo debía disponer 
la inmediata libertad del reclamante “si no se presentaba al detenido, o si no se 
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exhibiere  la orden (de privación de libertad), o si esta no reuniere los requisitos 
anteriormente prescritos, o si se hubiera fallado al procedimiento, o si se hubiera 
justificado -a criterio del Alcalde o Presidente del Concejo- el fundamento del recurso 
interpuesto”. Los requisitos para detener a una persona y los que debía contener la 
orden eran señalados en el literal g) de los mismos ordinal y artículo, esto es la 
existencia de una orden de autoridad competente, que indique la causa legal de la 
detención y que se expida de conformidad con los preceptos legales y en la forma 
prevista por la Ley. Ello necesariamente significaba que debía existir un proceso 
legalmente incoado en contra del detenido, en el cual se hubieren cumplido los 
requisitos básicos para sindicar a una persona por un delito que mereciera pena privativa 
de la libertad. (Dr. Ponce Martínez, 1999) 
“Capítulo II 
De los derechos de la persona 
 
Artículo 28.- Sin perjuicio de otros derechos que se deriven de la naturaleza de la 
persona, el Estado le garantiza: 
 
18. La libertad y seguridad personales. En consecuencia: 
 
h) Quien considere inconstitucional o legal su prisión o detención, puede acogerse al 
«Habeas Corpus». Este derecho lo ejercerá por sí o por otro sin necesidad de mandato 
escrito ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya jurisdicción se encuentre, o 
ante quien haga sus veces. Esta autoridad ordenará que el recurrente sea llevado de 
inmediato a su presencia y que se exhiba la orden de privación de libertad, y el 
encargado de la cárcel o lugar de detención acatará este mandato. 
 
Si no se presentare al detenido, o si no se exhibiere la orden, o si esta no reuniere los 
requisitos anteriormente prescritos, o si se hubiera faltado al procedimiento, o si se 
hubiera justificado a criterio del Alcalde o Presidente del Concejo el fundamento del 
recurso interpuesto, este funcionario dispondrá la inmediata libertad del reclamante. 
Quien desobedeciere tal orden será, sin más trámite, destituido inmediatamente de su 
cargo o empleo por el mismo Alcalde o Presidente del Concejo, quien comunicará la 
destitución a la Contraloría General del Estado y a la autoridad que deba proveer su 
reemplazo. El empleado destituido podrá reclamar por la destitución ante el Presidente 
de la Corte Superior de Justicia del correspondiente distrito, dentro de veinticuatro 
horas de notificada, pero después de haber puesto en libertad al detenido. 
 




En 1967 iniciaron discusiones por parte de los comentaristas del Código de 
Procedimiento Penal anterior, doctores Andrés F. Córdova y Víctor Lloré Mosquera, 
discurrieron sobre si la norma que estableció el recurso conocido hasta ese entonces 
como amparo había sido derogada al establecerse en 1946 el recurso de Hábeas 
Corpus en la Constitución Política. El ex Presidente de la Corte Suprema de Justicia 
Dr. Francisco Ochoa Ortiz, apoyado en el criterio de dos de tres jurisconsultos se 
pronunció que el Art. 447 que reconocía amparo había sido derogado por la 
Constitución, empero la Comisión Legislativa Permanente escogió el criterio del 
tercero y, por ello, concluye que en virtud de la obligatoriedad de las codificaciones 
dicho precepto continuaba vigente” (Revista de Jurisprudencia, Fundación Antonio 
Quevedo, No. 41, 1991). 
 
Por ésta razón hasta esa época, subsistió, junto con el recurso de Hábeas Corpus 
previsto y regulado por la Constitución Política, el denominado recurso de 
Hábeas Corpus judicial y el recurso de amparo. Al respeto el mismo Dr. Ochoa 
Ortiz, recuerda que la codificación del Código de Procedimiento Penal 
promulgada en el R.O. No. 875 de 21 julio de 1955, que incluyó en el Art. 418 
la norma debatida, se realizó después de que la Corte Suprema de Justicia había 
resuelto, el 25 de marzo de 1950, que “el precepto constitucional contenido en el 
numeral 4º., del Art. 187, derogó tácitamente lo dispuesto por el numeral 22 del Art. 61 
de la ley de Régimen Municipal (G. Judicial No. 13, serie 7ª.).” (Ochoa, Ob. Cit.). (Dr. 
Ponce Martínez, 1999) 
 
El Art. 19, numeral 16, literal j) de la Constitución que comenzó a regir el 10 de 
agosto de 1979, conforme se ha expedido, siguió en lo sustancial, los 
lineamientos de la Constitución de 1967. Por ello, el Alcalde o el Presidente del 
Concejo “en el plazo de cuarenta y ocho horas dispone la inmediata libertad del 
reclamante, si el detenido no fuere presentado o si no se exhibiere la orden, o si ésta no 
cumpliere los requisitos legales, o si se hubieren cometido vicios de procedimiento, o en 
fin, si se hubiere justificado el fundamento del recurso” (Dr. Ponce Martínez, 1999) 
 
“TITULO II 
DE LOS DERECHOS, DEBERES Y GARANTÍAS SECCIÓN I 
De los derechos de la persona 
 
Art. 19.- Toda persona goza de las siguientes garantías: 
 




j) toda persona que creyere estar ilegalmente privada de su libertad puede acogerse al 
habeas corpus. Este derecho lo ejerce por sí o por interpuesta persona, sin necesidad 
de mandato escrito, ante el Alcalde o Presidente del Concejo bajo cuya jurisdicción se 
encuentre o ante quien haga sus veces. La autoridad municipal ordena inmediatamente 
que el recurrente sea conducido a su presencia y se exhiba la orden de privación de la 
libertad. Su mandato es obedecido sin observación ni excusa por los encargados de la 
cárcel o lugar de detención. 
 
Instruido de los antecedentes, el Alcalde o el Presidente del Concejo, en el plazo de 
cuarenta y ocho horas dispone la inmediata libertad del reclamante, si el detenido no 
fuere presentado o si no se exhibiere la orden, o si ésta no cumpliere los requisitos 
legales, o si se hubieren cometido vicios de procedimiento, o en fin, si se hubiere 
justificado el fundamento del recurso. El funcionario o empleado que no acatare la 
orden, es destituido inmediatamente de su cargo o empleo sin más trámite por el 
Alcalde o Presidente del Concejo, quien comunica la destitución a la Contraloría y a la 
autoridad que deba nombrar su reemplazo. 
 
El empleado destituido, luego de haber puesto en libertad al detenido, puede reclamar 
ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, dentro de ocho días de notificado, 
de su destitución.” 
 
Las reformas a la Constitución que se promulgaron, como segundo y tercer bloque, en 
el Registro Oficial No. 863 de 16 de enero de 1996, dispusieron, por un lado que el 
recurso de Hábeas Corpus pasara a formar parte de una nueva sección, bajo el título 
“De las garantías de los derechos”, y por otra, confirieron al Tribunal Constitucional, 
que reemplazó al Tribunal de Garantías Constitucionales, la facultad de conocer las 
apelaciones que se propusieren en contra de las resoluciones que denegaran los recursos 
de Hábeas Corpus, Amparo o Hábeas Data. Al codificarse la Constitución de 1979 con 
sus reformas (R.O. No. 2, 13-02-97) el Art. 28 reguló el hábeas corpus y el Art. 175 
ordinal 3º, consagró la competencia del Tribunal Constitucional para conocer las 
apelaciones en contra de las negativas a la concesión de tal recurso. (Dr. Ponce 
Martínez, 1999) 
 
Estas reformas permitieron al Tribunal Constitucional asumir un papel trascendental 
en la defensa de la libertad física, especialmente durante el período entre el 16 de 
enero de 1996 y comienzos de febrero de 1997, en que el Tribunal estuvo integrado por 
los últimos vocales del suprimido Tribunal de Garantías Constitucionales, quienes 
dictaron importantes resoluciones que trataron de cimentar una nueva visión del 




Para 1998, nuestra Constitución Política, manifestaba que los encargados de conocer el Recurso de 
Hábeas Corpus eran los Alcaldes bajo cuya jurisdicción se encuentre detenida la persona, o ante 
quien haga sus veces. 
 
En el Capítulo 6, que trataba las garantías de los derechos, de la Constitución Política del Ecuador 
de 1998, el Artículo 93 señalaba: 
 
“Capítulo 6 
De las garantías de los derechos 
Sección primera. Del Hábeas Corpus 
 
Artículo 93.- Toda persona que crea estar ilegalmente privada de su libertad, podrá 
acogerse al hábeas corpus. Ejercerá este derecho por sí o por interpuesta persona, sin 
necesidad de mandato escrito, ante el alcalde bajo cuya jurisdicción se encuentre, o 
ante quien haga sus veces. La autoridad municipal, en el plazo de veinticuatro horas 
contadas a partir de la recepción de la solicitud, ordenará que el recurrente sea 
conducido inmediatamente a su presencia, y se exhiba la orden de privación de 
libertad. Su mandato será obedecido sin observación ni excusa, por los encargados del 
centro de rehabilitación o del lugar de detención. 
 
El alcalde dictará su resolución dentro de las veinticuatro horas siguientes. Dispondrá 
la inmediata libertad del reclamante si el detenido no fuere presentado, si no se 
exhibiere la orden, si ésta no cumpliere los requisitos legales, si se hubiere incurrido en 
vicios de procedimiento en la detención o, si se hubiere justificado el fundamento del 
recurso. 
 
Si el alcalde no tramitare el recurso, será civil y penalmente responsable, de 
conformidad con la ley. 
 
El funcionario o empleado que no acate la orden o la resolución será inmediatamente 
destituido de su cargo o empleo sin más trámite, por el alcalde, quien comunicará tal 
decisión a la Contraloría General del Estado y a la autoridad que deba nombrar su 
reemplazo. 
 
El funcionario o empleado destituido, luego de haber puesto en libertad al detenido, 
podrá reclamar por su destitución ante los órganos competentes de la Función Judicial, 








Según lo que menciona el Artículo 93, de la Constitución Política del Ecuador del 1998, los 
Alcaldes de cualquier jurisdicción del territorio ecuatoriano, eran las Autoridades que debían 
conocer el Recurso de Hábeas Corpus, para lo cual tenían veinte y cuatro horas para dictar su 
resolución y ordenar su inmediata libertad a la persona que se crea estar ilegalmente privada de su 
libertad. 
 
“El Alcalde... dispondrá la inmediata libertad del reclamante si... la orden... no cumpliere los requisitos 
legales, si se hubiere incurrido en vicios de procedimiento en la detención o si se hubiere justificado el 
fundamento del recurso”. 
 
Cierto que ha añadido una circunstancia (“en la detención”), pero es sobre esa privación de la 




Como podemos ver, el Recurso de Hábeas Corpus, era totalmente sumario ya que tenía que ser 
resuelto de inmediato y su resolución tenía que ser acatada de igual manera, lo cual en algunas 
jurisdicciones no cumplían con el mandato Constitucional, como sucedía en el Distrito 
Metropolitano de Quito, ya que existía dos días específicos para que se realicen las audiencias 
públicas y se presente a la persona que se encontraba detenida ante el representante del Alcalde. 
 
Como en las anteriores constituciones que hemos citados en este Capítulo la Constitución de 1998, 
también consideraba que los Alcaldes por mandato constitucional eran los únicos funcionarios que 
podían conocer el Recurso de Hábeas Corpus, lo cual en lo personal creo que se lo hacía para tal 
vez lograr independencia de poderes en sus resoluciones, pero que también considero que fue 
aprovechado políticamente por algunos Alcaldes del País. 
 
Un resumen del acontecer práctico del recurso hábeas corpus en el Municipio de Quito 
señala, luego de una investigación empírica sobre el proceder de la alcaldía: “Existen 
violaciones a la ley y a la Constitución en la tramitación de los recursos de hábeas 
corpus en Quito. Los más importantes son: 
 
1.- La audiencia normalmente no es presidida por el Alcalde de la Ciudad. El Alcalde, 




2.- Los términos previstos en la Constitución no son observados. Las audiencias se 
efectúan solo los días martes y jueves, mas no a las 48 horas de planteado el recurso, el 
cual demora en resolverse varios días, cuando la Constitución ordena que la decisión 
se dicte en 24 horas. 
 
3.- Las resoluciones no son preparadas por el delegado del Alcalde, sino por miembros 
de la Sindicatura Municipal, que no concurren a las audiencias. 
 
4.- las resoluciones carecen de fundamentación y, en muchas ocasiones, falsean los 
hechos. 
 
Creo que el recurso de hábeas corpus en Quito, se ha convertido en una forma de 
colaboración con la mala administración de justicia. 
 
Se reciben en el Municipio de Quito diariamente un promedio de 180 recursos. Se 
conducen, en muchas ocasiones, audiencias generales, en vez de individuales, las 
cuales solo se ordenan si el abogado patrocinador lo exige. 
 
Tan arbitraria es la actuación del Alcalde (a través de su delegado) que en algunos 
casos no sé presentó al recurrente a no se exhibió la boleta constitucional de detención, 
pero no se concedió la libertad.” (Dr. Ponce Martínez, 1999) 
 
De su lado, el inciso 2° del Artículo. 74, de la Ley de Régimen Municipal, cuyo origen está en la 
citada ley de 30 de noviembre de 1933, mantiene lo dicho en los anteriores preceptos 
constitucionales: 
 
“Quien considere que su detención, procesamiento o prisión infringe preceptos 
constitucionales o legales (...) puede por sí o por otra persona, sin necesidad de 
mandato escrito, denunciar el hecho al Alcalde o del Presidente del Concejo del 
Cantón en que se encontrare detenido, procesado o preso, según el caso”. 
 
El inciso tercero de la Ley de Régimen Municipal, manifestaba además que: “No podrán acogerse a 
este recurso los miembros de las Fuerzas Armadas o de la Policía Civil Nacional que sufran arrestos 
disciplinarios o sean encausados y penados por infracciones de carácter militar o policial.”. Considero que 
este inciso no cumplía con el mandato Constitucional ya que al manifestar que “los miembros de las 
Fuerzas Armadas o de la Policía civil (...) sean encausado y penados por infracciones de carácter militar o 
policial”. Sin considerar que el Recurso de Hábeas Corpus tiene por objeto precautelar el derecho a 
la libertad de las personas y proteger que se cumplan las normas del debido proceso, además 
incumpliendo el mandato constitucional del Artículo 93, de la Constitución de 1998 el cual 
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manifestaba que: “Toda persona que crea estar ilegalmente privada de su libertad, podrá acogerse al 
hábeas corpus.”. 
 
“De la sustanciación del recurso de habeas corpus 
 
Artículo 74.- Es, además deber y atribución especial del Alcalde, en su caso, hacer 
efectiva la garantía constitucional del habeas corpus, sustanciándolo conforme se 
dispone en los siguientes incisos: 
 
Quien considere que su detención, procesamiento o prisión infringe preceptos 
constitucionales o legales, salvo el caso de delito in - fraganti, infracción militar o 
contravención de policía, puede por sí o por otra persona, sin necesidad de mandato 
escrito, denunciar el hecho al Alcalde del Cantón en que se encontrare detenido, 
procesado o preso, según el caso. 
 
No podrán acogerse a este recurso los miembros de las Fuerzas Armadas o de la 
Policía Civil Nacional que sufran arrestos disciplinarios o sean encausados y penados 
por infracciones de carácter militar o policial. 
 
Presentada la denuncia o reducida a escrito, si fuere verbal, el Alcalde, dispondrá que 
el recurrente sea conducido a su presencia dentro de veinticuatro horas, y que la 
autoridad o juez que ordenó la detención o dictó la sentencia, informe sobre el 
contenido de la denuncia, a fin de establecer los antecedentes. 
 
Con el mismo objeto solicitará de cualquier otra autoridad y del encargado del 
establecimiento carcelario o penitenciario en que se encontrare el recurrente, los 
informes y documentos que estime necesarios. Las autoridades o empleados requeridos 
los presentarán con la urgencia con que se les exija y si no lo hicieren, impondrá a los 
remisos una multa de un mil a diez mil sucres, y entrará a estudiar inmediatamente los 
antecedentes que le permitan dictar, en forma motivada, y dentro del plazo de cuarenta 
y ocho horas, si no rechazare el recurso, cualquiera de estas resoluciones: 
 
1○.- La inmediata libertad del recurrente, si no aparecen justificadas la 
detención o la prisión; 
 
2○.- La orden de que se subsanen los defectos legales, si el recurso se contrae a 
reclamar vicios de procedimiento o de investigación; 
 
3○.- La orden que dé se ponga al recurrente a disposición de los jueces propios, si la 




El juez, la autoridad, el empleado o el encargado de la custodia del recurrente que 
desobedezca la resolución correspondiente quedará destituido ipsofacto de su cargo. 
La destitución se comunicará, para los efectos legales, a quien nombra al juez, 
funcionario o persona destituida y a la Contraloría General del Estado, que glosará los 
sueldos que se paguen al destituido. 
 
El empleado destituido, luego de haber puesto en libertad al detenido, podrá interponer 
recurso de apelación del fallo dictado contra él, para ante el Tribunal de lo 
Contencioso Administrativo, en el término de ocho días, contados a partir de la fecha 
en que fuere notificado con la destitución.” 
 
En todo caso lo destacable en el texto constitucional de 1998 sobre el Hábeas Corpus es que, se 
encontraba concebido como una garantía de los derechos y dentro de éstas fue ubicado en la 
sección primera. 
 
“Esa constitución continúo con la tradición de atribuir la competencia para someter 
los Hábeas Corpus a resolución de los Alcaldes es decir una persona ajena a las 
tradicionales funciones del Estado y que goza de representatividad, por ser de elección 
popular. La Asamblea Nacional Constituyente de 1998 consideró la posibilidad de que 
el Hábeas Corpus sea sometido a decisión de un Juez que forme parte de la Función 
Judicial pero esta iniciativa no tuvo acogida, se presentó también la propuesta de que 
se pudiera presentar opcionalmente ante un Juez o ante el Alcalde, pero finalmente se 
decidió seguir con la línea contenida en varias Constituciones considerando que se 
encontraba en la cultura de los ecuatorianos la tradición del Hábeas Corpus como 
competencia del Alcalde y estimando que en el balance general la experiencia había 
sido positiva.” (Velázquez Velázquez, 2010) 
 
La constitución del 2008, que nos rige hasta la actualidad, al Hábeas Corpus ya no se lo encuentra 
como un derecho como lo manifestaban otras constituciones, sino que lo establece como una 
Garantía Constitucional. 
 
En nuestra Constitución la Acción de Hábeas Corpus que se encuentra en el 
Artículo 89 y 90, tiene por objeto: “recuperar la libertad de quien se encuentre 
privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de autoridad pública o 
de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad física de las personas 






Acción de hábeas corpus 
  
Artículo 89.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto recuperar la libertad de 
quien se encuentre privado de ella de forma ilegal, arbitraria o ilegítima, por orden de 
autoridad pública o de cualquier persona, así como proteger la vida y la integridad 
física de las personas privadas de libertad. Inmediatamente de interpuesta la acción, la 
jueza o juez convocará a una audiencia que deberá realizarse en las veinticuatro horas 
siguientes, en la que se deberá presentar la orden de detención con las formalidades de 
ley y las justificaciones de hecho y de derecho que sustenten la medida. La jueza o juez 
ordenará la comparecencia de la persona privada de libertad, de la autoridad a cuya 
orden se encuentre la persona detenida, de la defensora o defensor público y de quien 
la haya dispuesto o provocado, según el caso. De ser necesario, la audiencia se 
realizará en el lugar donde ocurra la privación de libertad. La jueza o juez resolverá 
dentro de las veinticuatro horas siguientes a la finalización de la audiencia. En caso de 
privación ilegítima o arbitraria, se dispondrá la libertad. La resolución que ordene la 
libertad se cumplirá de forma inmediata. En caso de verificarse cualquier forma de 
tortura, trato inhumano, cruel o degradante se dispondrá la libertad de la víctima, su 
atención integral y especializada, y la imposición de medidas alternativas a la 
privación de la libertad cuando fuera aplicable. Cuando la orden de privación de la 
libertad haya sido dispuesta en un proceso penal, el recurso se interpondrá ante la 
Corte Provincial de Justicia. 
 
Artículo 90.- Cuando se desconozca el lugar de la privación de libertad y existan 
indicios sobre la intervención de algún funcionario público o cualquier otro agente del 
Estado, o de personas que actúen con su autorización, apoyo o aquiescencia, la jueza o 
juez deberá convocar a audiencia al máximo representante de la Policía Nacional y al 
ministro competente. Después de escucharlos, se adoptarán las medidas necesarias 
para ubicar a la persona y a los responsables de la privación de libertad.” 
 
Privación de libertad ilegal corresponde a los actos de particulares, agentes de 
autoridad y de autoridades por los que se priva la de libertad a una persona 
contrariando los mandatos legales, como en el caso de una orden de detención 
dispuesta por sin audiencia, o de una prisión preventiva que no reúne los requisitos del 
artículo 167 del código de procedimiento penal. (Alvarado Ibarra & Robalino 
Villafuerte, Privación de livertad ilegal, 2011) 
 
Privación de libertad arbitraria corresponde a los actos de particulares, agentes de 
autoridad y de autoridades por los que se priva de libertad a una persona sin ningún 
fundamento, como en el caso de un arresto al padre por un presunto delito cometido 
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por el hijo que es un niño. También ocurre una privación de libertad arbitraria cuando 
habiendo sido sometida la persona a una orden legal y lícita de privación de libertad 
ésta ha perdido su razón de ser como cuando la orden de privación de libertad ha sido 
revocada sin que la persona sea liberada, o cuando ha cumplido la pena privativa de 
libertad y no ha sido puesta en libertad, o habiendo caducado la prisión no es liberada. 
En este grupo de casos se encuentra el ingreso de adictos a lugares de desintoxicación 
y de rehabilitación en contra de su voluntad, por pedido de terceros, también están los 
casos de enfermos a quienes no se los permite egresar de clínicas por falta de pago, el 
de niños y de adolescentes en internados privados por mal comportamiento y sin su 
consentimiento, el de adultos mayores en asilos sin su consentimiento. (Alvarado Ibarra 
& Robalino Villafuerte, Privación de livertad Arbitratria, 2011) 
 
Privación de libertad ilegítima corresponde a los actos de particulares, agentes de la 
autoridad por los que se priva de libertad a una persona contrariando sus derechos 
constitucionales, como en el caso de un arresto violando el domicilio de un tercero en 
que se encuentra la persona arrestada. Una orden legítima de privación de libertad 
puede convertirse en ilegítima cuando existiendo alternativas a ella se las niega por 
formalismos jurídicos que choca con derechos constitucionales como cuando el juez 
niega caución porque el procesado es reincidente o el juez niega la sustitución de la 
prisión porque se trata de un delito sexual, y en ambos casos el Código de 
procedimiento penal prohíbe o bien la caución o bien sustitución. En el caso de 
privación de ilegítima de libertad se comprende el caso de las mujeres embarazadas a 
quienes no se les concede arresto domiciliario porque no tienen lugar donde 
permanecer vigilada por la Policía. (Alvarado Ibarra & Robalino Villafuerte, 2011) 
 
Siguiendo los lineamientos de nuestra Constitución la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional, manifiesta cuales son los objetivos de la Acción de Hábeas Corpus tal cual 
manda nuestra carta magna: 
 
“Artículo 43.- Objeto.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto proteger la 
libertad, la vida, la integridad física y otros derechos conexos de la persona privada o 
restringida de libertad, por autoridad pública o por cualquier persona, tales como: 
 
1. A no ser privada de la libertad en forma ilegal, arbitraria o ilegítima, protección que 
incluye la garantía de que la detención se haga siempre por mandato escrito y 
motivado de juez competente, a excepción de los casos de flagrancia; 
 
2. A no ser exiliada forzosamente, desterrada o expatriada del territorio nacional; 
 
3. A no ser desaparecida forzosamente; 
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4. A no ser torturada, tratada en forma cruel, inhumana o degradante; 
 
5. A que, en caso de ser una persona extranjera, incluso antes de haber solicitado 
refugio o asilo político, no ser expulsada y devuelta al país donde teme persecución o 
donde peligre su vida, su libertad, su integridad y su seguridad; 
 
6. A no ser detenida por deudas, excepto en el caso de pensiones alimenticias; 
 
7. A la inmediata excarcelación de la persona procesada o condenada, cuya libertad 
haya sido ordenada por una jueza o juez; 
 
8. A la inmediata excarcelación de la persona procesada cuando haya caducado la 
prisión preventiva por haber transcurrido seis meses en los delitos sancionados con 
prisión y de un año en los delitos sancionados con reclusión; 
 
9. A no ser incomunicada, o sometida a tratamientos vejatorios de su dignidad humana; 
 
10. A ser puesta a disposición del juez o tribunal competente inmediatamente y no más 
tarde de las veinticuatro horas siguientes a su detención.” 
 
Además nuestra Constitución, protege a través de la Acción de Hábeas Corpus el derecho a la vida 
y la integridad física de las personas que se encontraren privadas de libertad ya que en ocasiones se 
han escuchado desapariciones de persona en manos de miembros de la Fuerza Pública. 
 
Corresponde a muertes y desapariciones de personas en poder de miembros policiales, 
en Ecuador han sido conocidos varios de éstos casos, bien sea por supuestos delitos 
flagrantes, por resistencia al arresto, por fuga, al extremo que el Código de ejecución 
de penas establece como causa de justificación la utilización de armas de fuego en 
contra de quien fuga del establecimiento carcelario. (Alvarado Ibarra & Robalino 
Villafuerte, 2011) 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, es muy clara en cuanto a 
la tortura y desaparición forzada y trata de evitar las desapariciones de las personas que han estado 
en manos de los Funcionarios de la fuerza Pública. 
 
“Artículo 46.- Desaparición Forzada.- Cuando se desconozca el lugar de la privación 
de libertad y existan indicios sobre la intervención de alguna servidora o servidor 
público, o cualquier otro agente del Estado, o de personas que actúen con su 
autorización, apoyo o aquiescencia, la jueza o juez deberá convocar a audiencia al 
máximo representante de la Policía Nacional y a la ministra o ministro competente. 
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Después de escucharlos, se adoptarán las medidas necesarias para ubicar a la persona 
y a los responsables de la privación de libertad.” 
 
El procedimiento señala que se realizará la audiencia en la Acción de Hábeas Corpus, en las 
siguientes veinte y cuatro horas de haber sido presentado la Acción “La jueza o juez ordenará la 
comparecencia de la persona privada de libertad, de la autoridad a cuya orden se encuentre la persona 
detenida, de la defensora o defensor público y de quien la haya dispuesto o provocado, según el caso. De ser 
necesario, la audiencia se realizará en el lugar donde ocurra la privación de libertad. 
 
El Artículo 44, de Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, nos habla 
del trámite que se tiene que seguir para la interposición de la Acción Hábeas Corpus: 
 
“Artículo 44.- Trámite.- La acción de hábeas corpus, en lo que no fueren aplicables 
las normas generales, seguirá el siguiente trámite: 
 
1. La acción puede ser interpuesta ante cualquier jueza o juez del lugar donde se 
presuma está privada de libertad la persona. Cuando se desconozca el lugar de 
privación de libertad, se podrá presentar la acción ante la jueza o juez del domicilio del 
accionante. Cuando la orden de privación de la libertad haya sido dispuesta en un 
proceso penal, la acción se interpondrá ante la Corte Provincial de Justicia; de haber 
más de una sala, se sorteará entre ellas. 
 
2. Dentro de las veinticuatro horas siguientes a la presentación de la acción, la jueza o 
juez dirigirá y realizará la audiencia, en la que se deberán presentar las justificaciones 
de hecho y de derecho que sustentan la medida privativa de libertad. La jueza o juez 
deberá ordenar la comparecencia de la persona privada de la libertad y de la 
autoridad a cuya orden se encuentre la persona y la defensora o defensor público. De 
considerarlo necesario la jueza o juez, la audiencia se realizará en el lugar donde 
ocurre la privación de la libertad. 
 
3. La jueza o juez dictará sentencia en la audiencia y, dentro de las veinticuatro horas 
después de finalizada, notificará la resolución por escrito a las partes. 
 
4. Procede la apelación de conformidad con las normas comunes a las garantías 
jurisdiccionales. Cuando la privación haya sido dispuesta en la Corte Provincial de 
Justicia, se apelará ante la Presidenta o Presidente de la Corte Nacional; y, cuando 
hubiere sido dispuesta por la Corte Nacional de Justicia, se apelará ante cualquier otra 




“Artículo 45.- Reglas de aplicación.- Las juezas y jueces observarán las siguientes 
reglas: 
 
1. En caso de verificarse cualquier forma de tortura se dispondrá la libertad de la 
víctima, su atención integral y especializada, y la imposición de medidas alternativas a 
la privación de la libertad. 
 
2. En caso de privación ilegítima o arbitraria, la jueza o juez declarará la violación del 
derecho, dispondrá la inmediata libertad y la reparación integral. La privación 
arbitraria o ilegítima se presumirá en los siguientes casos: 
 
a) Cuando la persona no fuere presentada a la audiencia. 
 
b) Cuando no se exhiba la orden de privación de libertad. 
 
c) Cuando la orden de privación de libertad no cumpla los requisitos legales o 
constitucionales. 
 
d) Cuando se hubiere incurrido en vicios de procedimiento en la privación de libertad. 
 
e) En los casos en que la privación de la libertad es llevada a cabo por particulares, 
cuando no se justifique la privación de libertad. 
 
3. La orden judicial que dispone la libertad será obedecida inmediatamente por los 
encargados del lugar de la privación de libertad, sin que sea admisible ningún tipo de 
observación o excusa. 
 
4. En cualquier parte del proceso, la jueza o juez puede adoptar todas las medidas que 
considere necesarias para garantizar la libertad y la integridad de la persona privada 




De lo que manifiesta la Constitución de la República del Ecuador, puedo indicar que es un avance 
porque le da la facultad de conocer le Acción de Hábeas Corpus a los Jueces de la jurisdicción 
donde se encuentre la persona privada de su libertad, ya que jurídicamente son las autoridades 




La Acción de Hábeas Corpus protege el derecho a la libertad y la integridad física de las personas 
privadas de libertad, además que ahora con este nuevo marco legal también podemos interponer la 
Acción en contra de personas particulares que violen el derecho de libertad.  
Con los antecedentes expuestos he concluido con las tres fases de la Historia del Hábeas Corpus en 
el Ecuador, el siguiente tema a tratar es los Fines del Hábeas Corpus. 
 
1. 3. Fines del Hábeas Corpus. 
 
El Hábeas Corpus lleva implícito cuatro fines doctrinariamente: 
 
 Preventivo: En virtud del cual toda persona en trance inminente de ser privada ilegalmente 
de su libertad física, podrá recabar el examen de la legitimidad de las circunstancias que, a 
criterio del afectado, amenacen su libertad, así como una orden de cesación de dichas 
restricciones. 
 Reparador: En virtud del cual toda persona que se hallase ilegalmente privada de libertad 
puede recabar la rectificación de las circunstancias del caso. El Juez determinará en su caso 
la libertad del detenido. 
 Genérico: En virtud del cual se podrán demandar la rectificación de las circunstancias que, 
no estando contemplados en los dos casos anteriores, restrinjan la libertad o amenacen la 
seguridad personal. 
 Precautelador: En virtud de salvaguardar la integridad física en los casos que el detenido 
presente agresiones físicas o se encuentra en grave riesgo su integridad física. 
 
Nos queda claro que toda persona en trance inminente de ser privada ilegalmente de su libertad 
debe acogerse al recurso de Hábeas Corpus el cual lleva implícito cuatro fines doctrinarios 
Preventivo, Reparador, Genérico y Precautelador. 
Continuaremos con el siguiente y último punto de este Capítulo, que es las Características Hábeas 
Corpus. 
 
1. 4. Características del Hábeas Corpus. 
 
La institución de Hábeas Corpus puede establecerse características como: 
 
 La agilidad, que se consigue instituyendo un procedimiento judicial sumario (entiéndase 
como sustancialmente acelerado y extraordinariamente rápido), de un máximo de 48 horas 
desde el conocimiento de la causa. 
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 La sencillez y carencia de formalismos, que se manifiesta en la posibilidad de incoación 
mediante la presentación de la acción incluso por parte de terceras personas. Se pretende 
así evitar dilaciones indebidas y permitir que accedan a este proceso todos los ciudadanos, 
con independencia de su nivel de conocimiento de sus derechos y de sus medios 
económicos. 
 La generalidad, que implica por un lado el control judicial de la legalidad de la detención 
de las personas, sea cual fuere el particular o agente de la autoridad que la haya llevado a 
cabo, sin que quepa en este sentido excepción de ningún género.  
 La pretensión de universalidad, de manera que alcanza no sólo a los supuestos de 
detención ilegal (sino también a las detenciones que ajustándose originalmente a la 
legalidad, se mantienen o prolongan ilegalmente o tienen lugar en condiciones ilegales. 
 Control de la constitucionalidad, al mantener un efectivo control la juricidad queda la 
norma vigente y aplicable, caso contrario quedaría en letra muerta. 
 Acción judicial, a partir de 2008 paso del conocimiento de los Alcaldes a conocimiento de 
la Función Judicial a través de los jueces o de las salas, la que puede ser presentada 
cualquier día. 
 
Con estos aportes he concluido el primer capítulo de este trabajo de investigación donde he tratado 
temas como la definición del Hábeas Corpus, la Libertad, los derechos humanos de primera, 
segunda y tercera generación, la historia del Hábeas Corpus en el Ecuador, dividido en tres fases 
para una mejor comprensión de este trabajo de investigación, los fines del Hábeas Corpus, y las 
Características del Hábeas Corpus, además he dejado sentado mis criterios personales de todos y 
cada uno de los tópicos aquí tratados. 
 












El segundo capítulo de este trabajo de investigación trataremos los temas como  los Elementos, las 
Limitaciones y los Principios del Hábeas Corpus, culminando con el tema de la Tutela Judicial 
Efectiva, en el presente capítulo me permitiré poner a vuestra consideración diferentes fallos de la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos referentes al tema que es materia de este trabajo de 
investigación, además, pondré en consideración la normativa de la Convención Americana de los 
Derechos Humanos, Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos igualmente pondré a 
consideración el articulado de la normativa referente al Hábeas Corpus, a continuación me permito 
entrar en materia. 
 
2. 1. Elementos del Hábeas Corpus. 
 
Determinado el concepto doctrinario, el cual de forma íntegra nos revela un panorama jurídico y 
taxativo, podemos extraer elementos que integran al Hábeas Corpus; de conformidad con lo que 
prescribe el Artículo 86, numeral 2, literal c, de la Constitución de la República, donde nos indica 
que las Garantías jurisdiccionales serán presentadas oralmente o por escrito, sin formalidades y sin 
necesidad de citar la norma infringida, esta norma es de aplicación inmediata cuando una persona 
se encuentre ilegalmente o arbitrariamente  detenida, por este motivo me atrevo a señalar elementos 
a falta de desarrollo Constitucional en este campo, elaborados bajo el criterio dogmático 
pragmático los cuales responden a la teoría del conocimiento lógico -subjetivo: fundamentales y 




Como su expresión taxativa se refiere “fundamental”, el diccionario de la Real Academia de la 
lengua Española lo define como: 
 




Término escogido para indicar que nos encontramos bajo un hecho real y que en el marco positivo 
ecuatoriano protege el bien vulnerado que lo recoge en su artículo 89 y 90 de la Constitución de la 
República del Ecuador vigente que se encuentra tutelado por el Hábeas Corpus (proteger la vida y 
la integridad física de las personas privadas de libertad para evitar torturas, tratos inhumanos, 
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crueles o degradantes), los cuales deben estar presentes, Conditio sine qua non se presentaría este 
supuesto, o caso contrario se podría encontrar bajo otra/s figura/s jurídica/s, cabe señalar que la 
protección del derecho de libertad a través del Hábeas Corpus puede estar vinculada en otra figura 
jurídica penal que nació y se mantiene a la par en la actualidad y que será el estudiante de derecho, 
profesional, Juez quien deberá dar la mejor valoración jurídica en base al conocimiento doctrinario, 
jurídico y por su experiencia, tal es el caso del Amparo de Libertad establecido en el artículo 422 
del Código de Procedimiento Penal. 
 
A primera impresión tenemos como elementos fundamentales a: 
 
Sujeto vulnerado su derecho fundamental. 
 
Persona vulnerada en su derecho fundamental de libertad. 
 
Norma Macro que protege el bien libertad. 
 
Los Tratados Internacional (Convención Americana de los Derechos Humanos, Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos, entre otros), de los cuáles el Ecuador es signatario, constitucional y 
orgánico de garantías jurisdiccionales enmarca en un cuadro conceptual por la vulneración de 
derechos fundamentales concerniente al Hábeas Corpus violentados los cuales pormenorizaré a 
continuación: el estado privativo de libertad, la integridad física en tanto que el orgánico añade 
como bien protegido a la vida y otros derechos conexos. 
 
Privativo de libertad. 
 
Respecto de los derechos protegidos en el Ecuador es sin duda un axioma el derecho a la libertad 
física el segundo en prioridad por su connotación y evolución histórica, últimamente a finales del 
siglo XX y primeros del siglo XXI diversificándose, ya que el primero es sin duda el derecho a la 




El concepto de vida puede ser definido desde diversos enfoques. La noción más habitual está 
vinculada a la biología, que sostiene que la vida es la capacidad de nacer, crecer, reproducirse y 
morir. En este sentido, la vida es aquello que distingue a hombres, animales y plantas, por ejemplo, 




La vida también es el estado de actividad de los seres orgánicos y la fuerza interna que permite 
obrar a aquel que la posee. Otra forma de interpretar la vida está vinculada a la capacidad de un ser 
físico de administrar sus recursos internos para adaptarse a los cambios que se producen en su 
medio. 
 
Vida.- (Del lat. vita). 
 
1. f. Fuerza o actividad interna sustancial, mediante la que obra el ser que la posee. 
 
2. f. Estado de actividad de los seres orgánicos. (Diccionaario de la Real Academia, 2014) 
 
Tal es así que los principales tratados de Derechos Humanos lo recogen, como es el caso de la 
Declaración de los Derechos Humanos (Asamblea General, 1948) 
 
“Artículo 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su persona.” 
 
En la Convención Americana de los Derechos Humanos (Convención Americana, 1969) nos 
clarifica el panorama estableciendo incluso los derechos que pueden ser suspendidos en caso de 
emergencia, lo cual fue motivo de consulta de parte de gobiernos como la República Oriental del 
Uruguay en la opinión consultiva 9/87 que se analizará al final del trabajo del presente trabajo: 
 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, Artículo 4º, sobre el Derecho a la Vida, nos 
manifiesta claramente que todas las personas tenemos derecho a la vida: 
 
“Artículo 4.  Derecho a la Vida. 
 
1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.  Este derecho estará protegido 
por la ley y, en general, a partir del momento de la concepción.  Nadie puede ser 
privado de la vida arbitrariamente. 
 
2. En los países que no han abolido la pena de muerte, ésta sólo podrá imponerse por 
los delitos más graves, en cumplimiento de sentencia ejecutoriada de tribunal 
competente y de conformidad con una ley que establezca tal pena, dictada con 
anterioridad a la comisión del delito. Tampoco se extenderá su aplicación a delitos a 
los cuales no se la aplique actualmente. 
 




4. En ningún caso se puede aplicar la pena de muerte por delitos políticos ni comunes 
conexos con los políticos. 
 
5. No se impondrá la pena de muerte a personas que, en el momento de la comisión del 
delito, tuvieren menos de dieciocho años de edad o más de setenta, ni se le aplicará a 
las mujeres en estado de gravidez. 
 
6. Toda persona condenada a muerte tiene derecho a solicitar la amnistía, el indulto o 
la conmutación de la pena, los cuales podrán ser concedidos en todos los casos. No se 
puede aplicar la pena de muerte mientras la solicitud esté pendiente de decisión ante 
autoridad competente.” 
 




Al terminar la segunda guerra mundial se promulga la declaración de los Derechos Humanos en 
1948, como medida para evitar una nueva confrontación de alcances mundiales como la precedente 
y sobre resaltar la tendencia mundial en proteger y salvaguardar los derechos inherentes al ser 
humano como es la libertad. 
 
El Capítulo IV, que trata la Suspensión de Garantías, Interpretación y Aplicación, de la Convención 




Suspensión de Garantías: 
  
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 
independencia o seguridad del Estado parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en 
la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, 
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales 
disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el 
derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de 
raza, color, sexo, idioma, religión u origen social. 
 
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en 




3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 
4 (Derecho a la Vida); 
5 (Derecho a la Integridad Personal); 
6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 
9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 
12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 
17 (Protección a la Familia); 
18 (Derecho al Nombre); 
19 (Derechos del Niño); 
20 (Derecho a la Nacionalidad); y, 
23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos. 
 
3. Todo Estado parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto 
del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las 
disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la 
suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión. 
 
 Motivo de consulta por parte de estados miembros de la Convención de Derechos Humanos en el 
sentido que si un estado que no hubiere legislado sobre la pena capital y a partir de la suscripción 
de estos acuerdos donde norma dicha sanción es posible aplicar la pena capital en la opinión 
consultiva oct.-3/83 del 8 de setiembre de 1983, donde se plantean dos preguntas: 
 
1. ¿Puede un Gobierno aplicar la pena de muerte a delitos para los cuales no estuviese 
contemplada dicha pena en su legislación interna, al momento de entrar en vigor para 
ese Estado la Convención Americana sobre Derechos Humanos? 
 
2. ¿Puede un Gobierno, sobre la base de una reserva hecha al momento de la 
ratificación al artículo 4, inciso 4 de la Convención, legislar con posterioridad a la 
entrada en vigor de la Convención imponiendo la pena de muerte a delitos que no 
tenían esa sanción cuando se efectuó la ratificación? 
 
Analizada la consulta y realizado el proceso acorde a este tipo de consultas para la 
Corte Interamericana de Derechos Humanos, bajo la presidencia de PEDRO NIKKEN 






Que la Convención prohíbe absolutamente la extensión de la pena de muerte y 
que, en consecuencia, no puede el Gobierno de un Estado Parte aplicar la pena de 





Que una reserva limitada por su propio texto al artículo 4.4 de la Convención, 
no permite al Gobierno de un Estado Parte legislar con posterioridad para extender la 
aplicación de la pena de muerte respecto de delitos para los cuales no estaba 
contemplada anteriormente. 
 
Un dato excepcionalmente importante en el desarrollo de las garantías fundamentales 
de las personas, igualdad jurídica contra el estado de su forma abstracta es 
precisamente la opinión consultiva oct - 3/83 del 8 de septiembre de 1983, en la que 
bajo la presidencia de Pedro Nikken, en la cual se consulta si un Estado puede legislar 
en el sentido de imponer pena de muerte posterior a la suscripción del convenio o 
cuando no se hubiere legislado internamente en este sentido, la cual de forma precisa 
se ha valorado y se ha dispuesto que la norma internacional debe ser observada y por 
lo tanto ningún miembro del convenio podrá legislar o imponer con posterioridad pena 




Los Estados una vez que hayan suscrito un tratado internacional, no creo que pueden consultar si se 
puede interponer una pena que va en contra del tratado que acaba de suscribir, sino que debe 
procurar a que exista seguridad jurídica para sus ciudadanos y brindar todas y cada una de las 
garantías que le beneficien a sus compatriotas y para esto dictara las leyes que creyera necesarias 
para el cumplimiento de los derechos humanos. 
 
En cuanto el Pacto de Internacional de Derechos Civiles y Políticos nos expresa, en su Artículo 6, 




1. El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará 




2. En los países en que no hayan abolido la pena capital sólo podrá imponerse la pena 
de muerte por los más graves delitos y de conformidad con leyes que estén en vigor en 
el momento de cometerse el delito y que no sean contrarias a las disposiciones del 
presente Pacto ni a la Convención para la Prevención y Sanción del Delito de 
Genocidio. Esta pena sólo podrá imponerse en cumplimiento de sentencia definitiva de 
un tribunal competente. 
 
3. Cuando la privación de la vida constituya delito de genocidio se tendrá entendido 
que nada de lo dispuesto en este artículo excusará en modo alguno a los Estados Partes 
del cumplimiento de ninguna de las obligaciones asumidas en virtud de las 
disposiciones de la Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de 
Genocidio. 
 
4. Toda persona condenada a muerte tendrá derecho a solicitar el indulto o la 
conmutación de la pena de muerte. La amnistía, el indulto o la conmutación de la 
pena capital podrán ser concedidos en todos los casos. 
 
5. No se impondrá la pena de muerte por delitos cometidos por personas de menos de 
18 años de edad, ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravidez. 
 
6. Ninguna disposición de este artículo podrá ser invocada por un Estado Parte en el 




Al cabo de la suscripción de la Declaración de los Derechos Humanos en 1948 a nivel regional se 
tomó la acertada decisión de continuar con el principio unificador e integracionista a nivel 
americano y en el cual se decidió dilucidar con mayores precisiones sobre la protección al derecho 
de la vida, en la cual se incorporó nuevos verbos rectores y nuevas figuras que no fueron lo 
suficientemente fortalecidos en el Pacto de Roma, lo notable es el horizonte jurídico sobre pena 
capital a nivel americano. 
 
En el Convenio, para la Protección de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, 
en Título I, que nos habla sobre los Derechos y libertades, de modo preciso nos indica el derecho a 
la vida: 
 
“Artículo 2. Derecho a la vida. 
 
1. El derecho de toda persona a la vida está protegido por la Ley. Nadie podrá ser 
privado de su vida intencionadamente, salvo en ejecución de una condena que 
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imponga pena capital dictada por un tribunal al reo de un delito para el que la ley 
establece esa pena. 
 
2. La muerte no se considerará infligida con infracción del presente artículo cuando se 
produzca como consecuencia de un recurso a la fuerza que sea absolutamente 
necesario: 
 
a) En defensa de una persona contra una agresión ilegítima. 
 
b) Para detener a una persona conforme a derecho o para impedir la evasión de un 
preso o detenido legalmente. 
 




Si logramos entrever en su fondo el Pacto de Roma que estableció las formas en las que ocasionar 
muerte es justificable y por tanto se permitiría si cumple con algún supuesto, notablemente se 
observa un gran avance desde el punto de vista jurídico ya que si bien la Declaración Universal de 
Derechos Humanos mantuvo el axioma de la vida sobre todas sus formas el Pacto de Roma 
programática estableció un avance al notar que la muerte se la puede ocasionar de forma 
involuntaria o voluntaria, la muerte de una persona solo se la puede admitir cunando es de manera 
natural y no porque un Estado a manera de sanción se la quite, para lo cual los estados deben 
garantizar a sus ciudadanos el derecho a la vida y crear leyes para sancionar de otra manera a las 
personas que comentan infracciones de tipo penal y no sancionar con la pena capital. 
 
En la Constitución la República del Ecuador de 2008, en el Capítulo Sexto, donde se tratan los 
Derechos de Libertad, en su Artículo 66, numeral 1, expresamente prohíbe la pena capital por lo 
que en ningún caso dentro del territorio ecuatoriano se podrá imponer pena de muerte o capital: 
 
“Artículo 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte.” 
 
La libertad es el segundo bien jurídico más preciado de una persona, nadie puede impedir 
arbitrariamente y sin fórmula de juicio la libertad física de una persona, su afectación o limitación 
por la acción y efecto de detener a un individuo en un lugar e impedir realizar todas las actividades 
propias de la persona dentro de la sociedad en micro dentro de la familia, entendiéndose esta por 
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encarcelamiento, limitación de movilidad en espacios cerrados, limitación de movilidad en 
espacios abiertos con vigilancia para evitar una eventual distanciamiento del lugar, hacinamiento, 
desterramiento, elemento que lo encontramos de forma taxativa en el artículo 89 de la Constitución 
“……..recuperar la libertad  de quien se encuentre privado de ella”. 
Criterio personal: 
 
Como se observa dentro del Estado ecuatoriano desde el siglo pasado se eliminó la pena capital ya 
que en los albores del Ecuador se imponía la pena de muerte a ciertos delitos generalmente contra 
el Estado y en justica militar, otro dato importante es la capacidad que se les dio a grupos 
uniformados como el caso de los grupos SIC - 10, de quienes se presume tuvieron capacidad para 
desaparecer personas y darles muerte sin siquiera poderse defender o con alguna fórmula de juicio, 
tal como lo ha manifestado en su informe la comisión de la verdad y por diferentes reportajes de 
noticias que podemos apreciar diariamente. 
 
Se deberá definir a la libertad con el objeto de desmenuzar y categorizar el tema y conformar 
elementos doctrinarios que nos permitan un conocimiento preciso y actual sobre la libertad, así 
mismo se iniciara por la carga internacional y luego interna - nacional: 
 
“Convengamos en que la libertad es el antecedente de la justicia y que la justicia es contenido de derecho y 
habremos hecho un buen convenio”. (Echeverría E. , 1961) 
 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos por sus siglas CIDH dentro del Caso Chaparro 
Álvarez y Lapo Iñiguez vs. Ecuador, en sentencia de 21 de noviembre de 2007, Serie C, N.-170, 
define a la libertad así: “En sentido amplio la libertad sería la capacidad de hacer y no hacer todo lo 
que esté lícitamente permitido. En otras palabras, constituye el derecho de toda persona de 
organizar, con arreglo a la ley, su vida individual y social conforme a sus propias opciones y 
convicciones… La libertad, definida así, es un derecho humano básico, propio de los atributos de la 
persona, que se proyecta en toda la Convención Americana.” Continua manifestando la Corte que 
“…este derecho puede ejercerse de múltiples formas, y lo que la Convención Americana regula son 
los límites o restricciones que el Estado puede realizar. Es así como se explica que el artículo 7.1. 
consagre en términos generales el derecho a la libertad y seguridad y los demás numerales se 
encarguen de las diversas garantías que deben darse a la hora de privar a alguien de su libertad. De 
ahí también se explica que la forma en que la legislación interna afecta al derecho a la libertad es 
característicamente negativa, cuando permite que se prive o restrinja la libertad. Siendo, por ello, la 




La Corte Interamericana de Derechos Humanos que nos entrega una de las definiciones actuales 
con la mayor relevancia para el presente trabajo al ligar de forma objetiva la doctrina 
jurisprudencial. 
 
En la Declaración Universal de Derechos Humanos en sus Artículos, 1, 2, 3, 9 y 13, también nos 
manifiesta muy claramente el derecho a la vida: 
“Artículo 1.- Todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y, 
dotados como están de razón y conciencia, deben comportarse fraternalmente los unos 




1. Toda persona tiene los derechos y libertades proclamados en esta Declaración, sin 
distinción alguna de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de cualquier 
otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra 
condición. 
 
Artículo 3.- Todo individuo tiene derecho a la vida, a la libertad y a la seguridad de su 
persona”, 
 




“1. Toda persona tiene derecho a circular libremente y a elegir su residencia en el 
territorio de un Estado. 
 
2. Toda persona tiene derecho a salir de cualquier país, incluso el propio, y a regresar 
a su país.”  
 
Dentro de la Convención Americana sobre derechos Humanos, en el Capítulo II, que nos habla 
sobre los Derechos Civiles y Políticos, en su Artículo 5, donde menciona el Derecho a la 
Integridad, Personal y Artículo 7, que trata el Derecho a la Libertad Personal, nos indica el derecho 
a la libertad: 
 
“Artículo 5.  Derecho a la Integridad Personal. 
 




2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. 
 
Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la dignidad 
inherente al ser humano. 
 
3. La pena no puede trascender de la persona del delincuente. 
 
4. Los procesados deben estar separados de los condenados, salvo en circunstancias 
excepcionales, y serán sometidos a un tratamiento adecuado a su condición de 
personas no condenadas. 
 
5. Cuando los menores puedan ser procesados, deben ser separados de los adultos y 
llevados ante tribunales especializados, con la mayor celeridad posible, para su 
tratamiento. 
 
6. Las penas privativas de la libertad tendrán como finalidad esencial la reforma y 
la readaptación social de los condenados. 
 
“Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal. 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes 
o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
 
3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 
 
4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención 
y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. 
 
5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro 
funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y tendrá derecho a 
ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de 
que continúe el proceso.  Su libertad podrá estar condicionada a garantías que 
aseguren su comparecencia en el juicio. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 
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detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los 
Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser 
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de 
que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios.” 
Criterio personal: 
 
De forma íntegra la Declaración Universal de Derechos Humanos ha desarrollado sobre la libertad 
desde su punto de inicio para la protección de este derecho, sus formas y hasta sus limitaciones 
siendo una de ellas la mora en el pago de pensiones alimenticias. 
 
La libertad luego del derecho a la vida es el matiz de los artículos precedentes de lo que podemos 
colegir la importancia en las concepciones a nivel mundial lo cual ha seguido el avance con las 
diferentes tendencias, lamentablemente Estados Unidos de Norteamérica no ha suscrito dicha 
declaración lo que impide un avance y pasar a otro nivel y dejar el colonialismo e imperialismo 
característicos de algunas naciones, ya que de esta manera no existe armonía entre lo que se 
suscribe y lo que se legisla en cada País, esto que sucede en los Estados Unidos tal vez no nos 
afecte en nada pero también es cierto que si queremos dar ejemplos tenemos que servir de ejemplo, 
a esto también se debe mencionar que este país se ha negado a la suscripción del Pacto de Kioto 
sobre el cambio climático. 
 
La libertad es un concepto que hace referencia a muchos aspectos de la vida humana. 
Comúnmente se le define como aquella facultad natural que posee el ser humano de 
poder obrar según su propia voluntad. También es posible comprender la libertad como 
aquel estado en el que el hombre no está siendo esclavizado ni preso por otro. Se trata 
de un concepto que hace alusión a aquellos aspectos relacionados con la 
independencia, con la licencia para realizar aquello que se estime adecuado o 
conveniente. 
 
Etimológicamente la palabra viene del latín “liber”, lo que se interpreta como 
"persona cuyo espíritu de procreación se encuentra activo", esto derivado del 
significado que tiene la incorporación del hombre a la sociedad al alcanzar su madurez 
sexual, para que comience a asumir responsabilidades. Si bien este dato aporta luces 
sobre el origen de la palabra, no satisface como explicación de este importante valor 




Del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
 
en sus Artículos 9, 11 y 12 tenemos lo 




1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser 
sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 
salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 
 
2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las 
razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 
 
3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora 
ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y 
tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La 
prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, 
pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del 
acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento de las diligencias procesales y, en su 
caso, para la ejecución del fallo. 
 
4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá 
derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible 
sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 
 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo 









1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tendrá derecho a 
circular libremente por él y a escoger libremente en él su residencia. 
 





Del Convenio para la Protección de los Derechos Humanos y de la Libertades fundamentales, 
tenemos lo siguiente sobre el derecho a la libertad: 
 
“Artículo 5. Derecho a la libertad y a la seguridad. 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado 
de su libertad, salvo en los casos siguientes y con arreglo al procedimiento establecido 





A nivel internacional se ha incluido por una inclinación jurídica normativa principalmente a la 
defensa de la libertad y separándola de la vida, en lo personal esta separación es pragmática y 
cumple mejor al determinar con mayor precisión a la libertad incluso proponiendo derecho de las 
personas apresadas, así como su seguridad. 
 
Tanto en cuanto que a nivel constitucional se lo ha tomado desde una óptica de circulación y libre 
movimiento al derecho de libertad recordando que lo mediático en el momento de realización fue la 
afectación de la prisión preventiva y movilidad humana, tenemos en los Artículos siguientes la 
normativa: 
 
“Artículo 51.- Se reconoce a las personas privadas de la libertad los siguientes 
derechos: 
 
1. No ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria. 
 
2. La comunicación y visita de sus familiares y profesionales del derecho. 
 
3. Declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido durante la 
privación de la libertad. 
 
4. Contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su salud 
integral en los centros de privación de libertad. 
 
5. La atención de sus necesidades educativas, laborales, productivas, culturales, 




6. Recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de las mujeres 
embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, 
enfermas o con discapacidad. 
 
7. Contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas con 
discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia. 
 
Recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de las mujeres 
embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, 
enfermas o con discapacidad.” 
 
“Artículo 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
Los derechos de libertad también incluyen: 
 
El reconocimiento de que todas las personas nacen libres. 
 
La prohibición de la esclavitud, la explotación, la servidumbre y el tráfico y la trata de 
seres humanos en todas sus formas. El Estado adoptará medidas de prevención y 
erradicación de la trata de personas, y de protección y reinserción social de las 
víctimas de la trata y de otras formas de violación de la libertad. 
 
Que ninguna persona pueda ser privada de su libertad por deudas, costas, multas, 
tributos, ni otras obligaciones, excepto el caso de pensiones alimenticias. 
 
Que ninguna persona pueda ser obligada a hacer algo prohibido o a dejar de hacer 




Esta libertad es la que tenemos todas las personas de transitar por todo el territorio de un Estado o 
de fijar su domicilio en una localidad determinada, con las responsabilidades que esto implica para 
todas y cada una de las personas sean estas nacionales o extranjeras, tal como lo prescribe los 
numerales uno, dos, tres y cuatro del Artículo 22, de la Convención Americana de Derechos 
Humanos y el numeral 14, del Artículo 66, de nuestra Constitución de la República: 
 





Derecho de Circulación y de Residencia 
 
1. Toda persona que se halle legalmente en el territorio de un Estado tiene derecho a 
circular por el mismo y, a residir en él con sujeción a las disposiciones legales. 
 
2. Toda persona tiene derecho a salir libremente de cualquier país, inclusive del propio. 
 
3. El ejercicio de los derechos anteriores no puede ser restringido sino en virtud de una 
ley, en la medida indispensable en una sociedad democrática, para prevenir 
infracciones penales o para proteger la seguridad nacional, la seguridad o el orden 
públicos, la moral o la salud públicas o los derechos y libertades de los demás. 
 
4. El ejercicio de los derechos reconocidos en el inciso 1 puede asimismo ser 
restringido por la ley, en zonas determinadas, por razones de interés público. 
 
Constitución de la República del Ecuador: 
 
Capítulo sexto Derechos de libertad 
 
Artículo 66.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
 
14. EI derecho a transitar libremente por el territorio nacional y a escoger su 
residencia, así como a entrar y salir libremente del país, cuyo ejercicio se regulará de 
acuerdo con la ley. La prohibición de salir del país sólo podrá ser ordenada por juez 
competente. 
 
Las personas extranjeras no podrán ser devueltas o expulsadas a un país donde su vida, 
libertad, seguridad o integridad o la de sus familiares peligren por causa de su etnia, 
religión, nacionalidad, ideología, pertenencia a determinado grupo social, o por sus 
opiniones políticas. 
 





Del nivel interno - nacional se aprecia una tendencia Neo constitucionalista, lo que permite un 
mayor alcance jurídico que al integrarse con normas orgánicas y reglamentos permiten la ejecución 




El neoconstitucionalismo o constitucionalismo contemporáneo es la forma como hoy 
se alude a los distintos aspectos que caracterizan nuestra cultura jurídica, el autor 
español Sastre Ariza lo denomina constitucionalismo avanzado o constitucionalismo 
de derechos; según el profesor Eduardo Jorge Prats con esos nombres se designa el 
nuevo modelo jurídico que representa el Estado constitucional de Derecho, tal como 
existe en gran parte de Europa y América desde los inicios del siglo XXI, sin 
embargo, el término más utilizado para referirse a ese nuevo modelo es 
neoconstitucionalismo. (Maura Alt., 2014) 
 
De lo anotado y del estudio realizado respecto de la libertad tanto a nivel internacional como 
nacional se encuentra la privación de las personas por alimentos o pensiones alimenticias sin 
pormenorizar el tema de montos o tiempos para estos quedando a la discrecionalidad y 
autodeterminación de cada país en precisar este punto. 
 




Existen en la normativa interna nacional supuestos en la que existe detención de la persona como 
privación de libertad sin sentencia que están en una especie de limbo jurídico que taxativamente 
contraviene a disposiciones internacionales como los tratados anteriormente anotados: Convención 
Americana sobre derecho Humanos y La Declaración Universal de los Derechos Humanos, 
exceptuando al Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su Artículo 9, clarifica el 
panorama: 
 





3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin 
demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones 
judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta 
en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe 
ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que 
aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier momento 




En cuanto a la detención preventiva o detención provisional como es conocida en otros países 
como argentina; en tanto en cuanto que la fragancia o flagrancia desconoce los tratados 
internacionales tanto: Convención Americana sobre derecho Humanos y La declaración Universal 
de los Derechos Humanos como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
 
Las penas privativas de libertad afectan individualmente en diversos grados y de diversas maneras 
del privado de libertad, actualmente consiste en recluirlo en una infraestructura especial en 
inmueble destinado para este objetivo, las penas privativas de libertad constituyen la piedra angular 
de los sistemas penales actuales que han atravesado figuras como la deportación, destierro, penas 
infamantes como penas corporales entre las que se tuvo como azotes, mutilación, marcas, 
utilización de vestimentas especiales. 
 
La prisión provisional o prisión preventiva es una medida cautelar de carácter personal que afecta 
el derecho de libertad personal durante un lapso más o menos prolongado, la cual sólo procederá 
cuando las demás medidas cautelares fueren insuficientes para asegurar los objetivos del 
procedimiento penal. 
 
Cuando se dicta la prisión provisional, el imputado o acusado de un delito es obligado a ingresar en prisión, 
durante la investigación criminal, hasta la celebración del juicio. (Wikipedia, 2014) 
 
El profesor Eugenio Raúl Zaffaroni sostuvo en el prólogo de la obra de 
Domínguez, Virgolini y Annicchiarico que: “la prisión preventiva es la 
expresión más clara de represión a la llamada criminalidad convencional, su 
descarada y hasta expresa función penal punitiva lleva a que el auto de prisión 
preventiva sea en nuestra realidad la sentencia condenatoria y la sentencia 
definitiva cumpla el papel de un recurso de revisión.” 
 
Asimismo Ferrajoli afirma “la prisión preventiva constituye una fase del 
proceso ordinario y es decidida por un juez. Así, en razón de sus presupuestos, 
de sus modalidades y de las dimensiones que ha adquirido, se ha convertido en 
el signo más evidente de la crisis de la jurisdiccionalidad, de la 
administrativización tendencial del proceso penal y, sobre todo, de su 
degeneración en un mecanismo directamente punitivo.” También sostiene que 
“La prisión preventiva obligatoria es verdaderamente una contradicción en sus 
términos. La prisión preventiva se justifica solamente en casos graves de 
peligro de falsificación de las pruebas o de fuga del imputado. Debería tratarse 
de una medida absolutamente excepcional y acotada. No debería ir más allá de 
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alguna semana. Pero naturalmente eso implica un costo, porque el imputado 
podría ser culpable. Pero la democracia implica ciertos peligros. Si la prisión 





La importancia del estudio de la Prisión Preventiva obedece a que su uso ha sido un problema 
histórico en nuestro país; esta ha sido una de las instituciones procesales que ha recibido una crítica 
muy intensa en la mayoría de las normativas procesales penales contemporáneas a lo largo y ancho 
del mundo. 
 
Bajo la óptica constitucional y legal ecuatoriana se contempla el derecho de todos a no ser privados 
de la libertad sino en la forma y en los casos previstos en la ley, sujetándose entre varios al 
principio de legalidad, principio de humanidad, principio de mínima intervención del estado, 
principio de maximización de la libertad ciudadana, y principalmente el principio de inocencia,  
con arreglo al sujeto pasivo , mediante la ley, el llamado a señalar las hipótesis en que tal privación 
es jurídicamente viable. 
 
El principio de legalidad o primacía de la ley es un principio fundamental conforme al 
cual todo ejercicio de un poder público debería realizarse acorde a la ley vigente y su 
jurisdicción y no a la voluntad de las personas. Si un Estado se atiene a dicho principio 
entonces las actuaciones de sus poderes estarían sometidas a la constitución o al 
imperio de la ley. (wikipedia, 2014) 
 
El principio de humanidad quiere decir que el ser humano debe ser tratado 
humanamente en toda circunstancia a través de la protección de vidas y aliviando el 
sufrimiento, al mismo tiempo que se asegura el respeto del individuo. Este es el 
principio fundamental de la respuesta humanitaria. (Pictet, 2014) 
 
Principio de mínima intervención del estado Este principio de “Justa - Penal”, 
también se denomina “PODER MÍNIMO DEL ESTADO”,  esto es, la  limitada 
intervención del Estado con su poder de coerción penal, para sancionar conductas 
antisociales de lesividad intolerables, en virtud de otro principio garantista y 
democrático, que hay derecho penal,  sólo se debe acudir, cuando  fallan las otras 
formas  jurídicas  y sectores del Derecho; sólo  se debe apelar  al Derecho punitivo 
como “ULTIMA RATIO LEGIS”  y no para  solucionar cualquier controversia o 
conflictos de intereses  o litis expensa, cuando existe otras vías jurídicas de solución de 
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los actos ilícitos no punibles; como  es el caso de los actos ilícitos civiles,  
administrativos, agravios, laborales, constitucionales, etc.,  Que se resuelven dentro del 
marco correspondiente; en atención al principio de la “MINIMA INTERVENCIÓN 
DEL ESTADO”, cuando hace uso del “Jus imperium” y del “jus puniendi”. (Manuel 
E. V., 2014) 
 
Principio de maximización de la libertad ciudadana Este principio jurídico significa la 
menor intromisión del poder estatal y del control penal, en la vida privada y social de 
la ciudadanía, en la medida que los ciudadanos cumplen con el deber y obligación de 
observar la ley, los mandatos de autoridad competente y se desenvuelven dentro de los 
requerimientos de la legalidad nacional y del imperio de la justicia. (Manuel E. V., 
2014) 
 
La presunción de inocencia es una garantía constitucional reforzada por los tratados 
de Derechos Humanos suscritos por el Ecuador, por la cual ninguna persona podrá ser 
tratada como autora o partícipe de un hecho delictivo, esto mientras no exista contra 
ella una resolución firme o sentencia ejecutoriada; pero si es así, ¿Se convierte acaso 
la prisión preventiva en una condena anticipada que violenta el principio de presunción 
de inocencia? (López, 2014) 
 
El derecho punitivo pretende un fin preventivo que se aplica con anterioridad a la pena pero que se 
viabiliza mediante un sistema de medidas cautelares y que afectan a la libertad personal física, las 
que operan bajo un conjunto de requisitos, condiciones y suposiciones que justifican la imposición 
de la medida de prisión preventiva, en una especie de reacción estatal frente a la posible comisión 
de un delito, como un principio de intervención mínima coercitiva frente ataques de peligrosidad 
social, ciertamente como tarea de defensa de la sociedad, hechos previo a la emisión de sentencia 
en la que se verá su culpabilidad. 
 
La libertad individual garantizada constitucionalmente, encuentra su limitación en la figura de la 
prisión preventiva cuya finalidad, no está en sancionar al procesado por la comisión de un delito y 
que no se pueda imponer otra medida para su comparecimiento, pues está visto que tal 
responsabilidad sólo surge con la sentencia condenatoria, sino en la necesidad de garantizar la 
comparecencia del imputado al proceso o para asegurar el cumplimiento de la pena pero existen 
tiempos que se podrá exceder como lo es que la prisión preventiva no podrá exceder de seis meses 
en delitos que puedan ser sancionados con prisión y de un año en delitos que puedan 




En ambos casos, el plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo 
efectivo el auto de prisión preventiva. 
 
El Código de Procedimiento Penal, en sus artículos nos revelaba un poco más de esta figura: 
 
“CAPITULO IV 
LA PRISIÓN PREVENTIVA 
 
Artículo 167.- Prisión preventiva.- Cuando el juez o tribunal lo crea necesario para 
garantizar la comparecencia del imputado o acusado al proceso o para asegurar el 
cumplimiento de la pena, puede ordenar la prisión preventiva, siempre que medien los 
siguientes requisitos: 
 
1. Indicios suficientes sobre la existencia de un delito de acción pública; 
 
2. Indicios claros y precisos de que el imputado es autor o cómplice del delito; y, 
 
3. Que se trate de un delito sancionado con pena privativa de libertad superior a un 
año. 
 
4. Indicios suficientes de que es necesario privar de la libertad al procesado para 
asegurar su comparecencia al juicio. 
 
5. Indicios suficientes de que las medidas no privativas de libertad son insuficientes 
para garantizar la presencia del procesado al juicio.” 
 
La solicitud de prisión preventiva será motivada y el fiscal deberá demostrar la 
necesidad de la aplicación de dicha medida cautelar. El Juez de Garantías Penales 
rechazará la solicitud de prisión preventiva que no esté debidamente motivada. 
 
Si el Juez de Garantías Penales resuelve no ordenar la prisión preventiva, y se 
estableciera que la libertad del procesado puede poner en peligro o en riesgo la 
seguridad, o la integridad física o psicológica del ofendido, testigos o de otras 
personas, la Fiscalía adoptará las medidas de amparo previstas en el sistema y 
programa de protección a víctimas, testigos y demás participantes en el proceso penal. 
 
Si se trata de delitos sexuales o de lesiones producto de violencia intrafamiliar 
cometidos en contra de mujeres, niños, niñas o adolescentes, a más de las medidas de 
amparo adoptadas por la Fiscalía, el Juez de Garantías Penales prohibirá que el 
procesado tenga cualquier tipo de acceso a las víctimas o realice por sí mismo o a 
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través de terceras personas actos de persecución o de intimidación a las víctimas o 
algún miembro de su familia. 
 
Toda medida de prisión preventiva se adoptará en audiencia pública, oral y 
contradictoria, en la misma que el Juez de Garantías Penales resolverá sobre el 
requerimiento fiscal de esta medida cautelar, y sobre las solicitudes de sustitución u 
ofrecimiento de caución que se formulen al respecto. 
 
En esta audiencia, si el ofendido considera pertinente, solicitará en base a fundamento 
al fiscal la conversión de la acción, o el procesado podrá solicitar la aplicación del 
procedimiento abreviado, en la forma y términos previstos en este Código”. 
 
En el Libro Segundo, Capítulo Segundo, que habla de las Medidas Cautelares, Sección Primera, 
donde constan las Medidas Cautelares para Asegurar la Presencia de la Persona Procesada, 
Parágrafo Tercero, Artículo 534, del Código Integral Penal, nos habla también de la Prisión 
Preventiva, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 534.- Finalidad y requisitos.- Para garantizar la comparecencia de la 
persona procesada al proceso y el cumplimiento de la pena, la o el fiscal podrá 
solicitar a la o al juzgador de manera fundamentada, que ordene la prisión preventiva, 
siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio 
público de la acción. 
 
2. Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es autor o 
cómplice de la infracción. 
 
3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de la 
libertad son insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su 
presencia en el juicio o el cumplimiento de la pena. 
 
4. Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a 
un año. 
 
De ser el caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva deberá tener 
en consideración si la o el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión 







Cualquier persona puede aprehender a otra, si esta es sorprendida cometiendo un delito y puesta a 
órdenes de agentes de la policía, tal como lo manifiesta el Artículo 163 del Código de 
procedimiento penal: 
 
Artículo 163.- Agentes de la detención.- Nadie podrá ser detenido sino por los agentes 
a quienes la ley impone el deber de hacerlo, salvo el caso de delito flagrante, de 
conformidad con las disposiciones de este Código. 
 
Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona puede detener: 
 
1. Al que fugue del establecimiento de Rehabilitación Social en que se hallare 
cumpliendo su condena o detenido con auto de detención o con auto de prisión 
preventiva; y, 
 
2. Al imputado o acusado, en contra de quien se hubiere dictado orden de prisión 
preventiva, o al condenado que estuviese prófugo. 
 
Si el aprehensor fuere una persona particular, pondrá inmediatamente al detenido a 
órdenes de un agente de la Policía Judicial o de la Policía Nacional. 
 
En el Libro Segundo, Capítulo Segundo, que habla de las Medidas Cautelares, Sección Primera, 
donde constan las Medidas Cautelares para Asegurar la Presencia de la Persona Procesada, 
Parágrafo Primero, Artículos 526, 527 y 528, del Código Integral Penal, que nos habla de la 
Aprehensión, Flagrancia y de los Agentes de aprehensión, en los siguientes términos: 
 
“Artículo 526.- Aprehensión.- Cualquier persona podrá aprehender a quien sea 
sorprendido en delito flagrante de ejercicio público y entregarlo de inmediato a la 
Policía Nacional. 
 
Las y los servidores de la Policía Nacional, del organismo competente en materia de 
tránsito o miembros de las Fuerzas Armadas, deberán aprehender a quienes 
sorprendan en delito flagrante e informarles los motivos de su aprehensión. En este 
último caso deberán entregarlos de inmediato a la Policía Nacional. 
 
Las o los servidoras de la Policía Nacional o de la autoridad competente en materia de 
tránsito, podrán ingresar a un lugar cuando se encuentren en persecución 
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ininterrumpida, para el solo efecto de practicar la respectiva aprehensión de la 
persona, los bienes u objetos materia del delito flagrante. 
 
Artículo 527.- Flagrancia.- Se entiende que se encuentra en situación de flagrancia, la 
persona que comete el delito en presencia de una o más personas o cuando se la 
descubre inmediatamente después de su supuesta comisión, siempre que exista una 
persecución ininterrumpida desde el momento de la supuesta comisión hasta la 
aprehensión, asimismo cuando se encuentre con armas, instrumentos, el producto del 
ilícito, huellas o documentos relativos a la infracción recién cometida. 
 
No se podrá alegar persecución ininterrumpida si han transcurrido más de veinticuatro 
horas entre la comisión de la infracción y la aprehensión. 
 
Artículo 528.- Agentes de aprehensión.- Nadie podrá ser aprehendido sino por los 
agentes a quienes la ley impone el deber de hacerlo, salvo el caso de flagrancia, de 
conformidad con las disposiciones de este Código. 
 
Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona podrá aprehender: 
 
1. Al que fugue del establecimiento de rehabilitación social en el que se halle 
cumpliendo su condena, detenido o con prisión preventiva. 
 
2. A la persona procesada o acusada, en contra de quien se ha dictado orden de prisión 
preventiva o al condenado que está prófugo. 
 
Si el aprehensor es una persona particular, deberá poner inmediatamente al 




Por lo colegido, no solo los agentes de la Policía Nacional pueden realizar medidas tendientes a la 
aprensión, cuidado de las personas privadas de la libertad los cuales lo pueden hacer a través de dos 
medidas la una se refiere a boleta constitucional de detención emitida por autoridad competente y 
la otra se refiere a delitos en flagrancia lo cual posteriormente será ventilado en audiencia de 
calificación de flagrancia lo que de alguna forma limita el principio de legalidad, pues si un agente 
aprende a un supuesto acto violatorio de norma y el Juez  no lo califica así entonces se entenderá 




A fin de garantizar la inmediación del procesado al proceso y la comparecencia de las partes al 
juicio, así como el pago de la indemnización de daños y perjuicios al ofendido, el Juez podrá 
ordenar una o varias medidas cautelares de carácter personal y/o de carácter real. 
 
En todas las etapas del proceso las medidas privativas de libertad se adoptarán siempre de manera 
excepcional y restrictiva, y procederán en los casos que la utilización de otras medidas de carácter 
personal alternativas a la prisión preventiva no fueren suficientes para evitar que el procesado eluda 
la acción de la justicia. 
 
Por lo que en la legislación ecuatoriana se permite la prisión preventiva a modo de garantía contra 
el procesado, como mecanismo jurídico a asegurar el cumplimiento de la justicia en base a los 
principios de celeridad, economía procesal y afines. 
 
Lamentablemente en nuestro país la prisión preventiva se ha tomado como una política carcelaria, 
ya que para algunos Jueces la inocencia no se presume sino que se prueba, a pesar de que nuestra 
Constitución y nuestras leyes manifiestan que toda persona es inocente mientras no se demuestre en 
un proceso legal lo contrario. 
 
Las medidas cautelares de carácter personal, según lo que prescribe el Artículo 160, del 
Código de Procedimiento Penal son: 
 
“Artículo. 160.- Clases.- Las medidas cautelares de carácter personal, son: 
 
1) La obligación de abstenerse de concurrir a determinados lugares; 
 
2) La obligación de abstenerse de acercarse a determinadas personas; 
 
3) La sujeción a la vigilancia de autoridad o institución determinada, llamada a 
informar periódicamente al juez de garantías penales, o a quien éste designare; 
 
4) La prohibición de ausentarse del país; 
 
5) Suspensión del agresor en las tareas o funciones que desempeña cuando ello 
significare algún influjo sobre víctimas o testigos; 
 
6) Ordenar la salida del procesado de la vivienda, si la convivencia implica un riesgo 




7) Ordenar la prohibición de que el procesado, por sí mismo o a través de terceras 
personas, realice actos de persecución o de intimidación a la víctima, testigo o algún 
miembro de su familia; 
 
8) Reintegrar al domicilio a la víctima o testigo disponiendo la salida simultánea del 
procesado, cuando se trate de una vivienda común y sea necesario proteger la 
integridad personal y/o psíquica; 
 
9) Privar al procesado de la custodia de la víctima menor de edad, en caso de ser 
necesario nombrar a una persona idónea siguiendo lo dispuesto en el artículo 107, 
regla 6° del Código Civil y las disposiciones del Código de la Niñez y Adolescencia; 
 
10) La obligación de presentarse periódicamente ante el juez de garantías penales o 
ante la autoridad que éste designare; 
 
11) El arresto domiciliario que puede ser con supervisión o vigilancia policial; 
12) La detención; y, 
13) La prisión preventiva. 
 
Las medidas cautelares de orden real son: 
 
1)    El secuestro; 
2)   La retención; y, 
3)   El embargo.” 
 
Las medidas cautelares de carácter personal en el Código Integral Penal, las encontramos en los 
Artículos 522, que nos habla de la modalidad, el 523 que nos habla de Prohibición de ausentarse 
del país, el 524 que nos habla de la Obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad y el 
525 que nos mención el  arresto domiciliario: 
 
“Artículo 522.- Modalidades.- La o el juzgador podrá imponer una o varias de las 
siguientes medidas cautelares para asegurar la presencia de la persona procesada y se 
aplicará de forma prioritaria a la privación de libertad: 
 
1. Prohibición de ausentarse del país. 
 
2. Obligación de presentarse periódicamente ante la o el juzgador que conoce el 
proceso o ante la autoridad o institución que designe. 
 
3. Arresto domiciliario. 
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4. Dispositivo de vigilancia electrónica. 
5. Detención. 
6. Prisión preventiva. 
 
La o el juzgador, en los casos de los numerales 1, 2 y 3 de este artículo, podrá ordenar, 
además, el uso de un dispositivo de vigilancia electrónica. 
 
Artículo 523.- Prohibición de ausentarse del país.- La o el juzgador por pedido de la o 
el fiscal, podrá disponer el impedimento de salida del país, que se lo notificará a los 
organismos y autoridades responsables de su cumplimiento, bajo prevenciones legales. 
 
Artículo 524.- Obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad.- La o el 
juzgador podrá ordenar al procesado presentarse ante él o ante la autoridad o 
institución que designe. 
 
El funcionario designado para el control de la presentación periódica ante la 
autoridad, tendrá la obligación ineludible de informar a la autoridad judicial 
competente dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al día previsto para la 
presentación y de forma inmediata, si ésta no se ha producido, bajo pena de quedar 
sujeto a las responsabilidades administrativas. 
 
Artículo 525.- Arresto domiciliario.- El control del arresto domiciliario estará a cargo 
de la o del juzgador, quien puede verificar su cumplimiento a través de la Policía 
Nacional o por cualquier otro medio que establezca. 
 
La persona procesada, no estará necesariamente sometida a vigilancia policial 
permanente; esta podrá ser reemplazada por vigilancia policial periódica y 




Las medidas cautelares son de gran ayuda para la administración de justicia en vista de que hay 
personas que se valen de argucias para evadir el cumplimento de sanciones que les imponen los 
Jueces, y ésta es la mejor forma de hacer cumplir lo prescrito por nuestros cuerpos legales. 
 
Ferrajoli, nos indica que: “La prisión preventiva obligatoria es verdaderamente una 
contradicción en sus términos. La prisión preventiva se justifica solamente en casos 
graves de peligro de falsificación de las pruebas o de fuga del imputado. Debería 
tratarse de una medida absolutamente excepcional y acotada. No debería ir más allá de 
alguna semana. Pero naturalmente eso no implica un costo, porque el imputado podría 
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ser culpable. Pero la democracia implica ciertos peligros. Si la prisión preventiva es 
obligatoria funciona como una pena anticipada y, por lo tanto, totalmente ilegal”. 
 
Audiencias para la medida cautelar de prisión preventiva.- Desde el inicio de la instrucción, la 
medida cautelar de prisión preventiva deberá ser resuelta en audiencia oral, pública y 
contradictoria, salvo las excepciones previstas del Código de Procedimiento Penal. 
 
Al efecto, el Juez de Garantías Penales convocará a los sujetos procesales en el término de hasta 
cinco días a audiencia. La parte que pretenda valerse de un elemento de convicción tendrá la carga 
de su presentación en la diligencia, la cual, sin embargo, no podrá suspenderse por falta de tal 
elemento. 
 
El Juez de Garantías Penales escuchará en primer lugar al Fiscal; luego concederá la palabra a la 
contraparte y promoverá el debate sobre los puntos litigiosos de los elementos presentados. El Juez 
de Garantías Penales decidirá en la misma audiencia exclusivamente sobre lo solicitado, lo 
debatido y aquello que resulte directa y procesalmente relacionado. 
 
La comunicación de la resolución, que en todo caso será oral, bastará como notificación a los 
sujetos procesales. 
 
Toda convocatoria a audiencia llevará la prevención que de no asistir el defensor particular del 
sospechoso o procesado, actuará en su lugar el defensor público, designado por el juez de garantías 
penales en la misma providencia que contenga tal convocatoria. 
 
Se redactará un extracto de la audiencia, la cual contendrá la identidad de los participantes, los 
puntos propuestos y debatidos y lo resuelto por el juez de garantías penales. El acta será suscrita 




Es indudable la importancia de las medidas cautelares que incide en las garantías constitucionales 
como el de libertad al limitar algunos derechos principalmente el de movilidad que de forma 
conexa se encuentra el de la libertad, así mismo la obligación de acercarse ante una autoridad de 
forma periódica. 
 




“Art. 163.- Agentes de la detención.- Nadie podrá ser aprehendido sino por los agentes 
a quienes la ley impone el deber de hacerlo, salvo el caso de delito flagrante, de 
conformidad con las disposiciones de este Código. 
 
Sin embargo y además del caso de delito flagrante, cualquier persona puede 
aprehender: 
 
1. Al que fugue del establecimiento de Rehabilitación Social en que se hallare 
cumpliendo su condena o detenido con auto de detención o con auto de prisión 
preventiva; y, 
 
2. Al imputado o acusado, en contra de quien se hubiere dictado orden de prisión 
preventiva, o al condenado que estuviese prófugo. 
 
Si el aprehensor fuere una persona particular, pondrá inmediatamente al detenido a 
órdenes de un agente de la Policía Judicial o de la Policía Nacional”. 
 
El Artículo 168, del Código de Procedimiento Penal nos indica la Competencia, forma y contenido 
de la decisión de ordenar la prisión preventiva: 
 
“Artículo 168.- Forma y contenido de la decisión.- El auto de prisión preventiva solo 
puede ser dictado por el Juez o Tribunal competente, a petición del Fiscal y debe 
contener: 
 
1. Los datos personales del imputado o, si se ignoran, los que sirvan para identificarlo; 
 
2. Una sucinta enunciación del hecho o hechos que se le imputan y su calificación 
delictiva; 
 
3. La fundamentación clara y precisa de cada uno de los presupuestos previstos en el 
artículo anterior; y, 
 
4. La cita de las disposiciones legales, aplicables”. 
 
El Artículo 169, del Código de Procedimiento Penal nos indica la Caducidad de la prisión 
preventiva: 
 
“Artículo 169.- Caducidad de la prisión preventiva.- La prisión preventiva no podrá 
exceder de seis meses, en las causas por delitos sancionados con prisión, ni de un año, 
en delitos sancionados con reclusión. 
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En ambos casos, el plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha 
en que se hizo efectivo el auto de prisión preventiva. 
 
Si se excedieren esos plazos, la orden de prisión preventiva quedará sin efecto, bajo la 
responsabilidad del Juez que conoce la causa. 
 
Cuando se excedieren los plazos dispuestos por las normas constitucionales y del 
Código del Procedimiento Penal y se produjere la caducidad de la prisión preventiva, 
concediéndose, como consecuencia de ello la libertad de quien se halle efectivamente 
privado de ella, el Juez o Tribunal competente, remitirá obligatoriamente e 
inmediatamente el expediente completo de cada caso al Consejo Nacional de la 
Judicatura, órgano que llevará un registro individualizado de estos hechos. 
 
Producida la caducidad de la prisión preventiva, en la misma providencia que la 
declare el Juez dispondrá que el procesado quede sujeto a la obligación de presentarse 
periódicamente ante el Juez y la prohibición de ausentarse del país, o una sola de estas 
medidas si la estimare suficiente, para garantizar la inmediación del procesado con el 
proceso”. 
 
El Artículo 541, del Código Integral Penal nos indica la Caducidad de la prisión preventiva: 
 
Artículo 541.- Caducidad.- La caducidad de la prisión preventiva se regirá por las 
siguientes reglas: 
 
1. No podrá exceder de seis meses, en los delitos sancionados con una pena privativa 
de libertad de hasta cinco años. 
 
2. No podrá exceder de un año, en los delitos sancionados con una pena privativa de 
libertad mayor a cinco años. 
 
3. El plazo para que opere la caducidad se contará a partir de la fecha en que se hizo 
efectiva la orden de prisión preventiva. Dictada la sentencia, se interrumpirán estos 
plazos. 
 
4. Para efectos de este Código, de conformidad con la Constitución, se entenderán 
como delitos de reclusión todos aquellos sancionados con pena privativa de libertad 




5. La orden de prisión preventiva caducará y quedará sin efecto si se exceden los plazos 
señalados, por lo que la o el juzgador ordenará la inmediata libertad de la persona 
procesada y comunicará de este particular al Consejo de la Judicatura. 
 
6. Si por cualquier medio, la persona procesada evade, retarda, evita o impide su 
juzgamiento mediante actos orientados a provocar su caducidad, esto es, por causas no 
imputables a la administración de justicia, la orden de prisión preventiva se mantendrá 
vigente y se suspenderá de pleno derecho el decurso del plazo de la prisión preventiva. 
 
7. Si la dilación produce la caducidad por acciones u omisiones de jueces, fiscales, 
defensores públicos o privados, peritos o personal del Sistema especializado integral de 
investigación, de medicina y ciencias forenses, se considerará que incurren en falta 
gravísima y deberán ser sancionados conforme las normas legales correspondientes. 
 
8. Para la determinación de dicho plazo tampoco se computará el tiempo que 
transcurra entre la fecha de interposición de las recusaciones y la fecha de expedición 
de las sentencias sobre las recusaciones demandadas, exclusivamente cuando estas 
sean negadas. 
 
9. La o el juzgador en el mismo acto que declare la caducidad de la prisión preventiva, 
de considerarlo necesario para garantizar la inmediación de la persona procesada con 
el proceso, podrá disponer la medida cautelar de presentarse periódicamente ante la o 
el juzgador o la prohibición de ausentarse del país o ambas medidas. Además, podrá 
disponer el uso del dispositivo de vigilancia electrónica. 
 
10. La persona procesada no quedará liberada del proceso ni de la pena por haberse 
hecho efectiva la caducidad de la prisión preventiva, debiendo continuarse con su 
sustanciación. 
 
La o el fiscal que solicite el inicio de una nueva causa penal por los mismos hechos, 
imputando otra infracción penal para evitar la caducidad de la prisión preventiva, 
cometerá una infracción grave de conformidad con el Código Orgánico de la Función 
Judicial.” 
 
El Artículo 170, del Código de Procedimiento Penal nos indica la Revocatoria o suspensión de la 
prisión preventiva: 
 
“Artículo 170.- Revocatoria o suspensión de la prisión preventiva.- La prisión 




1. Cuando se hubieren desvanecido los indicios que la motivaron; 
2. Cuando el imputado o acusado hubiere sido sobreseído o absuelto; 
 
3. Cuando el juez considere conveniente su sustitución por otra medida preventiva 
alternativa; y, 
 
4. Cuando su duración exceda los plazos previstos en el artículo 168. Artículo 169. 
 
Se suspenderá la prisión preventiva cuando el imputado o acusado rinda caución. 
 
Vencidos los plazos previstos en el numeral 4, no se puede decretar ninguna medida 
cautelar, salvo la detención cuando fuere absolutamente indispensable para asegurar 
la comparecencia del imputado al juicio. 
 
Vencidos los plazos previstos en el numeral 4, no se puede decretar nuevamente la 
orden de prisión preventiva, salvo la detención en firme”. 
En el código Integral Penal, en sus Artículos 535 y 538, nos habla de la revocatoria de Prisión 
Preventiva y la suspensión de la Prisión Preventiva respectivamente: 
 
“Artículo 535.- Revocatoria.- La prisión preventiva se revocará en los siguientes 
casos: 
 
1. Cuando se han desvanecido los indicios o elementos de convicción que la motivaron. 
 
2. Cuando la persona procesada ha sido sobreseída o ratificado su estado de inocencia. 
 
3. Cuando se produce la caducidad. En este caso no se podrá ordenar nuevamente la 
prisión preventiva. 
 
4. Por declaratoria de nulidad que afecte dicha medida. 
 
Artículo 538.- Suspensión.- Se suspenderá la prisión preventiva cuando la persona 
procesada rinda caución.” 
 
El Artículo 171, del Código de Procedimiento Penal nos indica la Revisión de la prisión preventiva: 
 
“Artículo 171.- El Juez de Garantías Penales puede sustituir o derogar una medida 





a) Concurran hechos nuevos que así lo justifiquen; 
 
b) Se obtenga evidencias nuevas que acrediten hechos antes no justificados o 
desvanezcan los que motivaron la privación de libertad. 
 
Siempre que no se trate de delitos contra la administración pública, de los que resulte 
la muerte de una o más personas, de violación o de odio, la prisión preventiva podrá 
ser sustituida por el arresto domiciliario en los casos en que la persona procesada sea 
mayor de sesenta años de edad, o una mujer embarazada o parturienta, y en este último 
caso hasta noventa días después del parto. Este plazo podrá extenderse cuando el niño 
o niña hubiera nacido con enfermedades que requieran el cuidado de la madre, hasta 
que las mismas se superen. 
 
Para adoptar la medida cautelar que corresponda, buscará la menor intervención que 
permita garantizar la presencia del procesado al juicio. 
 
Cuando el Fiscal haya incumplido el plazo fijado por el Juez de Garantías Penales 
para el cierre de la investigación y en la audiencia para revisar la medida cautelar no 
otorgue una explicación satisfactoria, el Juez de Garantías Penales podrá derogar o 
sustituir la medida cautelar. 
 
Las mujeres embarazadas privadas de libertad que no puedan beneficiarse con la 
sustitución de la prisión preventiva, cumplirán la medida cautelar en lugares 
especialmente adecuados para este efecto. 
 
El control del arresto domiciliario está a cargo del Juez de Garantías Penales, quien 
podrá verificar su cumplimiento a través de la Policía Judicial o por cualquier otro 
medio. El arrestado no estará necesariamente sometido a vigilancia policial 
interrumpida; esta podrá ser reemplazada por vigilancia policial periódica. 
 
Si se incumpliere la medida sustitutiva, el Juez de Garantías Penales la dejará sin 
efecto, y en el mismo acto ordenará la prisión preventiva del procesado. En este caso, 
no procederá una nueva medida de sustitución. 
 
El funcionario designado para el control de la presentación periódica ante la 
autoridad, tendrá la obligación ineludible de informar al Juez de Garantías Penales 
dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes al día previsto para la presentación si 
ésta se ha producido o no, bajo pena de quedar sujeto a las responsabilidades 




La prohibición de salir del país será notificada a la Dirección Nacional de Migración 
y a las Jefaturas Provinciales de Migración, organismos que serán responsables de su 
cumplimiento, bajo prevenciones legales”. 
 
El Artículo 521, del Código Integral Penal nos menciona la Audiencia de Sustitución, Revisión, 
Revocatoria o Suspensión de Medida Cautelar y Protección: 
 
“Artículo 521.- Audiencia de sustitución, revisión, revocatoria o suspensión de 
medida cautelar y Protección.- Cuando concurran hechos nuevos que así lo justifiquen 
o se obtengan evidencias nuevas que acrediten hechos antes no justificados, la o el 
fiscal, la o el defensor público o privado, de considerarlo pertinente, solicitará a la o al 
juzgador la sustitución de las medidas cautelares por otras. De igual forma la o el 
juzgador dictará una medida negada anteriormente. No se requerirá solicitud de la o el 
fiscal cuando se trate de medidas de protección. 
 
Si desaparecen las causas que dan origen a las medidas cautelares o de protección o si 
se cumple el plazo previsto en la Constitución, la o el juzgador las revocará o 
suspenderá de oficio o a petición de parte.” 
 
Criterio personal:  
 
Gracias a los avances jurídicos los Códigos Penales Militares que establecían medidas como la 
reclusión perpetua a los casos de delito de traición han sido abolidos y los cuales se sujetaran a las 
normativas vigentes nacionales. 
 
La prisión preventiva sólo se puede aplicar en la medida en que tenga fines procesales, esto es, que 
pretenda resguardar la averiguación de la verdad y la aplicación de la Ley Penal, mas no como se lo 
hacía hace unos años atrás, donde una persona permanecía privada de su liberta sin ninguna 
fórmula de juicio y peor aún sin una condena como si estuvieran en una especie de limbo jurídico. 
Por ello, los únicos criterios válidos para imponerla son el entorpecimiento de la investigación y el 
peligro de fuga, probados en el caso concreto. De este modo, la detención cautelar únicamente 
puede tener carácter excepcional; por supuesto, esta coerción no puede ser más gravosa, ni durar 
más, que la propia pena. Debe existir una sospecha relevante sobre el imputado y tener carácter 
provisional. Además, la medida es legítima mientras se mantengan sus presupuestos de 





Estos fines procesales que justifican la prisión preventiva han sido reconocidos por la CIDH en el 
Caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, en donde se ha manifestado que “…no es 
suficiente que toda causa de privación o restricción al derecho a la libertad esté consagrada en la 
ley, sino que es necesario que esa ley y su aplicación respeten los requisitos que a continuación se 
detallan, a efectos de que dicha medida no sea arbitraria: I) que la finalidad de las medidas que 
priven o restrinjan la libertad sea compatible con la Convención. Valga señalar que este Tribunal ha 
reconocido como fines legítimos el asegurar que el acusado no impedirá el desarrollo del 
procedimiento ni eludirá la acción de la justicia; II) que las medidas adoptadas sean las idóneas 
para cumplir con el fin perseguido; III) que sean necesarias, en el sentido de que sean 
absolutamente indispensables para conseguir el fin deseado y que no exista una medida menos 
gravosa respecto al derecho intervenido entre todas aquellas que cuentan con la misma idoneidad 
para alcanzar el objetivo propuesto. Por esta razón el Tribunal ha señalado que el derecho a la 
libertad personal supone que toda limitación a éste deba ser excepcional, y IV) que sean medidas 
que resulten estrictamente proporcionales, de tal forma que el sacrificio inherente a la restricción 
del derecho a la libertad no resulte exagerado o desmedido frente a las ventajas que se obtienen 
mediante tal restricción y el cumplimiento de la finalidad perseguida. Cualquier restricción a la 
libertad que no contenga una motivación suficiente que permita evaluar si se ajusta a las 
condiciones señaladas será arbitraria y, por tanto, violará el artículo 7.3 de la Convención”. 
 
Siguiendo los lineamientos establecidos por la CIDH consignada en el Informe 86-09, emitido en el 
caso denominado Jorge, José y Dante Peirano Basso vs. República Oriental Del Uruguay de 06 de 
agosto de 2009, la prisión preventiva como limitación al derecho a la libertad personal, debe ser 
interpretada siempre en favor de la vigencia del derecho, en virtud del principio pro homine “84… 
Por ello, se deben desechar todos los demás esfuerzos por fundamentar la prisión durante el 
proceso basados, por ejemplo, en fines preventivos como la peligrosidad del imputado, la 
posibilidad de que cometa delitos en el futuro o la repercusión social del hecho, no sólo por el 
principio enunciado sino, también, porque se apoyan en criterios de derecho penal material, no 
procesal, propios de la respuesta punitiva. Ésos son criterios basados en la evaluación del hecho 
pasado, que no responden a la finalidad de toda medida cautelar por medio de la cual se intenta 
prever o evitar hechos que hacen, exclusivamente, a cuestiones procesales del objeto de la 
investigación y se viola, así, el principio de inocencia. Este principio impide aplicar una 
consecuencia de carácter sancionador a personas que aún no han sido declaradas culpables en el 
marco de una investigación penal.- 85. A su vez, el riesgo procesal de fuga o de frustración de la 
investigación debe estar fundado en circunstancias objetivas. La mera alegación sin consideración 
del caso concreto no satisface este requisito. Por ello, las legislaciones sólo pueden establecer 
presunciones iuris tantum sobre este peligro, basadas en circunstancias de hecho que, de ser 
comprobadas en el caso concreto, podrán ser tomadas en consideración por el juzgador para 
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determinar si se dan en el caso las condiciones de excepción que permitan fundamentar la prisión 
preventiva. De lo contrario, perdería sentido el peligro procesal como fundamento de la prisión 
preventiva. Sin embargo, nada impide que el Estado imponga condiciones limitativas a la decisión 
de mantener la privación de libertad.” 
 
Las medidas cautelares dispuestas para no imponer la prisión preventiva establecida en la 
Constitución del 2008 en el Artículo 77, numerales 1 y 11: 
 
“Artículo 77.- En todo proceso penal en que se haya privado de la libertad a una 
persona, se observarán las siguientes garantías básicas: 
 
Numeral 1: La privación de la libertad no será la regla general y se aplicará para 
garantizar la comparecencia del imputado o acusado al proceso, el derecho de la 
víctima del delito a una justicia pronta, oportuna y sin dilaciones, y para asegurar el 
cumplimiento de la pena; procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en 
los casos, por el tiempo y con las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los 
delitos flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la persona detenida sin fórmula 
de juicio por más de veinticuatro horas. Las medidas no privativas de libertad se 
aplicarán de conformidad con los casos, plazos, condiciones y requisitos establecidos 
en la ley. 
 
Numeral 11: La jueza o juez aplicará las medidas cautelares alternativas a la 
privación de libertad contempladas en la ley. Las sanciones alternativas se aplicarán 




Con la reforma que se realizó a nuestra Constitución, se dejó sin efecto esa faculta de modo 
obligatorio que tenían los Jueces para sustituir la prisión preventiva por otras medidas cautelares 
como se señalaba anteriormente sin establecer excepciones que podrían afectar al principio de 
igualdad ante la ley. 
 
En el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en su artículo 9.3 se establece que “…La 
prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general….”; las 
Reglas mínimas de las Naciones Unidas sobre las medidas no privativas de la libertad (Reglas de 
Tokio)
 establece en su disposición 6.1 que “En el procedimiento penal sólo se recurrirá a la prisión 
preventiva como último recurso...”; y, el principio 39 del Conjunto de Principios para la Protección 
de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión, determina que “Excepto 
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en casos especiales indicados por ley, toda persona detenida a causa de una infracción penal tendrá 
derecho, a menos que un juez u otra autoridad decida lo contrario en interés de la administración de 
justicia, a la libertad en espera de juicio con sujeción a las condiciones que se impongan conforme 
a derecho. Esa autoridad mantendrá en examen la necesidad de la detención.” 
 
En pocas palabras, en la colisión de intereses entre la libertad del procesado versus el posibilitar la 
administración de justicia, únicamente puede prevalecer la segunda alternativa cuando así lo exijan 
los intereses del proceso, objetivamente señalados y debidamente fundamentados. En fin, la prisión 
preventiva, por afectar un importante bien jurídico del individuo como lo es su libertad, 
necesariamente debe estar debidamente regulada y su afectación sólo debe darse por excepción, 
cuando para los intereses del proceso sea absolutamente necesario recurrir a ella, dado que se le 
utiliza en una etapa procesal en que el procesado cuenta a su favor con un estado de inocencia, 
garantizado en nuestro ordenamiento jurídico como lo hemos visto antes. 
 
La CIDH en el Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador
 
(Sentencia de 12 de noviembre de 1997) afirmó 
que: “77. De lo dispuesto en el artículo 8.2 de la Convención se deriva la obligación estatal de no 
restringir la libertad del detenido más allá de los límites estrictamente necesarios para asegurar que 
no impedirá el desarrollo eficiente de las investigaciones y que no eludirá la acción de la justicia, 
pues la prisión preventiva es una medida cautelar, no punitiva. Este concepto está expresado en 
múltiples instrumentos del derecho internacional de los derechos humanos y, entre otros, en el 
Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, que dispone que la prisión preventiva de las 
personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general (Artículo. 9.3) En caso contrario se 
estaría cometiendo una injusticia al privar de libertad, por un plazo desproporcionado respecto de la 
pena que correspondería al delito imputado, a personas cuya responsabilidad criminal no ha sido 
establecida. Sería lo mismo que anticipar una pena a la sentencia, lo cual está en contra de 
principios generales del derecho universalmente reconocidos.” 
 
Cabe señalar que existe la opinión consultiva Oct-8/87 del 30 de enero de 1987 de la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos en base a la solicitud enviada por la Comisión 
Interamericana de derechos humanos. 
 
Estuvieron presentes: Thomas Buergenthal, Presidente, Rafael Nieto Navia, Vicepresidente, 
Rodolfo E. Piza E., Juez, Pedro Nikken, Juez, Héctor Fix-Zamudio, Juez, Héctor Gros Espiell, 
Juez, Jorge R. Hernández Alcerro, Juez. 
 




Las siguientes organizaciones no gubernamentales ofrecieron sus puntos de vista sobre la consulta 
como amici curiae: Américas Watch Committee e International Human Rights Law Group. 
 
Se celebró una audiencia pública el lunes 26 de enero de 1987 con el objeto de que la Corte 
escuchara las opiniones de los Estados Miembros y de los órganos de la OEA sobre la solicitud. 
 
Compareció a esta audiencia pública: Por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: Dr. 
Luis Adolfo Siles Salinas, Delegado y Presidente. 
 
La Comisión formuló la siguiente consulta a la Corte: 
 
¿El recurso de hábeas corpus, cuyo fundamento jurídico se encuentra en los artículos 7.6 y 25.1 de 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos, es una de las garantías judiciales que, de 
acuerdo a la parte final del párrafo 2 del Artículo 27 de esa Convención, no puede suspenderse por 
un Estado Parte de la citada Convención Americana? 
 
La Comisión desarrolló ampliamente, en su solicitud de opinión, las consideraciones que originan 
la consulta. Al respecto dijo, entre otras cosas: 
 
Algunos Estados Partes de la Convención Americana sobre Derechos Humanos han entendido que, 
en situaciones de emergencia, uno de los derechos cuyo ejercicio pueden suspender es el de la 
protección judicial que se ejerce mediante el Hábeas Corpus. Incluso algunos Estados han 
promulgado una legislación especial o han iniciado una práctica según la cual es posible durante la 
detención de una persona incomunicarla durante un prolongado período - que en algunos casos 
puede extenderse hasta 15 días - en el cual al detenido se le puede privar de todo contacto exterior, 
no siendo posible, por lo tanto, el recurso de hábeas corpus durante esos días de incomunicación. 
 
En concepto de la Comisión, es precisamente en esas circunstancias excepcionales cuando el 
recurso de Hábeas Corpus adquiere su mayor importancia. 
 
Desde luego, la Comisión admite que en caso de una guerra, peligro público u otra emergencia que 
amenace la independencia o la seguridad del Estado, el derecho a la libertad personal, conforme al 
Artículo 27 de la Convención Americana, puede transitoriamente suspenderse y la autoridad en la 
que reside el Poder Ejecutivo puede disponer el arresto temporal de una persona fundada tan sólo 
en los antecedentes de que dispone para considerar a esa persona un peligro para la independencia 




Sin embargo, al propio tiempo, la Comisión considera que ni aún bajo una situación de emergencia 
el Hábeas Corpus puede suspenderse o dejarse sin efecto. Como se ha expresado, este recurso tiene 
por finalidad inmediata poner a disposición de los jueces la persona del detenido, lo que le permite 
a aquél asegurar si éste está vivo y no se encuentra padeciendo torturas o apremios físicos o 
sicológicos, lo cual es importante de subrayar, toda vez que el derecho a la integridad personal que 
reconoce el Artículo 5 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos es de aquellos 
derechos que bajo circunstancia alguna pueden suspenderse. 
 
Aún respecto de la libertad personal, cuya suspensión temporal es posible en circunstancias 
excepcionales, el hábeas corpus permitirá al juez comprobar si la orden de arresto se apoya en un 
criterio de razonabilidad, tal como la jurisprudencia de tribunales nacionales de ciertos países que 
se han encontrado en estado de sitio han llegado a exigirlo. Sostener lo contrario, esto es que el 
Poder Ejecutivo no se encontraría obligado a fundamentar una detención o a prolongar ésta 
indefinidamente durante situaciones de emergencia, sin someter al detenido a la autoridad de un 
juez que pueda conocer de los recursos que reconocen los Artículos 7.6 y 25.1 de la Convención 
importaría, en concepto de la Comisión, atribuirle al Poder Ejecutivo las funciones específicas del 
Poder Judicial, con lo cual se estaría conspirando contra la separación de los poderes públicos que 
es una de las características básicas del estado de derecho y de los sistemas democráticos. 
 
FONDO DEL ASUNTO. 
 
La interpretación de los artículos 25.1 y 7.6 de la Convención con respecto a la posibilidad de 
suspender el hábeas corpus en los estados de excepción, frente a lo dispuesto en el Artículo 27. 2, 
debe hacerse utilizando las normas de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, 
que pueden considerarse reglas de derecho internacional general sobre el tema, Opinión Consultiva 
OCT-3/83 del 8 de setiembre de 1983. Serie A No. 3, párr. 48 y otras opiniones consultivas de la 
Corte), de acuerdo con los cuales. 
 
Un tratado deberá interpretarse de buena fe conforme al sentido corriente que haya de atribuirse a 
los términos del tratado en el contexto de éstos y teniendo en cuenta su objeto y fin (Artículo. 31.1) 
 




Que los procedimientos jurídicos consagrados en los Artículos 25.1 y 7.6 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos no pueden ser suspendidos conforme al Artículo 27.2 de la 
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misma, porque constituyen garantías judiciales indispensables para proteger derechos y libertades 
que tampoco pueden suspenderse según la misma disposición. 
 
Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en la sede de la Corte en San José, 
Costa Rica, el día 30 de enero de 1987. 
 
Existe también la opinión consultiva OPINIÓN CONSULTIVA OCT-9/87. 
 
DEL 6 DE OCTUBRE DE 1987, solicitada por el Gobierno Oriental de Uruguay. 
 
Estuvieron presentes: Rafael Nieto Navia, Presidente, Héctor Gros Espiell, Vicepresidente, Rodolfo 
E. Piza E., Juez, Thomas Buergenthal, Juez, Pedro Nikken, Juez, Héctor Fix-Zamudio, Juez. 
 
Estuvieron, además, presentes: Charles Moyer, Secretario, Manuel Ventura, Secretario Adjunto. 
 
 
FONDO DEL ASUNTO. 
 
La solicitud del Gobierno se refiere al Artículo 27, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos que dice: 
 
“Artículo 27. Suspensión de Garantías.- 
 
1. En caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 
independencia o seguridad del Estado Parte, éste podrá adoptar disposiciones que, en 
la medida y por el tiempo estrictamente limitados a las exigencias de la situación, 
suspendan las obligaciones contraídas en virtud de esta Convención, siempre que tales 
disposiciones no sean incompatibles con las demás obligaciones que les impone el 
derecho internacional y no entrañen discriminación alguna fundada en motivos de raza, 
color, sexo, idioma, religión u origen social. 
 
2. La disposición precedente no autoriza la suspensión de los derechos determinados en 
los siguientes artículos: 
3 (Derecho al Reconocimiento de la Personalidad Jurídica); 
4 (Derecho a la Vida); 
5 (Derecho a la Integridad Personal); 
6 (Prohibición de la Esclavitud y Servidumbre); 
9 (Principio de Legalidad y de Retroactividad); 
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12 (Libertad de Conciencia y de Religión); 
17 (Protección a la Familia); 18 (Derecho al Nombre); 
19 (Derechos del Niño);  
20 (Derecho a la Nacionalidad), y 
23 (Derechos Políticos), ni de las garantías judiciales indispensables para la 
protección de tales derechos. 
 
3. Todo Estado Parte que haga uso del derecho de suspensión deberá informar 
inmediatamente a los demás Estados Partes en la presente Convención, por conducto 
del Secretario General de la Organización de los Estados Americanos, de las 
disposiciones cuya aplicación haya suspendido, de los motivos que hayan suscitado la 
suspensión y de la fecha en que haya dado por terminada tal suspensión”. 
 
Dice el Gobierno: 
 
1. El Gobierno del Uruguay demanda que se interprete el alcance de la prohibición, contenida en la 
Convención, de suspender “las garantías judiciales indispensables para la protección de tales 
derechos”. 
Como incluso “en caso de guerra, de peligro público o de otra emergencia que amenace la 
independencia o seguridad del Estado Parte” (Artículo. 27.1) no es posible suspender” las garantías 
judiciales indispensables para la protección de los derechos”, el Gobierno del Uruguay desea, en 
especial, que la Corte dé su opinión en cuanto: a ) la determinación de cuáles son “esas garantías 
judiciales indispensables”, y b ) la relación del Artículo. 27.2, en lo pertinente, con los Artículos. 
25 y 8 de la Convención Americana. 
 




1. Que deben considerarse como garantías judiciales indispensables no susceptibles de suspensión, 
según lo establecido en el Artículo 27.2 de la Convención, el hábeas corpus (Art. 7.6), el amparo, o 
cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes (Art. 25.1), destinado a 







2. También deben considerarse como garantías judiciales indispensables que no pueden 
suspenderse, aquellos procedimientos judiciales, inherentes a la forma democrática representativa 
de gobierno (Artículo. 29. c)), previstos en el derecho interno de los Estados Partes como idóneos 
para garantizar la plenitud del ejercicio de los derechos a que se refiere el Artículo 27.2 de la 




3. Que las mencionadas garantías judiciales deben ejercitarse dentro del marco y según los 
principios del debido proceso legal, recogidos por el artículo 8 de la Convención. 
 
Redactada en español e inglés, haciendo fe el texto en español, en la sede de la Corte en San José, 




De las opiniones consultivas se colige que bajo ningún concepto se puede eliminar los derechos 
emanados de la convención así como de otros Tratados Internacionales de Derechos Humanos en 
los cuales se han concedido derechos incluso bajo los supuestos emanados de la declaratoria de 
emergencia, por lo que los derechos humanos emanados de la persona son indiscutiblemente 
protegibles y no vulnerables, por lo que los estados no deben limitar este tipo de derechos solo en 
los casos supuestos por la ley que son sentencia ejecutoriada por Juez competente, prisión o 
detención con fines de investigación y por pensiones alimenticias adeudadas y de las cuales las 
formas internas deberán limitar su accionar y establecer mecanismos necesarios cumpliendo los 
principios de legalidad, igualdad, seguridad jurídica, tutela efectiva y otros afines al tipo de derecho 
reconocido, de conformidad con lo que prescriben los Artículos 1, que trata sobre la Obligación de 
Respetar los Derechos, el Artículo 2, que trata sobre el Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
y los numerales 6 y 7 del Artículo 7, que trata sobre el Derecho a la Libertad Personal, de la 
Convención Americana de Derechos Humanos: 
 
“Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos. 
 
1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y 
libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona 
que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, 
sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o 




2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano. 
 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno 
 
Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere 
ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las 
disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que 
fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
 
Artículo 7.  Derecho a la Libertad Personal 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 
detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales.  En los 
Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser 
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin 
de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido.  Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
7. Nadie será detenido por deudas.  Este principio no limita los mandatos de autoridad 




También existe en materia penal un modo sui generis para detener a un presunto sospechosos cuya 
denominación dogmática y jurisprudencial es “DELITO IN FRAGANTI”, que si su expresión 
latina completa es “IN FLAGRANTI DELICTO” que quiere decir “En el momento de cometer un 
delito” (Víctor José, 1992) que en la praxis IN FRAGANTI que  hace referencia “En el mismo 
momento de estar cometiéndose un delito”, por deformación de la locución latina expresada con 
anterioridad, siendo casi inutilizada la expresión latina y su deformación es la más aceptada en el 
derecho. 
 
Tiene un sentido restrictivo, cubre un espacio de tiempo muy pequeño comprendido entre la 
ejecución del delito y unos instante posteriores, que no puede ser otro que aquel en que se persigue 
al autor, luego de la comisión del delito hasta que cesa la persecución física, o es aprehendido. 
 
Si es aprehendido y no se lo encuentra con los papeles, armas, huellas o algo relativo al delito, 




Es un término técnico en el derecho penal se traduce bien dentro del axioma popular: “agarrado con 
las manos en la masa”, dentro del Ecuador se puede hablar de “in fraganti” o de “flagrante”, ya que 
poseen el mismo alcance. En el diccionario Jurídico manifiesta “Coger a una persona in fraganti se 
traduce que sorprenderlo en el acto mismo de la ejecución del delito” 
 
Se define como flagrante al hecho delictivo que se realiza en el mismo momento de su desarrollo, 
es decir cuando las circunstancias coinciden que el perpetrador de un hecho punitivo se halla en 
ejecución de este hecho y es sorprendido en el momento infra. 
 
Debe señalarse que en el momento de perpetración del delito hay un momento en el cual posee la 
categoría y del cual es flagrante, es decir que goza de hora, minuto, segundo en el cual se ha 
perfeccionado el ilícito, y desde ese momento no se podrá perder de vista al infractor hasta su 
captura, hecho que si no se realiza no se podrá dar la categoría de infraganti. 
 
Lo podemos encontrar en el marco constitucional de la República del Ecuador en los siguientes 
Artículos: 
 
“Artículo 66.- Derechos de libertad.- Se reconoce y garantizará a las personas: 
Numeral 22: El derecho a la inviolabilidad de domicilio. No se podrá ingresar en el 
domicilio de una persona, ni realizar inspecciones o registros sin su autorización o sin 
orden judicial, salvo delito flagrante, en los casos y forma que establezca la ley. 
 
Artículo. 77.- Garantías en caso de privación de libertad.- En todo proceso penal en 
que se haya privado de la libertad a una persona, se observarán las siguientes 
garantías básicas: 
 
1. La privación de la libertad no será la regla general y se aplicará para garantizar la 
comparecencia del imputado o acusado al proceso, el derecho de la víctima del delito a 
una justicia pronta, oportuna y sin dilaciones, y para asegurar el cumplimiento de la 
pena; procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el 
tiempo y con las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos 
flagrantes, en cuyo caso no podrá mantenerse a la persona detenida sin formula de 
juicio por más de veinticuatro horas. Las medidas no privativas de libertad se 
aplicarán de conformidad con los casos, plazos, condiciones y requisitos establecidos 
en la ley. 
 
2. Ninguna persona podrá ser admitida en un centro de privación de libertad sin una 
orden escrita emitida por jueza o juez competente, salvo en caso de delito flagrante. Las 
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personas procesadas o indiciadas en juicio penal que se hallen privadas de libertad 
permanecerán en centros de privación provisional de libertad legalmente establecidos. 
 
Artículo 128.- Las asambleístas y los asambleístas gozarán de fuero de Corte Nacional 
de Justicia durante el ejercicio de sus funciones; no serán civil ni penalmente 
responsables por las opiniones que emitan, ni por las decisiones o actos que realicen en 
el ejercicio de sus funciones, dentro y fuera de la Asamblea Nacional. 
 
Para iniciar causa penal en contra de una asambleísta o de un asambleísta se requerirá 
autorización previa de la Asamblea Nacional, excepto en los casos que no se 
encuentren relacionados con el ejercicio de sus funciones. Si la solicitud de la jueza o 
juez competente en la que pide la autorización para el enjuiciamiento no se contesta en 
el plazo de treinta días, se entenderá concedida. Durante los periodos de receso se 
suspenderá el decurso del plazo mencionado. Sólo se les podrá privar de libertad en 
caso de delito flagrante o sentencia ejecutoriada.” 
 
Así como lo podemos encontrar en el Código de Procedimiento Penal, en su Artículo 162, que nos 
habla sobre el delito flagrante que reza de la siguiente manera: 
 
“Artículo 162.- Es delito flagrante el que se comete en presencia de una o más 
personas o cuando se lo descubre inmediatamente después de su supuesta comisión, 
siempre que haya existido una persecución ininterrumpida desde el momento de la 
supuesta comisión hasta la detención, así como que se le haya encontrado con armas, 
instrumentos, el producto del ilícito, huellas o documentos relativos al delito recién 
cometido. 
 
No se podrá alegar persecución ininterrumpida si han transcurrido más de veinticuatro 
horas entre la comisión del delito y la detención.” 
 
El Artículo 161, del Código de Procedimiento Penal nos indica la Detención por delito flagrante: 
 
“Artículo 161.- Los agentes de la Policía Nacional, de la Policía Judicial, o cualquier 
persona pueden detener, como medida cautelar, a quien sea sorprendido en delito 
flagrante de acción pública. En este último caso, la persona que realizó la detención 
deberá inmediatamente entregar al detenido a un miembro policial. 
 
El policía que haya privado de libertad o recibido a una persona sorprendida en delito 
flagrante, comparecerá de inmediato con el detenido ante el Juez de garantías. El 
fiscal, con la presencia del defensor público, podrá proceder previamente conforme lo 
determina el artículo 216 de este Código, luego de lo cual el agente de la Policía 
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elaborará el parte correspondiente, quien además comunicará a éste sobre el hecho de 
la detención. 
 
Dentro de las veinticuatro horas desde el momento en que ocurrió la detención por 
delito flagrante, el Fiscal solicitará al Juez de Garantías Penales que convoque a 
audiencia oral en la que realizará o no la imputación, y solicitará la medida cautelar 
que considere procedente, cuando el caso lo amerite. 
 
Artículo... (161.1).- Audiencia de calificación de flagrancia.- El Juez dará inicio a la 
audiencia identificándose ante los concurrentes como Juez de Garantías Penales, 
señalando los derechos y garantías a que hubiere a lugar. Luego concederá la palabra 
al representante de la Fiscalía quien expondrá el caso, indicando las evidencias 
encontradas en poder del sospechoso, y fundamentando la imputación que justifica el 
inicio de la instrucción fiscal, de conformidad con los requisitos establecidos en el 
artículo 217 de este Código. El fiscal solicitará las medidas cautelares que estime 
necesarias para la investigación y señalará un plazo máximo de hasta treinta días para 
concluir la instrucción fiscal. Acto seguido el juez de garantías penales concederá la 
palabra al ofendido, en caso de haberlo, al policía si lo estimare necesario, a fin de que 
relate las circunstancias de la detención. Luego escuchará al detenido para que 
exponga sus argumentos de defensa, quien lo hará directamente o a través de su 
abogado defensor. La intervención del detenido no excluye la de su defensor. 
 
El Juez de Garantías Penales concluirá la audiencia resolviendo la existencia de 
elementos de convicción para la exención o no de medidas cautelares. Inmediatamente, 
dispondrá la notificación a los sujetos procesales en el mismo acto de la audiencia. 
Posteriormente, el Fiscal de turno, remitirá lo actuado a la Fiscalía General, a fin de 
que continúe con la instrucción el fiscal especializado que avoque conocimiento, en 
caso de haberla.” 
 
Es todo cuanto a la normativa nacional que encontramos de forma contundente y precisa para evitar 
interpretaciones extensivas y ajenas al tema de este trabajo de investigación. 
 
Elementos doctrinales - formales. 
 
Elementos que son ofrecidos por la norma orgánica y estudios doctrinales a través de tratadistas y 
especialistas en materia constitucional, si bien no existe categorización anterior a nivel nacional. 
 
Las encontramos de manera precisa y clara dentro de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales, los elementos encontrados dentro de la Ley Orgánica de Garantías 
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Jurisdiccionales son tendientes a requisitos exequibles, los cuales pese a ser una acción que tiende a 
eliminar formulismos debe tener estos elementos sine qua non no puede darse a trámite si bien son 
exigibles son básicos, por lo que se puede entender de las expresiones “al menos, contendrá”, que 
no transgreden los principios que atañen a estas acciones. 
 
Si bien son requisitos formales la ley permite que las acciones que no dispongan los requisitos 
contemplados en el artículo 10 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional
 
se deberá completar en el término de tres días, y cumplido este término y se prevé 
una clara vulneración de derechos constitucionales grave el Juez subsanara la o las omisiones y 
deberá tramitarla, observando un proteccionismo que recae en la escuela Neo Constitucionalista 
que está en auge. 
 
Dichos requisitos son los siguientes: 
 
1.- La designación de la autoridad ante quien se presenta la acción. 
 
El Artículo 4, numeral 7, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y control constitucional, 
nos habla de la formalidad condicionada y que las autoridades deben tener muy en cuenta: 
 
“Artículo 4.- Principios procesales.- La justicia constitucional se sustenta en los 
siguientes principios procesales: 
 
7. formalidad condicionada.- la jueza o juez tiene el deber de adecuar las formalidades 
previstas en el sistema jurídico al logro de los fines de los procesos constitucionales. 
No se podrá sacrificar la justicia constitucional por la mera omisión de formalidades.” 
 
2.- Legitimación activa. 
 
Son las personas quienes pueden proponer la acción a favor de un tercero o de sí misma, pudiendo 
ser acorde a la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
Nos lo presenta el Artículo 9 de dicha ley: 
 
“Artículo 9.- Legitimación activa.- Las acciones para hacer efectivas las garantías 
jurisdiccionales previstas en la Constitución y esta ley, podrán ser ejercidas: 
 
a) Por cualquier persona, comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o 
amenazada en uno o más de sus derechos constitucionales, quien actuará por sí misma 
o a través de representante o apoderado; y, 
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b) Por el Defensor del Pueblo. 
 
Se consideran personas afectadas quienes sean víctimas directas o indirectas de la 
violación de derechos que puedan demostrar daño. Se entenderá por daño la 
consecuencia o afectación que la violación al derecho produce. 
 
En el caso de las acciones de hábeas corpus y extraordinaria de protección, se estará a 
las reglas específicas de legitimación que contiene esta ley”. 
 
El contenido de la demanda lo encontramos en el Artículo 10, de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales: 
 
“Artículo 10.- Contenido de la demanda de garantía.- La demanda, al menos, contendrá: 
 
1. Los nombres y apellidos de la persona o personas accionantes y, si no fuere la misma 
persona, de la afectada.” 
 
Pudiendo ser precisamente: 
 
La propia persona privada de libertad, amenazada o restringida. 
 
Los familiares de la persona privada de la libertad, amenazada o restringida. 
 
A su vez cualquier persona que tenga conocimiento y tenga interés alguno. 
 
3.- “Artículo 10.- Contenido de la demanda de garantía.- La demanda, al menos, 
contendrá: 
 
2. Los datos necesarios para conocer la identidad de la persona, entidad u órgano 
accionado.” 
 











Lamentablemente por la falta de datos confiables aún no se ha podido determinar si cabría la 
posibilidad de presentar Hábeas Corpus contra retenciones en Embajadas, Consulados por parte de 
Ecuatorianos aunque por teoría seria procedente. 
 
3.- Persona afectada. 
 
Lo disponemos en el Artículo 9, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales: 
 
“Artículo 9.- Legitimación Activa.- Las acciones para hacer efectivas las garantías 
jurisdiccionales previstas en la Constitución y esta ley, podrán ser ejercidas: 
 
Se consideran personas afectadas quienes sean víctimas directas o indirectas de la 
violación de derechos que puedan demostrar daño. Se entenderá por daño la 
consecuencia o afectación que la violación al derecho produce. 
 
En el caso de las acciones de hábeas corpus y extraordinaria de protección, se estará a 
las reglas específicas de legitimación que contiene esta ley.” 
Se le tendrá por categoría de persona afectada a quien de manera infra sufre de la violación del 
derecho de libertad. 
 
4.- Una breve descripción de los actos o acto de lo que se funda la acción, lo que conocemos en 
derecho con los antecedentes de hechos como nos lo dispone el Código de Procedimiento Civil en 
su Artículo 67. 
 
También lo encontramos en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional 
en el Artículo 10, numeral 3: 
 
“3. La descripción del acto u omisión violatorio del derecho que produjo el daño. Si es 
posible una relación circunstanciada de los hechos. La persona accionante no está 
obligada a citar la norma o jurisprudencia que sirva de fundamento a su acción.” 
 
5.- Los lugares o sitios en los que se deberá notificar a los sujetos procesales no se puede hablar 
aquí de partes procesales por que pueden ser varios los elementos en esta acción como veremos en 




Lo podemos focalizar en los numerales 4 y 5 del Artículo 9, de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
“4. El lugar donde se le puede hacer conocer de la acción a la persona o entidad 
accionada. 
 
5. El lugar donde ha de notificarse a la persona accionante y a la afectada, si no fuere 
la misma persona y si el accionante lo supiere.” 
 
6.- El siguiente no es un elemento formal peor doctrinal más bien se refiere a un sujeto procesal 
que por interés puede presentarse en la acción con objeto y fines específicos. 
 
Lo podemos analizar en el Artículo 12, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional como “comparecencia de terceros” 
 
“Artículo 12.- Comparecencia de terceros.- Cualquier persona o grupo de personas 
que tenga interés en la causa podrá presentar un escrito de amicus curiae que será 
admitido al expediente para mejor resolver hasta antes de la sentencia. 
 
De creerlo necesario, la jueza o juez podrá escuchar en audiencia pública a la persona 
o grupo interesado. 
 
Podrán también intervenir en el proceso, en cualquier estado de la causa, como parte 
coadyuvante del accionado, cualquier persona natural o jurídica que tuviere interés 




En este tema he tratado de poner en consideración las disposiciones, de los instrumentos 
internacionales, constitucionales y legales en lo referente a la normativa que involucra los 
elementos de Hábeas corpus, continuare con el segundo tema de éste Capítulo que trata las 
Limitaciones del Hábeas corpus. 
 
2. 2. Limitaciones del Hábeas Corpus. 
 
Como bien se pude colegir por los fines que persigue el Hábeas Corpus se pueden establecer las 
limitaciones, las que en primer orden, las encontramos por las normas comunes, según lo manifestó 
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la Opinión Consultiva oct-9/87, del 6 de octubre de 1987 de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos. 
 
1.- Si bien en la Constitución de la República del Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional, hacen mención a quienes pueden presentar la acción de 
Hábeas Corpus, debemos tomar en cuenta a las personas que no pueden comparecer a juicio 
señaladas dentro del Código de Procedimiento Civil en cuanto a las personas que textualmente 
señala dos casos en el Artículo 33: 
 
“Artículo 33.- No pueden comparecer en juicio como actores ni como demandados: 
 
1. El menor de edad y cuantos se hallen bajo tutela o curaduría, a no ser que lo hagan 
por medio de su representante legal o para defender sus derechos provenientes de 
contratos que hayan celebrado válidamente sin intervención de representante legal; y, 
 
2. Las personas jurídicas a no ser por medio de su representante legal.” 
 
2.- Una limitación en razón del territorio al mencionarse que debe hacerse ante el Juez del sitio 
donde esta privada, restringida la persona o a su vez donde se presume que esta se encuentre. 
 
3.- En los casos de flagrancia como lo reconoce la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 
Control Constitucional en su Artículo 43. 
 
“Artículo 43.- Objeto.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto proteger la 
libertad, la vida, la integridad física y otros derechos conexos de la persona privada o 
restringida de libertad, por autoridad pública o por cualquier persona, tales como: 
 
1. A no ser privada de la libertad en forma ilegal, arbitraria o ilegítima, protección que 
incluye la garantía de que la detención se haga siempre por mandato escrito y motivado 
de juez competente, a excepción de los casos de flagrancia” 
 
4.- Cuando se tratare de pensiones alimenticias, esta excepción está reconocida por todos los 
Tratados Internacionales, como el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, así como la 
Declaración de Derechos Civiles y Políticos, como también en la Constitución de la República del 
Ecuador y en la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional. 
 






1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. Nadie podrá ser 
sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, 
salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en 
ésta”. (Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea General 
en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 1966) 
 
En el Capítulo VI, de la Constitución de la República del Ecuador, Artículo 66, derechos de 
libertad, numeral 29, nos indica que no más incluye el derecho a la libertad:   
 
“29.- Los derechos de libertad también incluyen: 
 
c.- Que ninguna persona pueda ser privada de su libertad por deudas, costas, multas, 
tributos, ni otras obligaciones, excepto el caso de pensiones alimenticias.” 
 
La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, Artículo 43: 
 
“Artículo 43.- Objeto.- La acción de hábeas corpus tiene por objeto proteger la 
libertad, la vida, la integridad física y otros derechos conexos de la persona privada o 
restringida de libertad, por autoridad pública o por cualquier persona, tales como: 
6.- A no ser detenida por deudas, excepto en el caso de pensiones alimenticias” 
 
5.- Contra sentencia ejecutoriada. 
 
6.- Esta excepción ya no está plausible dentro del territorio ecuatoriano y tenía que ver con las 
cortes y tribunales especiales a los que eran sometidos los agentes de la Policía Nacional o del 
Ejército, los cuales tenían tramite y alcances diferentes al resto del conglomerado, los cuales 
contemplaban incluso especies de cadenas perpetuas a los delitos cometidos como traición a la 
patria y felonía. 
 
Esta se aducían bajo el presupuesto que poseían fundamentos especiales, determinándose como 
infracción militar es así que lo podíamos encontrar en el Artículo 1, del Código Penal Militar “Son 
infracciones militares las acciones u omisiones cometidas por este código, cometidas por 




Por avances jurídicos tanto doctrinarios como normativos estos tribunales han sido suspendidos por 
principio constitucional dejando a un lado las sanciones que no fueran emanadas por tribunal 
competente y ordinario, este principio se lo conoce como Unidad Jurisdiccional. 
 
Cuya decisión no podía tener interferencial judiciales ya que poseían fundamentos especiales, 
determinándose como infracción militar es así que lo podíamos encontrar en el Artículo 1, del 
Código Penal Militar “Son infracciones militares las acciones u omisiones cometidas por este 
código, cometidas por individuos del Ejército o de la armada, en servicio activo”, así que las 
acciones constitucionales no tenían asidero jurídico peor aún práctico. 
 
Debemos señalar que algunos países latinoamericanos trataron de restringir estos derechos en casos 
de estados de excepción o de conmoción, lo cual ha sido absuelto sobre la legitimidad de dichos 
actos por la Corte Interamericana de Derechos Humanos dando un fallo que al tratarse de derechos 
inherentes al ser humanos no pueden ser restringidos de forma alguna. Tal como lo manifiesta la 
Opinión Consultiva OCT-9/87 del 6 de octubre de 1987 y opinión Consultiva oct-8/87 del 30 de 




El Hábeas Corpus no debe ser limitado por ningún País o Autoridad Judicial de estos, ya que es un 
derecho reconocido por Tratados Internacionales con el fin de proteger en bien jurídico más 
preciado por las personas, como tal debe ser respetado y aplicado, de conformidad a su 
ordenamiento jurídico y a lo que establecen los tratados de derechos humanos, por las autoridades 
que administran justicia en todos y cada uno de nuestros países, 
 
Como hemos visto en las disposiciones constitucionales, legales y en los instrumentos 
internacionales, el Hábeas Corpus no tiene que tener limitaciones de ninguna clase, con esto he 
dejado terminado el tema de la Limitación del Hábeas Corpus, ahora continuaré con el siguiente 
tema que es los Principios del Hábeas Corpus. 
 
2. 3. Principios del Hábeas Corpus. 
 
Es importante conocer los principios que se aplican al Hábeas Corpus, para la plena realización de 
los derechos fundamentales, por cuanto son los que constituyen un modo de percepción sobre los 
cuales se asientan los cimientos del Derecho, son los enunciados normativos más generales que, 
han sido integrados formalmente a nuestro ordenamiento jurídico, y por ende se entiende que son 
parte de él, porque sirven de fundamento a otros enunciados normativos particulares, o bien 
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recogen de manera abstracta el contenido de un grupo de ellos. Son conceptos o proposiciones de 
naturaleza axiológica o técnica que informan la estructura, la forma de operación y el contenido 
mismo de las normas, grupos normativos, conjuntos normativos y del propio Derecho como 
totalidad. 
 
Desde un punto de vista etimológico, los principios jurídicos son comprendidos como los criterios, 
reglas, directrices y orientaciones que relacionan al derecho con los principios jurídicos. Tiene una 
función determinante y se debe respetar y hacer respetar para la perfecta resolución de todos los 
casos puestos a consideración y resolución de los operadores de justicia en nuestro País. 
 
Así, en el caso igual exigen de la ley su exacto cumplimiento, en el caso diferente buscan equilibrio 
con la ley, y en el caso distinto su plena realización. Respecto de la Constitución determinan 
contenido y la facultad del control difuso respecto del juez. (Monte Islas, 211) 
 
Son principios que se aplican al Hábeas corpus son los que se encuentran enmarcados dentro de la 
Constitución de la República del Ecuador, la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional y El Código Orgánica de la Función Judicial, los cuales analizaremos respecto de su 
jerarquía; así comenzaré por la constitución. 
 
Principio de Interés superior del niño, niña y adolescente.- El Estado, la sociedad y la familia 
promoverán de forma prioritaria el desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y 
asegurarán el ejercicio pleno de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus 
derechos prevalecerán sobre los de las demás personas. 
 
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido como proceso 
de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus capacidades, potencialidades y 
aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y comunitario de afectividad y seguridad. Este 
entorno permitirá la satisfacción de sus necesidades sociales, afectivo-emocionales y culturales, 
con el apoyo de políticas intersectoriales nacionales y locales. (Artículo 44, Constitución de la 




Lo mencionado por el principio que hemos anotado no puede ser considerado como un mero 
agregado retórico, o como un catálogo de buenas intenciones, cuya suerte se deja a la libre voluntad 
de las personas encargadas de velar por el interés superior de los niños, niñas y adolescentes sin 
tomar en cuenta lo que menciona el inciso segundo del Artículo 11, del Código Orgánico de la 
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Niñez y Adolescencia que menciona lo siguiente: “para apreciar el interés superior se considerará la 
necesidad de mantener un justo equilibrio entre los derechos y deberes de niños, niñas y adolescentes, en la 
forma que mejor convenga a la realización de sus derechos y garantías”. 
 
Principio de solidaridad.- Se entiende por de solidaridad la consideración del conjunto de 
aspectos que relacionan o unen a las personas, la colaboración y ayuda mutua que ese conjunto de 
relaciones promueve y alienta orientadas a Políticas públicas y la prestación de bienes y servicios 
públicos y participación ciudadana. (Artículo 85, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio de independencia judicial.- Los órganos de la Función Judicial gozarán de 
independencia interna y externa. La Función Judicial gozará de autonomía administrativa, 
económica y financiera. 
 
En virtud de la unidad jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado podrá 
desempeñar funciones de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades 
jurisdiccionales reconocidas por la Constitución de la República del Ecuador. (Artículo 168, 




Lo que podemos entender de este principio es que ninguna autoridad o represente legal de otro 
poder del Estado, podrá intervenir en la actividades del Poder Judicial, ya que sus actuaciones y 
resoluciones estarán enmarcadas en lo que manda nuestra carta magna, los tratados internacionales 
y lo que manda la ley, por esta razón son libres e independientes de los demás poderes estatales y 
ninguna autoridad ajena al Poder Judicial puede intervenir en sus actividades y peor aún pueden 
administrar justicia. 
 
Principio de la debida diligencia.- Las Juezas y Jueces administrarán justicia con sujeción a la 
Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y a la ley. Las servidoras y 
servidores judiciales, que incluyen a juezas y jueces, y los otros operadores de justicia, aplicarán el 
principio de la debida diligencia en los procesos de administración de justicia. Las juezas y jueces 
serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo, negligencia, denegación de 









Con este principio lo que se quiere obtener es una mejor aplicación de las normar jurídicas en 
nuestro País, para no causar retardos en la resolución de los procesos judiciales y poder llegar a una 
justicia de excelencia y rapidez procesal. 
 
Principio de unidad jurisdiccional.- En aplicación del principio de unidad jurisdiccional, los 
miembros de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional serán juzgados por la justicia ordinaria, 
Las faltas de carácter disciplinario o administrativo serán sometidas a sus propias normas de 
procedimiento. En razón de la jerarquía y responsabilidad administrativa, la ley regulará los casos 
de fuero. (Artículo 188, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio de competencia.- La Función Judicial se compone de órganos jurisdiccionales, 
órganos administrativos, órganos auxiliares y órganos autónomos. La ley determinará su 
estructura, funciones, atribuciones, competencias y todo lo necesario para la adecuada 
administración de justicia. (Artículo 177, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio de igualdad.- Todas las personas son iguales y gozaran de los mismos derechos, deberes 
y oportunidades. 
 
Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de nacimiento, edad, sexo, identidad de 
género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, ideología, filiación política, pasado 
judicial, condición socio-económica, condición migratoria, orientación sexual, estado de salud, 
portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier otra distinción, personal o colectiva, 
temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, 
goce o ejercicio de los derechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. El Estado 
adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor de los titulares de 
derechos que se encuentren en situación de desigualdad. (Artículo 11, numeral 2, Constitución de 
la República del Ecuador) 
 
Principio de directa e inmediata aplicación.- Los derechos y garantías establecidas en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e 
inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de 
oficio o a petición de parte. Para el ejercicio de los derechos y las garantías constitucionales no se 
exigirán condiciones o requisitos que no estén establecidos en la Constitución o la ley. Los 
derechos serán plenamente justiciables. No podrá alegarse falta de norma jurídica para justificar su 
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violación o desconocimiento, para desechar la acción por esos hechos ni para negar su 
reconocimiento. (Artículo 11, numeral 3, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio de supremacía constitucional.- Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de 
los derechos ni de las garantías constitucionales (Artículo 11, numeral 4) 
 
Principio de pro homine.- Todos los principios y los derechos son inalienables, irrenunciables, 
indivisibles, interdependientes y de igual jerarquía. 
 
El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, no excluirá los demás derechos derivados de la dignidad de 
las personas, comunidades, pueblos y nacionalidades, que sean necesarios para su pleno 
desenvolvimiento. (Artículo 11, numeral 6 y 7, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio reparatorio.- El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los 
derechos garantizados en la Constitución. El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda 
persona que actúe en ejercicio de una potestad pública, estarán obligados a reparar las violaciones a 
los derechos de los particulares por la falta o deficiencia en la prestación de los servicios públicos, 
o por las acciones u omisiones de sus funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados 
públicos en el desempeño de sus cargos. El Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de 
repetición en contra de las personas responsables del daño producido, sin perjuicio de las 
responsabilidades civiles, penales y administrativas. El Estado será responsable por detención 
arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del 
derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido 
proceso. Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la 
persona que haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por 
tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de 
ellos. (Artículo 11, numeral 9, Constitución de la República del Ecuador) 
Principio de aplicación más favorable a los derechos.- Si hay varias normas o interpretaciones 
aplicables a un caso concreto, se debe elegir la que más proteja los derechos de la 
persona. (Artículo 2, numeral 1, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Principio de proporcionalidad.- Cuando existan contradicciones entre principios o normas, y no 
sea posible resolverlas a través de las reglas de solución de antinomias, se aplicará el principio de 
proporcionalidad. Para tal efecto, se verificará que la medida en cuestión proteja un fin 
constitucionalmente válido, que sea idónea, necesaria para garantizarlo, y que exista un debido 
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equilibrio entre la protección y la restricción constitucional. (Artículo 3, numeral 1, de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Debido proceso.- En todo procedimiento constitucional se respetarán las normas del debido 
proceso prescritas en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos. 
(Artículo 4, numeral 1, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Aplicación directa de la Constitución.- Los derechos y garantías establecidas en la Constitución y 
en los instrumentos internacionales de derechos humanos, serán de directa e inmediata aplicación 
por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, de oficio o a petición de 
parte. (Artículo 4, numeral 2, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Gratuidad de la justicia constitucional.- El acceso y el servicio de la administración de justicia 
constitucional es gratuito, sin perjuicio de la condena en costas y de los gastos procesales a que 
hubiere lugar de conformidad con el reglamento que la Corte Constitucional dicte para el efecto. 
(Artículo 4, numeral 3, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Doble instancia.- Los procesos constitucionales tienen dos instancias, salvo norma expresa en 
contrario. (Artículo 4, numeral 8, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Economía procesal.- En virtud de este principio, la jueza o juez tendrá en cuenta las siguientes 
reglas: (Artículo 4, numeral 11, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Concentración.- Reunir la mayor cantidad posible de cuestiones debatidas, en el menor número 
posible de actuaciones y providencias. La jueza o juez deberá atender simultáneamente la mayor 
cantidad de etapas procesales. (Artículo 4, numeral 11, literal a, de la Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Celeridad.- Limitar el proceso a las etapas, plazos y términos previstos en la ley, evitando 
dilaciones innecesarias. (Artículo 4, numeral 11, literal b, de la Ley Orgánica de Garantías 




Saneamiento.- Las situaciones o actuaciones afectadas por la omisión de formalidades pueden ser 
convalidadas por la parte en cuyo favor se establecen. (Artículo 4, numeral 11, literal c, de la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Publicidad.- Los procedimientos previstos en esta ley serán públicos, sin perjuicio de las medidas 
especiales que tome la jueza o juez para preservar la intimidad de las personas o la seguridad del 
Estado. (Artículo 4, numeral 12, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Iura novit curia.- La Jueza o Juez podrá aplicar una norma distinta a la invocada por los 
participantes en un proceso constitucional. (Artículo 4, numeral 13, de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Subsidiaridad.- Se tomarán en cuenta los demás principios procesales establecidos en la 
legislación ordinaria, en la medida en que sean compatibles con la naturaleza del control 
constitucional. (Artículo 4, numeral 14, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 
Constitucional) 
 
Reparación integral.- En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación 
integral por el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la persona o 
personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más adecuada 
posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La reparación podrá incluir, entre 
otras formas, la restitución del derecho, la compensación económica o patrimonial, la 
rehabilitación, la satisfacción, las garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a 
la autoridad competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas 
públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud. 
 
La reparación por el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o detrimento de 
los ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y las 
consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos del caso. La 
reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, mediante el pago de una cantidad 
de dinero o la entrega de bienes o servicios apreciables en dinero, por los sufrimientos y las 
aflicciones causadas a la persona afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy 
significativos para las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las 
condiciones de existencia del afectado o su familia. La reparación se realizará en función del tipo 
de violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la afectación al 
proyecto de vida. 
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En la sentencia o acuerdo reparatorio deberá constar expresa mención de las obligaciones 
individualizadas, positivas y negativas, a cargo del destinatario de la decisión judicial y las 
circunstancias de tiempo, modo y lugar en que deben cumplirse, salvo la reparación económica que 
debe tramitarse de conformidad con el artículo siguiente. 
 
La persona titular o titulares del derecho violado deberán ser necesariamente escuchadas para 
determinar la reparación, de ser posible en la misma audiencia. Si la jueza o juez considera 
pertinente podrá convocar a nueva audiencia para tratar exclusivamente sobre la reparación, que 
deberá realizarse dentro del término de ocho días. (Artículo 18, Ley Orgánica de Garantías 
Jurisdiccionales y Control Constitucional) 
 
Principio de Supremacía Constitucional.- Las Juezas y Jueces, las autoridades administrativas y 
servidoras y servidores de la Función Judicial aplicarán las disposiciones constitucionales, sin 
necesidad que se encuentren desarrolladas en otras normas de menor jerarquía. En las decisiones no 
se podrá restringir, menoscabar o inobservar su contenido. 
 
En consecuencia, cualquier Jueza o Juez, de oficio o a petición de parte, sólo si  tiene duda 
razonable y motivada de que una norma jurídica es contraria a la Constitución o a los instrumentos 
internacionales de derechos humanos que establezcan derechos más favorables que los reconocidos 
en la Constitución, suspenderá la tramitación de la causa y remitirá en consulta el expediente a  la 
Corte Constitucional, la que en un plazo no mayor a cuarenta y cinco días resolverá sobre la 
constitucionalidad de la norma. 
 
Si transcurrido el plazo previsto la Corte no se pronuncia, el proceso seguirá sustanciándose. Si la 
Corte resolviere luego de dicho plazo, la resolución no tendrá efecto retroactivo, pero quedará a 
salvo la acción extraordinaria de protección por parte de quien hubiere sido perjudicado por recibir 
un fallo o resolución contraria a la resolución de la Corte Constitucional. 
 
No se suspenderá la tramitación de la causa, si la norma jurídica impugnada por la Jueza o Juez es 
resuelta en sentencia. 
El tiempo de suspensión de la causa no se computará para efectos de la prescripción de la acción o 
del proceso (Artículo 4, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de Aplicabilidad Directa e Inmediata de la norma Constitucional.- Las juezas y 
jueces, las autoridades administrativas y las servidoras y servidores de la Función Judicial, 
aplicarán directamente las normas constitucionales y las previstas en los instrumentos 
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internacionales de derechos humanos cuando estas últimas sean más favorables a las establecidas 
en la Constitución, aunque las partes no las invoquen expresamente. 
 
Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales de derechos 
humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá alegarse falta de ley o 
desconocimiento de las normas para justificar la vulneración de los derechos y garantías 
establecidos en la Constitución, para desechar la acción interpuesta en su defensa, o para negar el 
reconocimiento de tales derechos. (Artículo 5, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Interpretación Integral de la Norma Constitucional.- Las Juezas y Jueces aplicarán la norma 
constitucional por el tenor que más se ajuste a la Constitución en su integralidad. En caso de duda, 
se interpretarán en el sentido que más favorezca a la plena vigencia de los derechos garantizados 
por la norma, de acuerdo con los principios generales de la interpretación constitucional. (Artículo 
6, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principios de legalidad, jurisdicción y competencia.- La jurisdicción y la competencia nacen de 
la Constitución y la ley. Solo podrán ejercer la potestad jurisdiccional las juezas y jueces 
nombrados de conformidad con sus preceptos, con la intervención directa de fiscales y defensores 
públicos en el ámbito de sus funciones. 
 
Las autoridades de las comunidades, pueblos y nacionalidades indígenas ejercerán las funciones 
jurisdiccionales que les están reconocidas por la Constitución y la ley. 
 
Las Juezas y Jueces de paz resolverán en equidad y tendrán competencia exclusiva y obligatoria 
para conocer aquellos conflictos individuales, comunitarios, vecinales y contravencionales, que 
sean sometidos a su jurisdicción, de conformidad con la ley. 
 
Los árbitros ejercerán funciones jurisdiccionales, de conformidad con la Constitución y la ley. 
 
No ejercerán la potestad jurisdiccional las Juezas, Jueces o Tribunales de excepción ni las 
comisiones especiales creadas para el efecto. (Artículo 7, Código Orgánico de la Función Judicial) 
Principio de Independencia.- Las Juezas y Jueces solo están sometidos en el ejercicio de la 
potestad jurisdiccional a la Constitución, a los instrumentos internacionales de derechos humanos y 
a la ley. Al ejercerla, son independientes incluso frente a los demás órganos de la Función Judicial. 
 
Ninguna Función, órgano o autoridad del Estado podrá interferir en el ejercicio de los deberes y 
atribuciones de la Función Judicial. 
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Toda violación a este principio conllevará responsabilidad administrativa, civil y/o penal, de 
acuerdo con la ley. (Artículo 8, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de Imparcialidad.- La actuación de las Juezas y Jueces de la Función Judicial será 
imparcial, respetando la igualdad ante la ley. En todos los procesos a su cargo, las Juezas y Jueces 
deberán  resolver  siempre  las pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes, sobre 
la única base de la Constitución, los instrumentos internacionales de  derechos  humanos,  los  
instrumentos  internacionales  ratificados  por el Estado, la ley y los elementos probatorios 
aportados por las partes. 
 
Con la finalidad de preservar el derecho a la defensa y a la réplica, no se permitirá la realización de 
audiencias o reuniones privadas o fuera de las etapas procesales correspondientes, entre la Jueza o 
el Juez y las partes o sus defensores, salvo que se notifique a la otra parte de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 14, del Artículo 103, de esta ley. (Artículo. 9, Código Orgánico de la 
Función Judicial) 
 
Principios de unidad jurisdiccional y gradualidad.- De conformidad con el principio de unidad 
jurisdiccional, ninguna autoridad de las demás funciones del Estado podrá desempeñar funciones 
de administración de justicia ordinaria, sin perjuicio de las potestades jurisdiccionales reconocidas 
por la Constitución. (Artículo 10, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
La administración de justicia ordinaria se desarrolla por instancias o grados. La casación y la 
revisión no constituyen instancia ni grado de los procesos, sino recursos extraordinarios de control 
de la legalidad y del error judicial en los fallos de instancia. (Artículo 10, Código Orgánico de la 
Función Judicial) 
 
Principio de especialidad.- La potestad jurisdiccional se ejercerá por las Juezas y Jueces en forma 
especializada, según las diferentes áreas de la competencia. Sin embargo, en lugares con escasa 
población de usuarios o en atención a la carga procesal, una Jueza o Juez podrá ejercer varias o la 
totalidad de las especializaciones de conformidad con las previsiones de este Código. 
Este principio no se contrapone al principio de seguridad jurídica. 
 
Las decisiones definitivas de las Juezas y Jueces deberán ser ejecutadas en la instancia determinada 




Principio de Gratuidad.- El acceso a la administración de justicia es gratuito. El régimen de 
costas procesales será regulado de conformidad con las previsiones de este Código y de las demás 
normas procesales aplicables a la materia. 
 
La Jueza o Juez deberá calificar si el ejercicio del derecho de acción o de contradicción ha sido 
abusivo, malicioso o temerario. Quien haya litigado en estas circunstancias, pagará las costas 
procesales en que se hubiere incurrido, sin que en este caso se admita exención alguna. 
 
Las costas procesales incluirán los honorarios de la defensa profesional de la parte afectada por esta 
conducta. Quien litigue de forma abusiva, maliciosa o temeraria será condenado, además, a pagar al 
Estado los gastos en que hubiere incurrido por esta causa. 
 
Estas disposiciones no serán aplicables a los servicios de índole administrativa que preste la 
Función Judicial, ni a los servicios notariales. (Artículo 12, Código Orgánico de la Función 
Judicial) 
 
Principio de Publicidad.- Las actuaciones o diligencias judiciales serán públicas, salvo los casos 
en que la ley prescriba que sean reservadas. De acuerdo a las circunstancias de cada causa, los 
miembros de los tribunales colegiados podrán decidir que las deliberaciones para la adopción de 
resoluciones se lleven a cabo privadamente. 
 
No podrán realizase grabaciones en video de las actuaciones judiciales. 
 
Se prohíbe a las Juezas y a los Jueces dar trámite a informaciones sumarias o diligencias previas 
que atenten a la honra y dignidad de las personas o a su intimidad. (Artículo 13, Código Orgánico 
de la Función Judicial) 
 
Principio de autonomía económica, financiera y administrativa.- La Función Judicial goza de 
autonomía económica, financiera y administrativa. Administrativamente se rige por su propia ley, 
reglamentos y resoluciones, bajo los criterios de descentralización y desconcentración. 
 
El Estado tendrá la obligación de entregar los recursos suficientes para satisfacer las necesidades 
del servicio judicial que garantice la seguridad jurídica. El incumplimiento de esta disposición será 





Principio de responsabilidad.- La administración de justicia es un servicio público que debe ser 
prestado de conformidad con los principios establecidos en la Constitución y la ley. 
 
En consecuencia, el Estado será responsable en los casos de error judicial, detención arbitraria, 
retardo injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y por las violaciones de los principios y reglas del debido proceso. 
 
Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, en virtud del recurso de revisión, el  
Estado  reparará  a  la  persona  que  haya  sufrido  pena  como  resultado  de  tal  sentencia  y, 
declarada la responsabilidad por tales actos de servidoras o servidores públicos, administrativos o 
judiciales, se repetirá en contra de ellos en la forma señalada en este Código. 
 
Todas las servidoras y servidores de la Función Judicial, cualquiera sea su denominación, función, 
labor o grado, así como los otros operadores de justicia, aplicarán el principio de la debida 
diligencia en los procesos a su cargo. Serán administrativa, civil y penalmente responsables por sus 
acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones, según los casos prescritos en la 
Constitución, las leyes y los reglamentos. 
 
Las Juezas y Jueces serán responsables por el perjuicio que se cause a las partes por retardo 
injustificado, negligencia, denegación de justicia o quebrantamiento de la ley, de conformidad con 
las previsiones de la Constitución y la ley.  (Artículo 15, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de dedicación exclusiva.- El ejercicio de cualquier servicio permanente o de período en 
la Función Judicial, remunerado presupuestariamente o por derechos fijados por las leyes, es 
incompatible con el desempeño libre de la profesión de abogado o de otro cargo público o privado, 
con excepción de la docencia universitaria, que la podrán ejercer únicamente fuera de horario de 
trabajo. Las labores de dirección o administración en las universidades y otros centros de docencia 
superior está prohibida por no constituir ejercicio de la docencia universitaria. Tampoco se podrá 
desempeñar varios cargos titulares en la Función Judicial. Todo encargo será temporal, salvo los 
casos determinados por la Constitución y la ley. 
 
Las Juezas y Jueces no podrán ejercer funciones de dirección en los partidos y movimientos 
políticos, ni participar como candidatos en procesos de elección popular, salvo que hayan 
renunciado a sus funciones seis meses antes de la fecha señalada para la elección; ni realizar 





Principio de servicio a la comunidad.- La administración de justicia por la Función Judicial es un 
servicio público, básico y fundamental del Estado, por el cual coadyuva a que se cumpla el deber 
de respetar y hacer respetar los derechos garantizados por la Constitución, los instrumentos 
internacionales de derechos humanos vigentes y las leyes. 
 
El arbitraje, la mediación y otros medios alternativos de solución de conflictos establecidos por la 
ley, constituyen una forma de este servicio público, al igual que las funciones de justicia que en los 
pueblos indígenas ejercen sus autoridades. 
 
En los casos de violencia intrafamiliar, por su naturaleza, no se aplicará la mediación y arbitraje. 
(Artículo 17, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principios dispositivo, de inmediación y concentración.- Todo proceso judicial se promueve por 
iniciativa de parte legitimada. Las Juezas y Jueces resolverán de conformidad con lo fijado por las 
partes como objeto del proceso y en mérito de las pruebas pedidas, ordenadas y actuadas de 
conformidad con la ley. 
 
Sin embargo, en los procesos que versen sobre garantías jurisdiccionales, en caso de constatarse la 
vulneración de derechos que no fuera expresamente invocada por los afectados, las juezas y jueces  
podrán  pronunciarse  sobre  tal  cuestión  en  la  resolución  que  expidieren,  sin  que  pueda 
acusarse al fallo de incongruencia por este motivo. 
 
Los procesos se sustanciarán con la intervención directa de las Juezas y Jueces que conozcan de la 
causa. Se propenderá a reunir la actividad procesal en la menor cantidad posible de actos, para 
lograr la concentración que contribuya a la celeridad del proceso. (Artículo 19, Código Orgánico de 
la Función Judicial) 
 
Principio de celeridad.- La administración de justicia será rápida y oportuna, tanto en la 
tramitación y resolución de la causa, como en la ejecución de lo decidido. 
 
Por lo tanto, en todas las materias, una vez iniciado un proceso, las Juezas y Jueces están obligados 
a proseguir el trámite dentro de los términos legales, sin esperar petición de parte, salvo los casos 
en que la ley disponga lo contrario. 
 
El retardo injustificado en la administración de justicia, imputable a las Juezas, Jueces y demás 
servidoras y servidores de la Función Judicial y auxiliares de la justicia, será sancionado de 
conformidad con la ley. (Artículo 20, Código Orgánico de la Función Judicial) 
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Principio de probidad.- La Función Judicial tiene la misión sustancial de conservar y recuperar la 
paz social; garantizar la ética laica y social como sustento del quehacer público y el ordenamiento 
jurídico; y, lograr la plena eficacia y acatamiento del ordenamiento jurídico vigente. 
 
Toda servidora y servidor de la Función Judicial en el desempeño de sus funciones observará una 
conducta diligente, recta, honrada e imparcial. (Artículo 21, Código Orgánico de la Función 
Judicial) 
 
Principio de acceso a la justicia.- Los operadores de justicia son responsables de cumplir con la 
obligación estatal de garantizar el acceso de las personas y colectividades a la justicia. En 
consecuencia, el Consejo de la Judicatura, en coordinación con los organismos de la Función 
Judicial, establecerá las medidas para superar las barreras estructurales de índole jurídica, 
económica, social, generacional, de género, cultural, geográfica, o de cualquier naturaleza que sea 
discriminatoria e impida la igualdad de acceso y de oportunidades de defensa en el proceso. 
(Artículo 22, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de tutela judicial efectiva de los derechos.- La Función Judicial, por intermedio de las 
Juezas y Jueces, tiene el deber fundamental de garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos 
declarados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos o 
establecidos en las leyes, cuando sean reclamados por sus titulares o quienes invoquen esa calidad, 
cualquiera sea la materia, el derecho o la garantía exigido. Deberán resolver siempre las 
pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes sobre la única base de la 
Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos 
internacionales ratificados por el Estado, la ley, y los méritos del proceso. 
 
La desestimación por vicios de forma únicamente podrá producirse cuando los mismos hayan 
ocasionado nulidad insanable o provocada indefensión en el proceso. 
 
Para garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos, y evitar que las reclamaciones queden sin 
decisión sobre lo principal, por el reiterado pronunciamiento de la falta de competencia de las 
Juezas y Jueces que previnieron en el conocimiento en la situación permitida por la ley, las Juezas 
y Jueces están obligados a dictar fallo sin que les sea permitido excusarse o inhibirse por no 
corresponderles. (Artículo 23, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de interculturalidad.- En toda actividad de la Función Judicial, las servidoras y 
servidores de justicia deberán considerar elementos de la diversidad cultural relacionados con las 
costumbres, prácticas, normas y procedimientos de las personas, grupos o colectividades que estén 
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bajo su conocimiento. En estos casos la servidora y el servidor de justicia buscará el verdadero 
sentido de las normas aplicadas de conformidad a la cultura propia del participante. (Artículo 24, 
Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de seguridad jurídica.- Las Juezas y Jueces tienen la obligación de velar por la 
constante, uniforme y fiel aplicación de la Constitución, los instrumentos internacionales de 
derechos humanos, los instrumentos internacionales ratificados por el Estado y las leyes y demás 
normas jurídicas. (Artículo 25, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de buena fe y lealtad procesal.- En los procesos judiciales las Juezas y Jueces exigirán 
a las partes y a sus abogadas o abogados que observen una conducta de respeto recíproco e 
intervención ética, teniendo el deber de actuar con buena fe y lealtad. Se sancionará especialmente 
la prueba deformada, todo modo de abuso del derecho, el empleo de artimañas y procedimientos de 
mala fe para retardar indebidamente el progreso de la litis. 
 
La parte procesal y su defensora o defensor que indujeren a engaño al juzgador serán sancionados 
de conformidad con la ley. (Artículo 26, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de la verdad procesal.- Las Juezas y Jueces, resolverán únicamente atendiendo a los 
elementos aportados por las partes. No se exigirá prueba de los hechos públicos y notorios, 
debiendo la jueza o juez declararlos en el proceso cuando los tome en cuenta para fundamentar su 
resolución. (Artículo 27, Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principio de la obligatoriedad de administrar justicia.- Las Juezas y Jueces, en el ejercicio de 
sus funciones, se limitarán a juzgar y hacer que se ejecute lo juzgado, con arreglo a la Constitución, 
los instrumentos internacionales de derechos humanos y las leyes de la República. 
 
No podrán excusarse de ejercer su autoridad o de fallar en los asuntos de su competencia por falta 
de norma u oscuridad de las mismas, y deberán hacerlo con arreglo al ordenamiento jurídico, de 
acuerdo a la materia. 
 
Los principios generales del derecho, así como la doctrina y la jurisprudencia, servirán para 
interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento legal, así como también 
para suplir la ausencia o insuficiencia de las disposiciones que regulan una materia. (Artículo 28, 




Principio de colaboración con la función judicial.- Las Funciones Legislativa, Ejecutiva, 
Electoral y de Transparencia y Control Social, con sus organismos y dependencias, los gobiernos 
autónomos descentralizados y los regímenes especiales, y más instituciones del Estado, así como 
las funcionarias y funcionarios, empleadas y empleados y más servidoras y servidores que los 
integran, están obligados a colaborar con la Función Judicial y cumplir sus providencias. 
 
La Policía Nacional tiene como deber inmediato, auxiliar y ayudar a las Juezas y Jueces, y ejecutar 
pronto y eficazmente sus decisiones o resoluciones cuando así se lo requiera. 
 
Las Juezas y Jueces también tienen el deber de cooperar con los otros órganos de la Función 
Judicial, cuando están ejerciendo la facultad jurisdiccional, a fin de que se cumplan los principios 
que orientan la administración de justicia. 
 
Las instituciones del sector privado y toda persona tienen el deber legal de prestar auxilio a las 
Juezas y Jueces y cumplir sus mandatos dictados en la tramitación y resolución de los procesos. 
 
Las personas que, estando obligadas a dar su colaboración, auxilio y ayuda a los órganos de la 
Función Judicial, no lo hicieran sin justa causa, incurrirán en delito de desacato. (Artículo 30, 
Código Orgánico de la Función Judicial) 
 
Principios de lealtad, probidad, veracidad, honradez y buena fe.- Ejercer  el  derecho  de  
acción o contradicción de manera abusiva, maliciosa o temeraria, violar el principio de buena fe y 
lealtad, a través de prácticas  tales como presentación de prueba deformada, empleo de artimañas y 
ejecución de procedimientos de mala fe para retardar indebidamente el progreso de la litis. 




Los principios que arriba he mencionado son los que llevan concordancia con nuestra Constitución, 
Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos y nuestras leyes y que en lo personal, creo que, 
se deberían aplicar de manera expresa al Hábeas Corpus, para la plena realización de los derechos 
fundamentales de todas y cada una de las personas que habitamos el territorio nacional, se tienen 
que aplicar desde su sentido más general ya que los derechos fundamentales de las personas se 
tienen que cumplir en todo su sentido jurídico y no quedar en mero enunciado de los instrumentos 
internacionales, constitucionales y legales, a continuación pasaré a referirme al último tema de este 




2. 4. Tutela Judicial Efectiva. 
 
Puede definirse como aquel que tiene toda persona de acudir a los órganos jurisdiccionales, para 
que a través de los debidos cauces procesales y con unas garantías mínimas, se obtenga una 
decisión fundada en derecho sobre las pretensiones propuestas. Se lo concibe como un derecho de 
prestación, por cuanto a través de él se pueden obtener del Estado beneficios, bien porque impone 
la actuación de la jurisdicción en el caso concreto, bien porque exige que el Estado « [...] cree los 
instrumentos para que el derecho pueda ser ejercido y la justicia prestada», de modo que serán de 
responsabilidad de aquél los defectos y anormalidades en las prestaciones que se le exigen. 
 
Este derecho fundamental, que en primer término supone una garantizada posibilidad de acceso a la 
jurisdicción, tiene relación con el derecho de acción. Sin embargo, el derecho a la tutela judicial 
efectiva reclama, mucho más aun, unas garantías mínimas de eficacia que abundan a dicho acceso, 
pues, como el nombre indica, se trata de que la tutela judicial sea efectiva. Por esta razón la 
Constitución, a más del acceso a la jurisdicción, ordena la imparcialidad del Juez y la celeridad 
procesal, proscribe la indefensión y ordena el cumplimiento de los fallos judiciales, requisitos sin 
los cuales no habría la deseada efectividad en la administración de justicia. Estos contenidos, sin 
embargo, no significan que el derecho a la tutela judicial efectiva comporte una exclusiva exigencia 
a los jueces, pues también alcanza con vigor al Legislador, al imponerle el requerimiento de unas 
normas jurídicas que lo favorezcan, mas no impidan ni entorpezcan su cabal ejercicio. 
 
Derecho de jurisdicción.- Las personas tenemos derecho a proponer demandas ante los jueces 
competentes de nuestro territorio y a ser juzgados por ellos, tal como lo manifiesta el Artículo 172, 
de la Constitución de la República del Ecuador y el Artículo 7, del Código Orgánico de la Función 
Judicial. 
 
Derecho de acción.- Las personas podemos acudir a una determinada autoridad para poner en su 
conocimiento determinada contravención y dejar a su intervención la resolución de algún conflicto. 
 
Las prestaciones e imperativos propios del derecho a la tutela judicial efectiva no suponen que las 
pretensiones procesales y cuestiones incidentales sean siempre atendidas favorablemente, o que las 
leyes no puedan exigir requisitos razonables para el acceso a la jurisdicción o a los recursos, o que 
estos tengan que ser, en todos los casos, forzosamente admitidos. Se trata de la posibilidad de 
recurrir a la jurisdicción para obtener una resolución judicial debidamente motivada en derecho 
sobre el fondo del asunto planteado, que bien puede ser favorable o adversa, o de igual modo, en un 
sentido meramente procesal que conlleva la apreciación del Juez sobre el motivo legalmente 
previsto que impide el examen de fondo, o sobre las causas que impiden la concesión de un 
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recurso. Con razón Javier Pérez Royo califica al derecho de tutela judicial efectiva como un 
derecho de índole constitucional, pero de configuración legal, pues debe ejercerse por cauces 
razonables que el legislador debe establecer. 
 
El Derecho a la Tutela Jurisdiccional Efectiva se traduce en el poder para hacer posible la eficacia 
del derecho contenido en la norma jurídica vigente o la creación de nuevas situaciones jurídicas, 
que culmine con una resolución final ajustada a derecho y con un contenido de justicia, finalidad 
que no se concretaría si en cualquier parte del proceso se priva a cualesquiera de las partes de la 
posibilidad real y legal de defenderse o accionar. 
 
Al respecto en la legislación interna nacional la encontramos: 
 
Estarán obligados a reparar las violaciones a los derechos de los particulares por la falta o 
deficiencia en la prestación de los servicios públicos, o por las acciones u omisiones de sus 
funcionarias y funcionarios, y empleadas y empleados públicos en el desempeño de sus cargos. El 
Estado ejercerá de forma inmediata el derecho de repetición en contra de las personas responsables 
del daño producido, sin perjuicio de las responsabilidades civiles, penales y administrativas. El 
Estado será responsable por detención arbitraria, error judicial, retardo injustificado o inadecuada 
administración de justicia, violación del derecho a la tutela judicial efectiva, y por las violaciones 
de los principios y reglas del debido proceso. 
 
Cuando una sentencia condenatoria sea reformada o revocada, el Estado reparará a la persona que 
haya sufrido pena como resultado de tal sentencia y, declarada la responsabilidad por tales actos de 
servidoras o servidores públicos, administrativos o judiciales, se repetirá en contra de ellos. El más 
alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución. El Estado, sus delegatarios, concesionarios y toda persona que actúe en ejercicio 
(Artículo 11, numeral 9, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de inmediación y celeridad; en 
ningún caso quedará en indefensión. El incumplimiento de las resoluciones judiciales será 
sancionado por la ley. (Artículo 75, Constitución de la República del Ecuador) 
 
Principio de Tutela Judicial Efectiva de los Derechos.- La Función Judicial, por intermedio de 
las juezas y jueces, tiene el deber fundamental de garantizar la tutela judicial efectiva de los 
derechos declarados en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos 
o establecidos en las leyes, cuando sean reclamados por sus titulares o quienes invoquen esa 
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calidad, cualquiera sea la materia, el derecho o la garantía exigido. Deberán resolver siempre las 
pretensiones y excepciones que hayan deducido los litigantes sobre la única base de la 
Constitución, los instrumentos internacionales de derechos humanos, los instrumentos 
internacionales ratificados por el Estado, la ley, y los méritos del proceso. 
 
La desestimación por vicios de forma únicamente podrá producirse cuando los mismos hayan 
ocasionado nulidad insanable o provocada indefensión en el proceso. 
 
Para garantizar la tutela judicial efectiva de los derechos, y evitar que las reclamaciones queden sin 
decisión sobre lo principal, por el reiterado pronunciamiento de la falta de competencia de las 
juezas y jueces que previnieron en el conocimiento en la situación permitida por la ley, las Juezas y 
Jueces están obligados a dictar fallo sin que les sea permitido excusarse o inhibirse por no 




Este complemento es lógico en cuanto guarda coherencia con la tutela efectiva y obliga al juzgador 
o a la autoridad el permitir a la persona iniciar una acción o ejercer el derecho de contradicción, 
utilizando todos los recursos y medios probatorios de que disponga, así como, que sea la autoridad 
la que solicite o disponga el cumplimiento de diligencias tendientes a descubrir la verdad y que le 
permita en última instancia resolver en justicia y apegado a derecho, las situaciones que les han 
sido encomendadas para su resolución. 
 
Teniendo la facultad de la persona afectada por una insuficiente aplicación de este principio la 
posibilidad de demandar al Estado, para el resarcimiento de los actos que atenten a la Tutela 
Judicial efectiva. 
“JUICIO CONTRA EL ESTADO POR INADECUADA ADMINISTRACIÓN DE 
JUSTICIA Y POR REVOCATORIA O REFORMA DE SENTENCIA 
CONDENATORIA.- El Estado será responsable por error judicial, retardo 
injustificado o inadecuada administración de justicia, violación del derecho a la tutela 
judicial efectiva, y por violaciones de los principios y reglas del debido proceso.” 
 
En el segundo capítulo de este trabajo de investigación he tratado temas como  los Elementos, las 
Limitaciones y los Principios del Hábeas Corpus y la Tutela Judicial Efectiva, de esta manera he 
dejado explicado todos y cada uno de los temas propuestos en este Capítulo. 
 




DE LOS ALIMENTOS 
 
El Tercer Capítulo trataré los temas de Definición, Elementos, Características, Sujetos e 
Incumplimiento de los alimentos, las Medidas de Carácter Personal y Real que se deben aplicar a 
los sujetos que adeudan pensiones alimenticias, quienes son los Deudores Principales, subsidiarios  
y solidarios de pensiones alimenticias, la Tabla de Pensiones que se encuentra vigente en el año 
2014 y concluiré con la apelación de la Orden de Privación de libertad del emitida por Juez 
competente, además de poner en consideración algunos fallos de la Corte Constitucional para mejor 
ilustración de los temas que he puesto a consideración. 
 
Se ha dicho que la vida debe ser protegida y garantizada por los Estados, dicha vida debe 
enmarcarse en lo digno, refiriéndome a cubrir las necesidades básicas de una persona 
independientemente de su edad, pues si uno de estos elementos falta causará grave daño a la 
persona como es la alimentación,  y en concordancia con el principio de interés superior del niño y 
como grupo vulnerable se han legislado normas tendientes a garantizar este cumplimiento por parte 
de los alimentantes a través de pensiones, reclamadas mediante vía legal por el lazo parento - filial, 
dicha obligación que no es otra cosa que dinero, ha tomado tanta importancia en el aspecto 
nacional ya que no permite transmitir a otro familiar dicha prestación, debiendo anotar que el 
impago por dos meses consecutivos como lo prescribe la el Código Orgánica de la Niñez y 
Adolescencia origina medidas de carácter real sobre el alimentante moroso. 
 
La  Ley determina quiénes tienen derecho de reclamar alimentos, y quienes tienen la obligación de 
pagarlos, la palabra “alimentos” debe ser entendido en un sentido amplio, ya que no solo significa 
la alimentación propiamente dicha para mantener al cuerpo, sino que además comprende lo 
necesario entre las que se incluyen el calzado, vestido, atención sanitaria, educación y sustento 
propiamente dicho, para que un menor pueda desarrollarse cabalmente y al tratarse de un adulto 
que sea sujeto de este derecho y que está determinado por la Ley, éste pueda mantenerse. 
 
Los Artículos 127, 128 y 129, innumerados 2, 3 y 4, respectivamente, de la Ley reformatoria al 
Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” del Código Orgánica de la Niñez y 
Adolescencia, nos indica que es Derecho de Alimento, sus características y los titulares del derecho 




“Artículo 127, Innumerado 2.- Del derecho de alimentos.- El derecho a alimentos es 
connatural a la relación parento-filial y está relacionado con el derecho a la vida, la 
supervivencia y una vida digna. Implica la garantía de proporcionar los recursos 
necesarios para la satisfacción de las necesidades básicas de los alimentarios que 
incluye: 
 
1. Alimentación nutritiva, equilibrada y suficiente; 
2. Salud integral: prevención, atención médica y provisión de medicinas; 
3. Educación; 
4. Cuidado; 
5. Vestuario adecuado; 
6. Vivienda segura, higiénica y dotada de los servicios básicos; 
7. Transporte; 
8. Cultura, recreación y deportes; y, 
9. Rehabilitación y ayudas técnicas si el derechohabiente tuviere alguna discapacidad 
temporal o definitiva. 
 
Artículo 128, Innumerado 3.- Características del derecho.- Este derecho es 
intransferible, intransmisible, irrenunciable, imprescriptible, inembargable y no 
admite compensación ni reembolso de lo pagado, salvo las pensiones de alimentos que 
han sido fijadas con anterioridad y no hayan sido pagadas y de madres que hayan 
efectuado gastos prenatales que no hayan sido reconocidos con anterioridad, casos en 
los cuales podrán compensarse y transmitirse a los herederos. 
 
Artículo 129, Innumerado 4.- Titulares del derecho de alimentos.- Tienen derecho a 
reclamar alimentos: 
 
1. Las niñas, niños y adolescentes, salvo los emancipados voluntariamente que tengan 
ingresos propios, a quienes se les suspenderá el ejercicio de éste derecho de 
conformidad con la presente norma; 
 
2. Los adultos o adultas hasta la edad de 21 años que demuestren que se encuentran 
cursando estudios en cualquier nivel educativo que les impida o dificulte dedicarse a 
una actividad productiva y carezcan de recursos propios y suficientes; y, 
 
3. Las personas de cualquier edad, que padezcan de una discapacidad o sus 
circunstancias físicas o mentales les impida o dificulte procurarse los medios para 
subsistir por sí mismas, conforme conste del respectivo certificado emitido por el 
Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS, o de la institución de salud que 




El derecho busca dar relación de justicia a los individuos haciendo hincapié en los grupos 
vulnerables por esto su mayor protección en el que se halla incluidos los menores de edad, 
incapacidad física o mental a quienes deban prestarse mayor atención y precaución. 
 
Por este motivo cuando se habla de alimentos o de pensiones alimenticias, siempre se piensa en los 
niños, los ancianos, enfermos, personas con capacidades especiales, pudiéndose considerar en 
términos generales, que es una protección especial para su manutención, tratando de asistir las 
necesidades básicas de la persona. 
 
Como se puede observar la reforma del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, del 28 de 
julio del 2009, ha guardado relación con los tratados y convenios internacionales, a la vez que de 
modo involuntario ha credo situaciones novedosas que pueden ser sujetas de apreciaciones 
jurídicas controversiales y contraposiciones en el campo del derecho, como lo es los obligados 
solidarios, situación que no existía en el Código de Menores y el Reglamento General al Código de 
Menores. 
 
Interés Superior del Niño. 
 
El principio del interés superior del niño o niña, entendido como un conjunto de acciones y 
procesos tendientes a garantizar  un desarrollo integral y una vida digna, así como las condiciones 
materiales y afectivas que les permitan vivir plenamente y alcanzar el máximo de bienestar posible. 
 
Para el citado autor Miguel Cillero en su artículo “El principio del interés superior de la niñez” de 
1998, el concepto del interés superior del niño tendría por lo menos algunas funciones y que, a mi 
parecer se refieren a: 
 
Ayudar a que las interpretaciones jurídicas reconozcan el carácter integral de los derechos del niño 
y la niña. 
 
Obligar a que las políticas públicas den prioridad a los derechos de la niñez. 
 
Permitir que los derechos de la niñez prevalezcan sobre otros intereses, sobre todo si entran en 
conflicto con aquellos. 
Orientar a que tanto los padres como el Estado en general, en sus funciones que les son relativas, 
tengan como objeto “la protección y desarrollo de la autonomía del niño en el ejercicio de sus derechos y 




Miguel Cillero (1998) plantea que la noción de interés superior es una garantía 
de que “los niños tienen derecho a que antes de tomar una medida respecto de ellos, se 
adopten aquellas que promuevan y protejan sus derechos y no las que los conculquen”. 
Así éste autor considera que esta noción supera dos posiciones extremas: “el 
autoritarismo o abuso del poder que ocurre cuando se toman decisiones referidas a los 




Así, el interés superior del niño o niña indica que las familias, sociedades y Gobiernos deben 
realizar el máximo esfuerzo posible para construir condiciones favorables a fin de que éstos puedan 
vivir y desplegar sus potencialidades. Esto lleva implícita la obligación de que, independientemente 
a las coyunturas políticas, sociales y económicas, deben asignarse todos los recursos posibles para 
garantizar este desarrollo. 
 
La noción del interés superior del niño o niña significa por otro lado, que el crecimiento de las 
sociedades depende en gran medida de la capacidad de desarrollar a quiénes actualmente se 
encuentran en esta etapa de la vida de la humanidad. 
 
Desde esta perspectiva, dicha prioridad no es producto de la bondad de la sociedad adulta o de los 
sistemas de gobierno, sino que constituye un elemento básico para la preservación y mejoramiento 
de la raza humana. 
 
Como todo ciudadano libre los niños y niñas tienen derecho a que sus intereses sean protegidos por 
el Estado, para lo cual tanto las familias, las sociedades como los Gobiernos deben poner su mayor 
esfuerzo para lograr que uno de los grupos considerados vulnerables como son los menores, puedan 
desarrollarse tanto física como mentalmente en un ambiente que contenga en primer lugar el amor 
de las personas que rodean a los menores de edad, y el afán de introducir en ellos las buenas 
costumbres, y moral,  y por tanto sus derechos deben prevalecer y ser cuidados cautelosamente con 
el afán de no perjudicar estos a menores, con lo que se garantizará el futuro de los mismos. 
 
Niñas, niños y adolescentes. 
 
El Capítulo Segundo de los Derechos del Buen Vivir, Sección Quinta Artículos 44, 45 y 46 de la 




“Artículo 44.- El Estado, la sociedad y la familia promoverán de forma prioritaria el 
desarrollo integral de las niñas, niños y adolescentes, y asegurarán el ejercicio pleno 
de sus derechos; se atenderá al principio de su interés superior y sus derechos 
prevalecerán sobre los de las demás personas. 
 
Las niñas, niños y adolescentes tendrán derecho a su desarrollo integral, entendido 
como proceso de crecimiento, maduración y despliegue de su intelecto y de sus 
capacidades, potencialidades y aspiraciones, en un entorno familiar, escolar, social y 
comunitario de afectividad y seguridad. Este entorno permitirá la satisfacción de sus 
necesidades sociales, afectivo-emocionales y culturales, con el apoyo de políticas 
intersectoriales nacionales y locales. 
 
Artículo 45.- Las niñas, niños y adolescentes gozarán de los derechos comunes del 
ser humano, además de los específicos de su edad. El Estado reconocerá y 
garantizará la vida, incluido el cuidado y protección desde la concepción. 
 
Las niñas, niños y adolescentes tienen derecho a la integridad física y psíquica; a su 
identidad, nombre y ciudadanía; a la salud integral y nutrición; a la educación y 
cultura, al deporte y recreación; a la seguridad social; a tener una familia y disfrutar 
de la convivencia familiar y comunitaria; a la participación social; al respeto de su 
libertad y dignidad; a ser consultados en los asuntos que les afecten; a educarse de 
manera prioritaria en su idioma y en los contextos culturales propios de sus pueblos y 
nacionalidades; y a recibir información acerca de sus progenitores o familiares 
ausentes, salvo que fuera perjudicial para su bienestar. 
 
El Estado garantizará su libertad de expresión y asociación, el funcionamiento libre 
de los consejos estudiantiles y demás formas asociativas. 
 
Artículo 46.- El Estado adoptará, entre otras, las siguientes medidas que aseguren a 
las niñas, niños y adolescentes: 
 
1. Atención a menores de seis años, que garantice su nutrición, salud, educación y 
cuidado diario en un marco de protección integral de sus derechos.  
 
2. Protección especial contra cualquier tipo de explotación laboral o económica. Se 
prohíbe el trabajo de menores de quince años, y se implementarán políticas de 
erradicación progresiva del trabajo infantil. El trabajo de las adolescentes y los 
adolescentes será excepcional, y no podrá conculcar su derecho a la educación ni 
realizarse en situaciones nocivas o peligrosas para su salud o su desarrollo 
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personal. Se respetará, reconocerá y respaldará su trabajo y las demás 
actividades siempre que no atenten a su formación y a su desarrollo integral. 
3. Atención preferente para la plena integración social de quienes tengan 
discapacidad. El Estado garantizará su incorporación en el sistema de educación 
regular y en la sociedad.  
4. Protección y atención contra todo tipo de violencia, maltrato, explotación sexual o 
de cualquier otra índole, o contra la negligencia que provoque tales situaciones.  
5. Prevención contra el uso de estupefacientes o psicotrópicos y el consumo de 
bebidas alcohólicas y otras sustancias nocivas para su salud y desarrollo.  
6. Atención prioritaria en caso de desastres, conflictos armados y todo tipo de 
emergencias.  
7. Protección frente a la influencia de programas o mensajes, difundidos a través de 
cualquier medio, que promuevan la violencia, o la discriminación racial o de 
género. Las políticas públicas de comunicación priorizarán su educación y el 
respeto a sus derechos de imagen, integridad y los demás específicos de su edad. 
Se establecerán limitaciones y sanciones para hacer efectivos estos derechos.  
8. Protección y asistencia especiales cuando la progenitora o el progenitor, o ambos, 
se encuentran privados de su libertad.  
9. Protección, cuidado y asistencia especial cuando sufra enfermedades crónicas o 
degenerativas.” 
 
Con los antecedentes expuestos y las disipaciones constitucionales y legales he dejado explicado el 
interés superior del niño o niña, inmediatamente continuaré con el siguiente tema de este Capítulo 
que trata la definición de los alimentos que deben los padres a sus hijos menores. 
 
3. 1. Definición. 
 
El derecho a la alimentación está protegido por el derecho internacional humanitario, las normas 
internacionales de derechos humanos, derecho constitucional y legislación interna nacional. Así 
mismo, las obligaciones correlativas de los Estados también están reconocidas por el derecho 
internacional. 
 
 El derecho a la alimentación fue reconocido en 1948, en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos (Artículo 25) como parte del derecho a un nivel de vida adecuado, y 
consagrado en 1966 en el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales (Art. 11). 
 También ha sido reconocido en varios instrumentos internacionales específicos como la 
Convención sobre los Derechos del Niño (Art. 24 (2) (c) y 27 (2 y 3)), la Convención sobre 
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la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer (Art. 12 (2)), o la 
Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Art. 25 (f) y 28 (1)). 
 El derecho a la alimentación ha sido así mismo reconocido por distintos instrumentos 
regionales - como el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como el 
Protocolo de San Salvador (1988), la Carta Africana sobre los Derechos y el Bienestar del 
Niño (1990) y el Protocolo a la Carta Africana de Derechos Humanos y de los Pueblos 
sobre los Derechos de las Mujeres en África (2003)  
 También hay varios instrumentos internacionales en materia de derechos humanos no 
vinculantes desde un punto de vista legal (recomendaciones, líneas directrices, resoluciones 
y declaraciones) que resultan de gran relevancia para el derecho a la alimentación. Uno de 
estos instrumentos de derecho indicativo, y sin duda el más directo y detallado, es el texto 
de las Directrices Voluntarias en apoyo de la Realización Progresiva del Derecho a una 
Alimentación Adecuada en el Contexto de la Seguridad Alimentaria Nacional (en adelante: 
Las Directrices sobre el Derecho a la Alimentación (Las Directrices sobre el Derecho a la 
Alimentación, Aprobadas por el Consejo de la FAO en su 127º período de sesiones, Roma, 
22-27 de noviembre de 2004). Estas Directrices fueron adoptadas por consenso en 
noviembre de 2004 por el Consejo de la FAO. Representan una herramienta práctica para 
ayudar a la realización plena del derecho a una alimentación adecuada. 
 Constitución del Ecuador como norma suprema interna de cumplimiento obligatorio (Art. 
66 (2), 66 (29) (c), 328, 371) 
 
De modo preciso debemos señalar que en Artículos 126 al 133, innumerados del 1 al 8, de la Ley 
reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” del Código Orgánica de la 
Niñez y Adolescencia, que reformara al anterior Código de la Niñez y Adolescencia (Art. 126-
133), que fue promulgado y Publicado por Ley No. 100. En Registro Oficial 737 de 3 De enero 
del 2003, dejo sin sustento jurídico a lo dispuesto en el Código Civil que sin embargo se mantiene 
como norma supletoria para la aplicación del derecho de alimentos a las demás personas que gozan 
de este derecho de alimentos y que no están contempladas en el Código Orgánica de la Niñez y 
Adolescencia. 
 
Al respecto Alberto Brenes Córdova dice: “Alimentos son la consecuencia, la 
asistencia que se dan a alguna persona para su mantenimiento, cantidad que por su 
disposición convencional, testamentaria, legal o judicial, ha de pasar una persona a 
otra, o a su representante legal, a fin de que pueda alimentarse y cumplir otros fines 




En el Artículo 126, innumerado 2, de la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia establece que: “el derecho a alimentos es 
connatural a la relación parento-filial y está relacionado con el derecho a la vida, la 
supervivencia y una vida digna. Implica la garantía de proporcionar los recursos 
necesarios para la satisfacción de las necesidades básicas de los/as alimentarios/as que 
incluye: 
 
1. Alimentación nutritiva, equilibrada y suficiente; 
2. Salud integral: prevención, atención médica y provisión de medicinas; 
3. Educación; 
4. Cuidado;  
5. Vestuario adecuado; 
6. Vivienda segura, higiénica y dotada de los servicios básicos; 
7. Transporte; 
8. Cultura, recreación y deportes; y,  
9. Rehabilitación y ayudas técnicas”. 
 
“El derecho de alimentos, en sentido amplio, puede definirse como el derecho que 
tienen determinadas personas en estado de necesidad de exigir alimentos a otras 
también determinadas, las cuales están obligadas a proporcionárselos por mandato de 
la ley o la voluntad de las partes o la unilateral de un tercero, como es el testador que 





El presente trabajo de investigación, lo quiero dirigir también al desarrollo integral del ser humano, 
teniendo en cuenta que el desarrollo integral del ser humano se lo considera en todas sus 
dimensiones y que tiene que ver con la educación de todas y cada una de las persona, en todas sus 
áreas como en la educación moral, actividad laboral, ámbito personal y familiar en definitiva para 
que exista un desarrollo integral de los seres humanos hay que educar a los niños niñas y 
adolescente ya que pareciera como si la sociedad contemporánea está deteriorada y que cuando 
fueron niños, nunca les enseñaron en sus hogares normas de buenas conductas en sociedad; las 
personas de estos tiempos estamos enfocadas en tener riquezas o tener solo dinero, olvidándonos de 
estudiar y prepararnos para ser unos mejores ciudadanos y poder aportar con nuestros 
conocimientos a la construcción de un mejor País y el desarrollo de un País es solo obligación de 
nosotros como naturales del mismo, cuando las personas nos sintamos preparados moralmente es 




 “La accesibilidad requiere que esté garantizado el acceso económico y físico a la 
alimentación. La accesibilidad económica significa que los alimentos deben estar al 
alcance de las personas desde el punto de vista económico”. (Naciones Unidad, s/a) 
 
Muy acertadamente el Código de la Familia de Costa Rica señala “Los alimentos 
comprenden una prestación económica que, guardando la debida relación entre las 
posibilidades económicas de quienes las da y las necesidades de quien o quienes las 
reciban, sean suficientes para satisfacer, según las circunstancias particulares de cada 
caso” (Código de la Familia) 
 
Tal y como reconoció el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Comité de 
DESC) en su Comentario General 12: 
 
“El derecho a la alimentación adecuada se ejerce cuando todo hombre, mujer o niño, 
ya sea solo o en común con otros, tiene acceso físico y económico , en todo momento, a 
una alimentación adecuada o a medios para obtenerla.” 
 
Para el Relator Especial, el derecho a la alimentación es: 
 
“El derecho a tener acceso, de manera regular, permanente y libre, sea directamente, 
sea mediante compra por dinero, a una alimentación cuantitativa y cualitativamente 
adecuada y suficiente, que corresponda a las tradiciones culturales de la población a la 
que pertenece el consumidor y garantice una vida psíquica y física, individual y 




“El proporcionar alimentos es una obligación consustancial de los/as progenitores/as y, 
a su vez, representa un derecho intrínseco de los niños /as y adolescentes. No se refiere 
exclusivamente a satisfacer las necesidades fisiológicas primaria s a través de la comida 
y bebida diaria o subsistencia, sino que además, comprende la satisfacción de la 
habitación, educación, vestuario, asistencia médica y recreación o distracción” (Albán 




Se debe dejar constancia que no se debe bajo ningún concepto confundir derecho de alimentos con 
pensión alimenticia ya que existen presupuestos jurídicos para que existan derechos a alimentos y 
no fuere susceptible de pensión alimenticia como es el caso de presunción de paternidad o en el 
caso de deberse alimentos a su cónyuge. 
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Al hablarse de alimentos debemos necesariamente enmarcarnos en qué tipo de alimentos estamos 
inmiscuyéndonos a fin de tener una visión panorámica y precisa de los temas a tratarse por lo que 
debo establecer las clases de alimentos existentes en la legislación: 
 
Legales: Se deben por ministerio de la ley. 
 
Congruos: Son los que habilitan el alimentado para subsistir modestamente de un modo 
correspondiente a su posición social. 
 
Necesarios: Son los que bastan para sustentar la vida. 
 
Voluntarios: Se originan en un acuerdo de las partes o la voluntad unilateral del alimentante, 
deberá estarse a voluntad del testador o donante en cuanto haya podido disponer libremente de lo 
suyo. 
 
En líneas precedentes he podido indicar lo que es el derecho a la alimentación para un menor, ya 
que el mencionado derecho está protegido desde los tratados internacionales hasta nuestra 
legislación interna, continúo con el siguiente tema de investigación que trata de los Elementos de 




El derecho a la alimentación es un derecho humano, reconocido por la legislación internacional, 
que protege el derecho de todos los seres humanos a alimentarse con dignidad, ya sea produciendo 




Las personas que deben alimentos propiamente dichos acordes con el Código de la Niñez y 
Adolescencia, Publicado. En Registro Oficial 737, del 3 de enero del 2003, ha simplificado el 




De forma indispensable se debe tener la facultad de exigir dicho derecho que emana de un texto 




La cuantía de los alimentos propiamente dichos se regula proporcionalmente al caudal o medios de 
quien los da y a las necesidades de quien los recibe; de lo cual es consecuencia que, para mantener 
esa proporcionalidad han de reducirse o aumentarse los alimentos a medida del aumento o 
disminución que sufran las necesidades del alimentista y la fortuna de quien haya de satisfacerlos. 
 
La jurisprudencia ha declarado reiteradamente que su determinación corresponde al prudente 
arbitrio del juzgador, los tribunales, pues, apreciarán libremente en cada caso la necesidad y los 
medios. 
 
La necesidad hay que apreciarla teniendo en cuenta las circunstancias subjetivas del alimentista y 
las objetivas del tiempo y lugar. En términos generales puede afirmarse que la necesidad del 
alimentista consiste en la imposibilidad de proveer a su subsistencia, en todo o en parte, sea por sus 
bienes personales, sea por su trabajo. Para estimar si existe imposibilidad hay que tener en cuenta 
su patrimonio y la capacidad de trabajo. 
 
Los requisitos del Artículo 76, del Código de Procedimiento Civil vigente, como norma supletoria, 
debiendo hacer hincapié en la forma de citar que ha originado una gran variedad de formulismos en 
los juzgados del país al ser: 
 
1.- Por oficina de citaciones; 




6.- Boleta Única, y; 
7.- Prensa. 
 
Acorde al formulario único para la demanda de pensión alimenticia, debiendo señalar que en 
cuanto a la boleta única esta está regulada por el instructivo para llenar el formulario pero 
lamentablemente ha caído en un vacío legal al no haber reglamento que puntualice la aplicación de 
esta, por cuanto cada Juzgado provincial ha determinado sus mecanismos propios. 
 
Los elementos personales y los elementos reales mencionados en este tema en lo personal han 






3. 3. Características. 
 




El objetivo de la pensión es suministrar los alimentos que permitan subsistir dignamente, 
cubriendo las necesidades básicas del alimentado, por lo que no se admite la renuncia 
expresa o a futuro de este derecho. 
 
“Los progenitores, tutores, parientes o terceras personas bajo las cuales se halle su 
cuidado, no deben ni pueden renunciar a este derecho. Cualquier estipulación que 
signifique renuncia se tendrá por no existente o será de nulidad absoluta”. (Recalde De 
La Rosa, 2012) 
 
Sin embargo admite la renuncia de pensiones atrasadas acorde a lo estipulado en el Artículo 364 
del Código Civil: 
 
“Artículo 364.- No obstante lo dispuesto en los dos artículos precedentes, las 
pensiones alimenticias atrasadas podrán renunciarse o compensarse, y el derecho de 
demandarlas, transmitirse por causa de muerte, venderse y cederse; sin perjuicio de la 




Dentro de los elementos de las pensiones alimenticias encontramos que necesariamente debe haber 
un alimentante y un alimentado, relación que se establece por la relación parento - filial entre estos 
elementos, la cual si un elemento sale de esta ecuación no puede ser transmitida o endosada para 
otra persona o como ofrecimiento de pago. 
 
Artículo. 362 del Código Civil prescribe que: “El derecho a pedir alimentos no puede transmitirse 
por causa de muerte, ni venderse o cederse de modo alguno, ni renunciarse” 
 
La obligación terminará únicamente por las causas previstas por la ley. 
 
No es susceptible de compensación. 
 
El obligado alimentario no puede sustituir su obligación con otras deudas que tengan el 
alimentante, o cambiar esta con otras que se le deban. El pago de pensión alimenticia será por 
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adelantado y en su totalidad mensual, las cuales pueden ser abonadas en partes hasta completar a la 
mensual. 
 
Es así que en el Artículo 363 del Código Civil se encuentra expresamente la compensación de 
deudas que tenga en demandante en compensación de lo que deba el demandado a favor del 
alimentante. 
 
“Artículo 363: El que debe alimentos no puede oponer al demandante, en compensación, lo que el 
demandante de deba a él” 
 
Solo se admitirá compensación en pensiones atrasadas, en acuerdo entre las partes, establecido en 




Las pensiones alimenticias no son susceptibles de embargos por parte de ningún ente o persona, 
son de primer orden para su cumplimiento, aunque por teoría una persona que sea declarada 
insolvente o en el caso de que sea declarado culpable y ejecutoriada sentencia en materia penal. 
 
Prioridad sobre otra deuda. 
 
Esto todo lo indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia médica, recreación, 
formación integral y educación o instrucción del menor. Los aumentos también se generan a la 
obligación de proporcionárselos a la madre para los gastos de embarazo y parto. 
  
No admite reembolso. 
 
Las pensiones alimenticias no serán devueltas aunque de por medio exista sentencia judicial en la 
que se declare expresamente la inexistencia o negare la demanda, es así que la pensión provisional 
deberá ser canceladas. 
 
No susceptible de arbitraje. 
 
“En razón de su interés social o de orden público, no pueden ser sometidos a la 
resolución de árbitros las cuestiones que versen sobre alimentos [...] Nadie duda que 
las cuestiones sobre alimentos legales futuros escapan al arbitraje [...] La prohibición 
al árbitro para conocer y decidir sobre el derecho de alimentos o pensiones futuras ha 
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sido aplicada reiteradamente por los tribunales. Así, por ejemplo, en el curso de la 
liquidación de una sociedad conyugal y partición de bienes se presentó el problema de 
si la madre estaba obligada a alimentar a sus hijos con bienes propios; el árbitro de la 
especie resolvió que ese problema no era de su competencia y tocaba dilucidarlo a la 
justicia ordinaria. En otro caso, la Corte Suprema afirmó que el partidor de una 
herencia carece de facultades para declarar si la obligación de dar alimentos, 
reconocida anteriormente por la justicia ordinaria, continúa vigente o se ha 
extinguido.” (Vodanovic Haklicka, 2004) 
 
Se puede establecer una posibilidad en mediación por acuerdo de las partes la que será calificada 
por el juez competente, la cual en ningún caso será contra derecho y quien aprobará judicialmente 
la transacción, le da a ésta la eficacia necesaria para ser ejecutada. Por tanto la transacción en 
alimentos queda reducida a unos pocos asuntos: la fijación del monto, el cual no deberá ser inferior 
al establecido en las tablas de pensiones; la forma de pago de la liquidación que se genere, la 
compensación de valores cancelados en especie, el reconocimiento de haber recibido montos 
atrasados, la cual se dará como cosa juzgada y se procederá a notificar por escrito a las partes. 
 
Es un derecho preferente. 
 
Preferencia que se deriva del carácter prioritario y de sobrevivencia que implican para quien tiene 
derecho a recibirlos, por lo que serán cobrados en primer término, antes que cualquier otro tipo de 
créditos. El numeral 6, del Artículo 2374 del Código Civil señala el privilegio de preferencia para 
cobro de los alimentos a favor de menores. 
 
También hay norma constitucional (Artículo 44) que declara la preferencia de derechos de los 





Hasta que no se termine por las causas determinadas con el Código de la Niñez y Adolescencia se 
mantendrá de forma constante. 
 
Las características de las pensiones alimenticias han que dado establecidas en el tema precedente, a 





3. 4. Sujetos. 
 
Obedece a la relación parento - filial entre alimentado con alimentante y sus parientes 
consanguíneos, oportunidad que faculta el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia como lo 
determinaré en páginas siguientes. 
 
Calidad de obligado alimentante. 
 
Están obligados a prestar alimentos para cubrir las necesidades de las personas mencionadas en el 
artículo anterior, en su orden según lo prescribe el Artículo 130, innumerado 5, de la Ley 
reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” del Código Orgánica de la 
Niñez y Adolescencia: 
 
“Artículo 130, Innumerado 5.- Obligados a la prestación de alimentos.- Los padres 
son los titulares principales de la obligación alimentaria, aún en los casos de 
limitación, suspensión o privación de la patria potestad. 
 
En caso de: ausencia, impedimento, insuficiencia de recursos o discapacidad de los 
obligados principales, debidamente comprobado por quien lo alega, la autoridad 
competente ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o completada por uno 
o más de los siguientes obligados subsidiarios, en atención a su capacidad económica y 
siempre y cuando no se encuentren discapacitados, en su orden: 
 
1. Los abuelos/as; 
 
2. Los hermanos/as que hayan cumplido 21 años y no estén comprendidos en los casos 
de los numerales dos y tres del artículo anterior; y, 
 
3. Los tíos/as. 
 
La autoridad competente, en base al orden previsto en los numerales precedentes, en 
los grados de parentesco señalados, de modo simultáneo y con base en sus recursos, 
regulará la proporción en la que dichos parientes proveerán la pensión alimenticia, 
hasta completar el monto total de la pensión fijada o asumirla en su totalidad, según el 
caso. 
 
Los parientes que hubieren realizado el pago podrán ejercer la acción de repetición de 




Los jueces aplicarán de oficio los instrumentos internacionales ratificados por el 
Ecuador a fin de garantizar el derecho de alimentos de los niños, niñas y adolescentes, 
hijas e hijos de padres o madres que hubieren migrado al exterior, y dispondrán todas 
las medidas necesarias para asegurar el cobro efectivo de la pensión. 
 
La autoridad central actuará con diligencia para asegurar el respeto de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, y, responderá en caso de negligencia.” 
 
Como podemos notar lo que prescribe el Artículo 130, innumerdo 5, de la Ley Reformatoria al 
Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” del Código Orgánica de la Niñez y 
Adolescencia, son el padre y la madre, aun en los casos de limitación, suspensión o privación de la 
patria potestad, los principales obligados a suministrar alimentos a los menores, los abuelos estarán 
en segundo lugar, luego vendrán los hermanos que hayan cumplido veintiún años de edad y que no 
estén cursando estudios superiores o que no se les dificulte dedicarse a una actividad productiva o 
que carezcan de recursos propios y suficientes, las personas de cualquier edad, que padezcan de 
una discapacidad o sus circunstancias físicas o mentales o se les impida o dificulte procurarse los 
medios para subsistir por sí mismas; para dejar de ultimo a los tíos. 
 
Si hay más de una persona obligada a la prestación de alimentos, el Juez regulará la contribución de 
cada una en proporción a sus recursos. Solamente en casos de falta, impedimento o insuficiencia de 
recursos de los integrantes del grupo de parientes que corresponda, serán llamados en su orden, los 
del grupo siguiente, para compartir la obligación con los del grupo anterior o asumirla en su 
totalidad, según sea el caso. 
 
Calidad de beneficiario de los alimentos. 
 
Al tratarse de elementos personales encontramos por otro lado los beneficiarios de dichos 
alimentos así tenemos según lo que prescribe el Artículo 129, innumerado 4, de la Ley reformatoria 
al Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” del Código Orgánica de la Niñez y 
Adolescencia: 
 
“Artículo 129, Innumerado 4.- Titulares del derecho de alimentos.- Tienen derecho a 
reclamar alimentos: 
 
1. Las niñas, niños y adolescentes, salvo los emancipados voluntariamente que tengan 
ingresos propios, a quienes se les suspenderá el ejercicio de éste derecho de 




2. Los adultos o adultas hasta la edad de 21 años que demuestren que se encuentran 
cursando estudios en cualquier nivel educativo que les impida o dificulte dedicarse a 
una actividad productiva y carezcan de recursos propios y suficientes; y, 
 
3. Las personas de cualquier edad, que padezcan de una discapacidad o sus 
circunstancias físicas o mentales les impida o dificulte procurarse los medios para 
subsistir por sí mismas, conforme conste del respectivo certificado emitido por el 
Consejo Nacional de Discapacidades CONADIS, o de la institución de salud que 
hubiere conocido del caso que para el efecto deberá presentarse”. 
 
Los niños, niñas y adolescentes no emancipados, son los principales titulares del derecho de 
alimentos; luego estarán los adultos hasta la edad de veintiún años, si se encuentran cursando 
estudios superiores y que les impida o dificulte el dedicarse a alguna actividad productiva y 
carezcan de recursos propios suficientes; para dejar por ultimo a las personas de cualquier edad que 
no estén en condiciones físicas o mentales de procurarse los medios para subsistir por sí mismos, a 
estos últimos los alimentos serán para toda la vida. 
 
“Se conoce que en las judicaturas es alto el índice de demandas rechazadas si no se 
justifica primero la imposibilidad de contactar al obliga do principal. “Es casi 
imposible demandar a un subsidiario porque para probar la ausencia del principal el 
Juez exige publicación en un diario nacional y el costo es demasiado alto, no amerita 
ese gasto cuando las pensiones son tan bajas”. Por otro lado, se cuestiona que en estos 
casos los jueces no siempre aplican los distintos niveles de la tabla pues solo se aplica 
el nivel más bajo aunque los ingresos sean superiores. Algunos de los jueces mencionan 
que siempre existió la responsabilidad de los alimentantes subsidiarios, solo que ahora 
se facilitó la prueba pues se ampliaron las posibilidades para “saltarse” al principal. 
Desde los Abogados patrocinadores, se menciona que los jueces aceptan demandas 
solo si se justifica plenamente la ausencia del principal, no aceptan declaraciones 
juramentadas como prueba pero tampoco han exigido publicaciones en la prensa. 
 
Destacan que es más fácil probar cuando el padre ha migrado porque solo se pide el 
movimiento migratorio” (García, Alarcón, & Ramírez Salas, 2011) 
 
El Artículo 135, innumerado 10, de la Ley reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho 
de Alimentos” del Código Orgánica de la Niñez y Adolescencia, nos indica el procedimiento que se 
debe adoptar cuando un niño, niña o adolescente no se encuentra determinada su parentesco filial: 
 
“Artículo 135, Innumerado 10.- Obligación del presunto progenitor.- El Juez/a fijará 
la pensión de alimentos a favor del niño, niña o adolescente a una persona cuya 
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filiación o parentesco en el caso de los demás parientes consanguíneos no ha sido 
legalmente establecida, de acuerdo con las siguientes reglas: 
 
a) En el evento de existir negativa por parte del demandado o demandada a someterse 
a las pruebas científicas de ADN que el Juez/a disponga, se presumirá de hecho la 
filiación o relación de parentesco en el caso de los demás parientes consanguíneos, con 
el alimentario y en la misma providencia se fijará la pensión provisional, la cual será 
exigible desde la presentación de la demanda. 
 
b) Si el resultado del examen de ADN es positivo, el Juez/a declarará la filiación y la 
correspondiente paternidad o maternidad y dispondrá la inscripción de la respectiva 
Resolución en que así lo declare en el Registro Civil; o la relación de parentesco en el 
caso de los demás parientes consanguíneos. En la misma providencia fijará la pensión 
definitiva de alimentos, la cual será exigible desde la fecha de presentación de la 
demanda. 
 
c) Si el demandado o demandada funda su negativa para la práctica del examen de 
ADN en la circunstancia de carecer de recursos para sufragarlo, el Juez/a dispondrá 
que el Ministerio de Salud Pública, a través de una Unidad de Investigación Genética, 
realice el examen de ADN en forma gratuita. 
 
Se admitirá la demostración de la carencia de recursos del presunto padre, madre o 
pariente consanguíneo obligado a sufragar los gastos que demande el examen de ADN, 
así como las costas procesales y los gastos del estudio social, cuando del estudio de la 
oficina técnica se probare dicho particular y de conformidad con la prueba que se 
actúe en la audiencia respectiva. 
 
Se prohíbe practicar los exámenes de ADN al que está por nacer; sin embargo se lo 
puede hacer en personas fallecidas, cuando ello sea necesario para establecer la 
relación parentofilial”. 
 
Una vez que he concluido el tratamiento de los sujetos que deben alimentos continuaré con el 
tratamiento del siguiente tema que son las medidas para el fiel cumplimiento de esta obligación 
alimenticia. 
 
3. 5. Incumplimiento. 
 
Los Tratados Internacionales, las Convenciones, la Constitución y el Código Orgánico de la Niñez 
y Adolescencia han permitido medidas para el fiel cumplimiento de ésta obligación alimenticia a 
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favor de los alimentados en tal virtud, sin embargo al presentarse la demanda de alimentos ésta 
puede solicitarse medidas que serán otorgadas de ser el caso desde la calificación de la demanda. 
 
Esta oportunidad la encontramos en el formulario único para la demanda de alimentos, dentro del 
campo número 15 y en la que puede Pedir la prohibición de salida del país, se prohíba la venta de 
vehículos y la prohibición de enajenar inmuebles de propiedad del demandado para lo cual se 
deberá adjuntar los requisitos para cada caso. 
 
De acuerdo con el profesor FENECH y la mayoría de la doctrina, “los actos procesales 
cautelares se pueden dividir en dos grandes grupos, según tiendan a limitar la libertad 
individual o a limitar la libertad de disposición sobre un patrimonio. A los primeros les 
llamaremos actos cautelares personales, y a los segundos, actos cautelares reales.” 
 
He dejado claro el tema del incumplimiento de las pensiones alimenticias, continuación me referiré 
al tema medidas de coacción de carácter personal. 
 
3. 5. 1. Medida de Carácter Personal. 
 
Ahora bien, sucede con la situación del  no pago de las pensiones alimenticias que han  sido fijadas 
por el juzgador y que no han sido canceladas, pues es claro, se han creado medidas de coacción 
como son los apremios personales o reales para que, el obligado cumpla con su responsabilidad.  
 




El Artículo 147, innumerado 22, de la Ley reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho 
de Alimentos” del Código Orgánica de la Niñez y Adolescencia, claramente prescribe cuando se 
puede solicitar el apremio personal: 
 
“Artículo 147, Innumerado 22.- Apremio personal.- En caso de que el padre o madre 
incumpla el pago de dos o más pensiones alimenticias, el Juez/a a petición de parte y 
previa constatación mediante la certificación de la respectiva entidad financiera o del 
no pago, y dispondrá el apremio personal hasta por 30 días y la prohibición de salida 
del país. En caso de reincidencia el apremio personal se extenderá por 60 días más y 




En la misma resolución en la que se ordene la privación de libertad, el Juez/a ordenará 
el allanamiento del lugar en el que se encuentre el deudor, siempre y cuando preceda 
la declaración juramentada sobre el ocultamiento del obligado/s, por parte de quien 
solicita dicha medida. 
 
Previo a disponer la libertad del alimentante moroso, el Juez/a que conoció la causa, 
realizará la liquidación de la totalidad de lo adeudado y receptará el pago en efectivo 
o cheque certificado. Pagada la totalidad de la obligación, el Juez/a dispondrá la 
libertad inmediata. 
 
Sin perjuicio de lo dispuesto en el presente artículo, el Juez/a podrá ejecutar el pago en 
contra de los demás obligados. 
 
Similar procedimiento se cumplirá cuando el obligado haya dejado de pagar dos o más 
obligaciones asumidas mediante acuerdos conciliatorios”. 
 
El Artículo 147, Innumerado 22, de la Ley Reformatoria al  Título V, Libro II del Código Orgánico 
de la Niñez y Adolescencia en concordancia con la excepción prevista en el Artículo 66, numeral 
29, literal C, de la Constitución de la República del Ecuador señala: En caso de que el padre o 
madre incumpla el pago de dos o más pensiones alimenticias, el Juez/a petición de parte y previa 
constatación mediante la certificación de la respectiva entidad financiera del no pago, dispondrá el 
apremio personal hasta por 30 días y la prohibición de salida del país. En caso de reincidencia el 
apremio personal se extenderá por 60 días más y hasta por un máximo de 180 días. 
 
Tómese en cuenta que el Ecuador, al tener un derecho eminentemente escrito, de raigambre 
romano-germánica (caracterizado por la presencia de códigos y leyes) se ha determinado la 




Como hemos visto la medida cautela personal, “Apremio Personal”, tiene carácter de privación de 
la libertad de los ciudadanos, aquellos que han incumplido con el pago efectivo de disposiciones 
emanadas en el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, que es considerado como crédito 
privilegiado, debe cumplirse sopena de la aplicación de medidas cautelares personales, dispuestas 
únicamente en el anterior Código Penal y Código de Procedimiento Penal y en la actualidad se 
encuentra tipificado en el Código Integral Penal, que entro en vigencia el diez de agosto de 2014, o 
sea, seis meses después de su promulgación en el Registro Oficial, lo que hace que estos procesos 
conlleven carácter penal, lo contrario a la Ley en estos casos, es que no llevan la obligación del 
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cumplimiento de un proceso penal, sin embargo se aplica el cumplimiento de la pena, que según el 
Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, tienen los plazos establecidos en el Artículo 147, 
Innumerado 22, de la Ley Reformatoria al Título V, Libro II del Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia en concordancia con la excepción prevista en el Artículo 66, numeral 29, literal c, de 
la Constitución de la República del Ecuador,  y hasta de 180 días que de conformidad a lo que 
disponía en el Código de Procedimiento Penal y en la actualidad también lo dispone el Código 
Integral Penal, es el tiempo de duración de la “prisión preventiva”, medida cautelar dictada de 
último ratio, como medida de extrema aplicación, no como en el caso en estudio que se dicta sin 
análisis previo, para mayor compresión de este tema profundizo más sobre la materia en el tema 3. 
6. 1. 
En lo personal no estoy de acuerdo con la prisión por la mora de dos o más pensiones alimenticias, 
ya que existen otras formas de cobro de estas obligaciones, sin embargo existen ciertos Abogados 
que la recomiendan a sus clientes como única opción de cobro de pensiones alimenticias el apremio 
personal, cuando existen otras medidas como lo es el cobro mediante el patrono del demandado, la 
prohibición de enajenar bienes, el secuestro de bienes, en fin existen otras medidas que se pueden 
aplicar para el cobro de las obligaciones por pensiones alimenticias. 
 
Sin embargo, quienes son renuentes al pago, y se han visto inmiscuidos en la privación de su 
libertad por apremio personal, una vez cumplidos los plazos fijados por el juzgador, han solicitado 
la recuperación de su libertad mediante la garantía jurisdiccional del Hábeas Corpus, que no 
explícitamente, pero si en forma análoga, ha resuelto otorgar la libertad a estas personas sin que 
cancelen ninguna pensión alimenticia. Y al final ¿Qué pasa con el derecho de los niños, niñas y 
adolescentes en torno a recibir sus alimentos? ¿Qué sucede con el interés superior de los niños 
promulgado en la Carta Magna? Son estas, las interrogantes que se presentan en torno a los 
apremios. Detractores de la existencia del apremio personal señalan que la medida no es 
proporcional y en lugar de servir para cancelar las pensiones adeudas, lo único que hacen es 
mermar aún más la economía del alimentante. 
 
Al momento de ejecutar un apremio personal por falta de pago de pensiones alimenticias se 
produce una tensión entre dos derechos constitucionales (por un lado la libertad del demandado y 
por otro el derecho a la alimentación y subsistencia del niño) generando una constante lucha por 
adecuarlos. 
 
Principio de ponderación. 
 
Este principio, quiere decir que cualquier autoridad sea esta Administrativa o Judicial, cuando se 
encuentre frente a un conflicto de leyes o principios del mismo rango, deberá valorar o ponderar 
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cuál de las normas o principios aplicará la norma o principio que más favorezca su efectiva 
vigencia, sin violar otros principios o normas de conformidad a lo que prescribe el Artículo 11, 
numeral 5, de la Constitución de la República y el Artículo 3, numeral 3, de la Ley Orgánica de 
Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional: 
 
“Artículo 11.- EI ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes principios: 
 
5. En materia de derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores 
públicos, administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que 
más favorezcan su efectiva vigencia. 
 
Artículo 3.- Métodos y reglas de interpretación constitucional.- Las normas 
constitucionales se interpretarán en el sentido que más se ajuste a la Constitución en su 
integralidad, en caso de duda, se interpretará en el sentido que más favorezca a la 
plena vigencia de los derechos reconocidos en la Constitución y que mejor respete la 
voluntad del constituyente. 
 
Se tendrán en cuenta los siguientes métodos y reglas de interpretación jurídica 
constitucional y ordinaria para resolver las causas que se sometan a su conocimiento, 
sin perjuicio de que en un caso se utilicen uno o varios de ellos: 
 
3. Ponderación.- Se deberá establecer una relación de preferencia entre los principios 
y normas, condicionada a las circunstancias del caso concreto, para determinar la 
decisión adecuada. Cuanto mayor sea el grado de la no satisfacción o de afectación de 
un derecho o principio, tanto mayor tiene que ser la importancia de la satisfacción del 
otro”. 
 
Ante tal suceso, fue la Corte Constitucional (antes Tribunal Constitucional) que emitió resoluciones 
que atenuaban el conflicto entre estos dos derechos, señalando: 
 
La concesión del Hábeas Corpus, aplicando el principio pro-libertate, encuentra apoyo en normas 
Constitucionales y Tratados Internacionales como el Artículo 66, numeral 29, de la Constitución de 
la República del Ecuador que entre otros aspectos prohíbe la prisión por deudas. El Artículo 7, 
inciso 7, de la Convención Americana de Derechos Humanos que establece: “Nadie será detenido 
por deuda” y añade “Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente 
dictados por incumplimientos de alimentos”. El Artículo 11, del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos establece que: “nadie será encarcelado por el solo hecho de no cumplir 
obligación contractual” y el Artículo 25, inciso segundo, de la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre dispone que: “nadie puede ser detenido por incumplimiento de obligaciones 
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de orden civil”. Nótese que todas las normas transcritas ubican a la LIBERTAD de la persona por 
encima de los valores materiales. (Segunda Sala del Tribunal Constitucional, 2008) 
 
Prohibición de salida del país. 
 
Medida cautelar de carácter personal, que el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 
prescribe para asegurar el pago de las prestaciones alimenticias, esta medida cautelar es 
diametralmente exclusiva para el demandado legal o para los obligados solidarios, a través del cual 
se garantiza la inmediación procesal del demandado al proceso de alimentos y también 
garantizando el interés superior del niño. 
Medida en el campo del derecho como una resolución prevista, adoptada por un Juez ante la 
posibilidad de incumplimiento que limita su libertad de movilidad en el demandado y que tiende a 
asegurar su comparecencia y su cumplimento de una obligación por pensión alimenticia que no es 
sino otra cosa que dinero a ser entregado, la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia, en sus Artículos 147.3, 147.4 y 147.5, innumerados 25, 26 y 27 respectivamente, 
claramente prescribe la prohibición de salida del País, las medidas cautelares reales y la cesación de 
los apremios respectivamente: 
 
“Artículos 147.3, Innumerado 25.- Prohibición de salida del país.- A petición de 
parte, en la primera providencia, el juez decretará sin notificación previa, la 
prohibición de ausentarse del territorio nacional, la que se comunicará de inmediato a 
la Dirección Nacional de Migración. 
 
Artículos 147.4, Innumerado 26.- Medidas cautelares reales.- Para asegurar el pago 
de la prestación de alimentos, el Juez/a podrá decretar cualquiera de los apremios 
reales contemplados en el Código de Procedimiento Civil. 
 
Artículos 147.5, Innumerado 27.- Cesación de los apremios.- La prohibición de 
salida del país y el apremio personal a los que se refieren los artículos anteriores 
podrán cesar si el obligado rinde garantía real o personal estimada suficiente por el 
Juez/a. En el caso de garantía personal, el garante o fiador estará sujeto a las mismas 
responsabilidades y podrá ser sometido a los mismos apremios que el deudor principal. 
 
Los demás apremios e inhabilidades sólo cesarán con la totalidad del pago adeudado y 
sus respectivos intereses, en efectivo o mediante cheque certificado”. 
 
Según Fenech “son actos o medidas cautelares los que consisten en una imposición del 
Juez o Tribunal que se traduce en una limitación de la libertad individual de una 
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persona... y que tiene por fin asegurar la prueba o las responsabilidades inherentes al 
hecho punible, haciendo posible la consecución del fin del proceso penal” (Fenech, 
s/a) 
 
He dejado claro el tema de coacción de carácter personal que se trató en líneas anteriores, ahora 
continuaré con el tema de las Medidas de Carácter Real. 
 
3. 5. 2. Medidas de Carácter Real. 
 
La necesidad de que existan medidas cautelares en el proceso por pensiones alimenticias viene 
dada por la combinación de dos factores: por un lado, todo proceso con las debidas garantías se 
desarrolla siguiendo unas normas de procedimiento por lo que tiene una duración temporal; y por 
otro, la actitud de la persona a la que afecta el proceso, de la que se debe asegurar el cumplimiento 
de la obligación. 
 
Por ello, la Ley faculta al órgano jurisdiccional a que adopte determinadas precauciones para 
asegurar que puedan realizarse adecuadamente los diversos actos que conforman el proceso, y para 
que al término del mismo el auto resolutorio que se dicte sea plenamente eficaz. 
 
En consecuencia, podemos definir las medidas cautelares como aquel conjunto de actuaciones 
“encaminadas al aseguramiento del juicio y a la efectividad de la sentencia que se dicte” (Gómez 
Orbaneja) 
 
Estas medidas participan de los mismos caracteres que las adoptadas en el proceso civil: 
instrumentalidad (no constituyen un fin en sí mismas, sino que están vinculadas a la 
provisionalidad, no son definitivas, pudiéndose modificar en función del resultado del proceso o si 
se alteran los presupuestos que llevaron a adoptarlas) y homogeneidad (debe ser semejante o 
parecida a la medida ejecutiva que en su día deba acordarse para la efectividad de la resolución). 
 
Los actos cautelares reales o patrimoniales pueden tener, a su vez, varias finalidades, según tiendan 
a asegurar los medios de prueba; o al pago de una cantidad de dinero superior y en base a lo 
actuado en ofrecimiento de prueba, o por los terceros responsables civiles. 
 
No debemos confundir con las medidas cautelares dictadas en procesos penal las cuales tienen  por 
naturaleza otro objetivo, desde un punto de vista amplio del término, como medidas cautelares 
tendentes a asegurar los medios de prueba (entrada y registro en lugar cerrado; detención, apertura 
y examen de correspondencia privada e intervención y observación telefónica y el secuestro del 
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“cuerpo del delito”, etc.), en realidad son “actos para la investigación del delito”, por lo que no 
serán objeto de nuestro estudio. 
 
Las medidas de carácter real cesaran cuando el obligado principal, el obligado subsidiario o el 
obligado solidario, cancelen la totalidad de la obligación según lo manifiesta el inciso segundo del 
Artículo 147. 5, innumerado 27, de la Ley Reformatoria al Código Orgánico de la Niñez y 
Adolescencia: 
 
“Artículos 147.5, Innumerado 27.- Cesación de los apremios.- La prohibición de 
salida del país y el apremio personal a los que se refieren los artículos anteriores 
podrán cesar si el obligado rinde garantía real o personal estimada suficiente por el 
Juez/a. En el caso de garantía personal, el garante o fiador estará sujeto a las mismas 
responsabilidades y podrá ser sometido a los mismos apremios que el deudor principal. 
 
Los demás apremios e inhabilidades sólo cesarán con la totalidad del pago adeudado y 
sus respectivos intereses, en efectivo o mediante cheque certificado”. 
 
Restricción de la propiedad. 
 
Con el objeto de asegurar el debido procedo dentro de los juicios de alimentos y en base al 
principio de buena fe se ha establecido algunas restricciones respecto de los bienes que posee el 
demandado por pensión alimenticia, dejando entre ver que se trata sobre bienes inmuebles y sobre 
vehículos. 
 
Los bienes inmuebles son aquellos bienes que tienen una situación fija y no pueden ser 
desplazados. Pueden serlo por naturaleza, por incorporación, por accesión, etc. Se conoce 
principalmente a los bienes inmuebles de carácter inmobiliario, es decir departamentos, terrenos, 
casas, garajes u otros ejemplos similares. Los bienes inmuebles tienen tal consideración frente a los 
bienes muebles, los cuales se pueden desplazar o ser trasladados. Según el artículo 584 del Código 
Civil, son bienes corporales se dividen en bienes muebles e inmuebles. 
 
Existe el registro de bienes inmuebles conocido como Registro de la propiedad. En cuanto a la 
localización de propietarios de bienes inmuebles hay que tener en cuenta que de cada bien 
inmueble el Registro de la propiedad emite un documento llamado Certificada de Gravámenes 
donde se encontrará la situación jurídica de dicho bien y en la que se sentará razón que queda 
prohibido de ser enajenado por un juicio de alimentos debiendo contar las características como 




Se pueden brindar dos significados diferentes para el concepto de las restricciones al derecho de 
propiedad. 
 
Esta limitación impide realizar enajenación por compra-venta, donación u otros afines a favor de 
terceras personas. 
 
Por otra parte encontramos que la misma medida puede recaer a vehículo alguno en el que conste 
mediante certificación de la Agencia Nacional de Tránsito sea propiedad del demandado, limita 
igualmente el dominio del vehículo impidiendo ser permutado, donado o vendido a terceras 
personas. 
 
En las líneas precedentes he tratado el tema las Medidas de Carácter Real que se aplican al 
incumplimiento de las pensiones alimenticias ahora trataremos el tema de quienes son los Deudores 
de pensiones alimenticias. 
 
3. 6. Deudores. 
 
Recordando la jerarquía de los posibles deudores que están obligados a prestar alimentos para 
cubrir las necesidades de los niños, niñas y adolescentes en su orden según lo prescribe el Artículo 
130, innumerado 5, de la Ley reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” 
del Código Orgánica de la Niñez y Adolescencia: 
 
“Artículos 130, Innumerado 5.- Obligados a la prestación de alimentos.- Los 
padres son los titulares principales de la obligación alimentaria, aún en los casos de 
limitación, suspensión o privación de la patria potestad. 
 
En caso de: ausencia, impedimento, insuficiencia de recursos o discapacidad de los 
obligados principales, debidamente comprobado por quien lo alega, la autoridad 
competente ordenará que la prestación de alimentos sea pagada o completada por 
uno o más de los siguientes obligados subsidiarios, en atención a su capacidad 
económica y siempre y cuando no se encuentren discapacitados, en su orden: 
 
1. Los abuelos/as; 
 
2. Los hermanos/as que hayan cumplido 21 años y no estén comprendidos en los 




3. Los tíos/as. 
 
La autoridad competente, en base al orden previsto en los numerales precedentes, en 
los grados de parentesco señalados, de modo simultáneo y con base en sus recursos, 
regulará la proporción en la que dichos parientes proveerán la pensión alimenticia, 
hasta completar el monto total de la pensión fijada o asumirla en su totalidad, según 
el caso. 
 
Los parientes que hubieren realizado el pago podrán ejercer la acción de repetición 
de lo pagado contra el padre y/o la madre. 
 
Los jueces aplicarán de oficio los instrumentos internacionales ratificados por el 
Ecuador a fin de garantizar el derecho de alimentos de los niños, niñas y 
adolescentes, hijas e hijos de padres o madres que hubieren migrado al exterior, y 
dispondrán todas las medidas necesarias para asegurar el cobro efectivo de la 
pensión. 
 
La autoridad central actuará con diligencia para asegurar el respeto de los derechos 
de los niños, niñas y adolescentes, y, responderá en caso de negligencia.” 
 
El padre y la madre, aun en los casos de limitación, suspensión o privación de la patria potestad, 
son los principales que tienen que sufragar pensiones de alimentos; luego vendrán los abuelos; a 
continuación estarán jerárquicamente los hermanos que hayan cumplido veintiún años y no estén 
cursando estudios de nivel superior, que estos hermanos se les dificulte dedicarse a una actividad 
productiva o que no tengan medios económicos suficientes para subsistir o que tengan cualquier 
impedimento físico que les impida realizar actividades laborales para su sustento económico; y las 
personas de cualquier edad que no tengan impedimento físico para realizar actividad laboral; y por 
último tenemos a los tíos.  
 
Este se puede dividir en deudor principal y otro el solidario, determinado contra quien se ha 
propuesto la demanda de alimentos es así que tenemos a un deudor principal que se enmarca al 
padre o la madre del menor. 
 
Si los obligados en el mismo grado fueran varios se repartirá entre ellos el pago de la pensión en 
proporción a su caudal respectivo; pero provisionalmente, en caso de urgencia y por circunstancias 
especiales, puede el Juez asignar el pago a sólo uno, sin perjuicio del derecho de éste a reclamar de 
los demás obligados la parte que les corresponda, de conformidad a lo que prescribe el Artículo 
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130, innumerado 5, de la Ley reformatoria al Título V, del Libro Segundo “Derecho de Alimentos” 
del Código Orgánica de la Niñez y Adolescencia. 
 
La preferencia señalada para prestar alimentos lo es también para recibirlos en caso de ser varios 
los peticionarios y uno sólo el obligado, si éste no tiene fortuna bastante para atender a todos, se 
dividirá entre todos los reclamantes la pensión. 
 
3. 6. 1. Principal. 
 
El Tratadista Antonio Vodanovic H. conceptúa las pensiones atrasadas, de la siguiente 
manera: “En general, crédito devengado es aquel al cual se ha adquirido el derecho a 
percibirlo y pensión alimenticia atrasada no es sino aquella a la cual se ha adquirido el 
derecho de percibirla y sin embargo no se ha logrado, sea porque no se ha cobrado o, a 
pesar de haberlo hecho, su deudor no lo ha pagado” (Derecho de Alimentos, página 
216) y citando a Luis Claro Solar señala que: “Son pensiones atrasadas las 
correspondientes a un periodo determinado que el alimentante ha dejado de pagar en 
las épocas señaladas por la sentencia que lo condenan a una determinada pensión 
periódica o en la fecha fijada en el convenio que celebraron acreedor y deudor o las 
que el alimentista ha dejado de cobrar por cualquier motivo”. 
 
La doctrina internacional considera la posibilidad de suspender la orden de detención 
del que paga una parte de la deuda alimentaria y pide facilidades para saldarla; 
conforme bien señala Antonio Vodanovic (Pág. 200): “Si el alimentante contra el cual 
hay orden de arresto por no pago de pensiones atrasadas, al solicitar la suspensión de 
la medida, abona más de la tercera parte de la deuda y pide facilidades para el pago 
del resto, no resulta prudente negarse a la suspensión del apremio. Porque de 
mantenerse el arresto es razonable pensar que el deudor a favor del cual se recurre el 
amparo no tendrá la posibilidad de lograr los medios necesarios para satisfacer la 
deuda total, máxime si hay antecedentes que el apremiado se encuentra actualmente sin 
trabajo estable, antecedentes que el Juez recurrido debe ponderar para resolver lo que 
corresponda en relación a los mismos”. 
 
En la parte resolutiva tenemos que se revoca la resolución emitida y en consecuencia se concede el 
recurso de Hábeas Corpus interpuesto, disponiendo la libertad del recurrente; exhortan a los Jueces 
de la Niñez y Adolescencia para que en casos similares, protegiendo el derecho de los alimentarios, 
instrumenten mecanismos para garantizar el derecho a la libertad de los alimentantes, propiciando 
convenios de pago de las pensiones alimentarias adeudadas; además exhortan a la Asamblea 
Nacional, a fin de que proceda a las reformas pertinentes al Código Orgánico de la Niñez y de la 
Adolescencia haciéndole conocer de esta resolución. 
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La Primera Sala de este Tribunal, en la resolución No. 0086-2006-HC, emitida en un 
caso similar al presente, publicada en el Suplemento de R.O. No. 13, del jueves 1 de 
febrero, de 2007, página 25 a 28, al referirse al Artículo 141, del Código de la Niñez y 
Adolescencia, señala: “Revisada en su integridad la norma, es claro que el apremio 
personal, lejos de consistir en una pena, es propiamente una medida de presión y fuerza 
creada por la Ley para obligar al pago de las pensiones alimenticias, disponiéndose, 
según se establece el inciso primero, que en el caso de no pago de dos o más pensiones 
de alimentos, el Juez ordene el apremio personal, “hasta por diez días”; y que, en caso 
de reincidencia, este plazo se extenderá “hasta por 30 días”. Este es el plazo máximo 
por el que el apremio personal concebido como medida de fuerza, no una pena, puede 
extenderse y determinarse con este límite, según señala la Ley. Sin embargo, el último 
inciso del mismo artículo, en su estructura literal conlleva a que la medida de apremio 
cautela y fuerza, subordinada por tanto a un interés mayor, se traduzcan en una pena 
indefinida y perpetua por razón de las obligaciones de alimentos no sufragadas por 
más de un año; por lo que la aplicación del último inciso del Art. 141 del Código de la 
Niñez y Adolescencia si se lo aplica de manera literal, se estaría transgrediendo uno de 
los derechos fundamentales de todo ser humano como es el de la libertad, sin que esta 
medida, por otra parte, permita el cumplimiento de los objetivos del referido Código en 
el sentido de proteger al niño o adolescente que precisa de alimentos, pues la 
indeterminación en el tiempo de detención del alimentante moroso desnaturaliza el 
objetivo de la pensión, que es garantizar el sustento de niño o adolescente, ya que 
encontrándose en prisión el obligado, con la consiguiente imposibilidad de ejercer una 
actividad que le permita el ingreso de recursos económicos necesarios, mal puede 
cumplir su obligación”. 
 
Así, tanto el Artículo 66, numeral 29, de la Constitución de la República del Ecuador en 
concordancia con los Tratados Internacionales citados, coloca la seguridad y libertad de la persona 
por encima de los valores materiales, precisando la posibilidad de que alguien pueda ser castigado 
de esta forma por no tener recursos con que atender sus obligaciones económicas; además porque 
el pago de dudas no reviste interés público preeminente; más si reclama y reviste interés público 
preeminente el pago de pensiones alimenticias, tal como lo prescriben los Artículos 5, numerales 1 
y dos y el Artículo 7, numerales 1, 2, 6 y 7: 
 
“Artículo 5º 
Derecho a la Integridad Personal 
 




2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o 
degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto debido a la 
dignidad inherente al ser humano. 
 
Artículo 7º 
Derecho a la Libertad Personal 
 
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal. 
 
2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las 
condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes 
o por las leyes dictadas conforme a ellas. 
 
6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal 
competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o 
detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los 
Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser 
privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de 
que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser 
restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 
 
7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad 
judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios”. 
 
Se procede a analizar si puede alegarse en un recurso de Hábeas Corpus que con la detención en los 
juicios de alimentos se ha infringido y se ha violado el derecho humano de la libertad de las 




A fin de efectuar este análisis es menester realizar un ejercicio de interpretación constitucional, que 
es el arte de aplicar los principios que formula la hermenéutica constitucional, más aún si se tiene 
en cuenta que antes de aplicar una norma jurídica a un caso concreto es necesaria su interpretación. 
 
Es preciso señalar que la interpretación es el proceso racional, por el cual se desentraña el sentido y 
alcance de una norma jurídica, de tal modo que no se concibe su aplicación a las relaciones 
escóllales sin haber previamente acudido a la debida aplicación del arte de interpretar, pues solo de 
esta manera se permite comprender la norma en su formulación hipotética y relacionarla luego con 
los matices fácticos que presentan en cada caso concreto, los hechos sobre los cuales se aplica. 
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El Artículo 10, de la Constitución de la República del Ecuador dispone: “El más alto deber del 
Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos humanos que garantiza esta 
constitución”, de lo que se colige que la prioridad fundamental de un estado social y democrático 
de derecho, como se define a nuestro país en la Constitución, es garantizar en forma eficaz y 
permanente los derechos y garantías constitucionales de los ciudadanos, se ha considerado que el 
reto de las democracias modernas consiste en transformar el estado de derecho en un estado social 
y democrático de derecho porque se reconoce que su más sólido basamento radica en el irrestricto 
respeto a los derechos humanos y a las garantías constitucionales. 
 
Con los antecedentes que expuesto en éste tema he dejado claro lo referente al tema de quienes son 
los Deudores de pensiones alimenticias, ahora continuando con este trabajo de investigación trataré 
el tema deudores Subsidiarios y solidarios de pensiones de alimento. 
 
3. 6. 2. Subsidiarios. 
 
De conformidad a lo que prescribe el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, primero habrá 
de actuarse contra aquel sujeto que cargue con la responsabilidad principal (padre o madre), y sólo 
si éste falla, se actuará contra el responsable subsidiario (abuelos, hermanos o tíos), que habrá de 
responder por el total de las pensiones alimenticia impuestas por el Juez cuando éste obligado 
subsidiario sea legalmente citado como tal, sin perjuicio de que más tarde pueda repetir la 
obligación contra el obligado principal. 
 
Para la prestación de alimentos a los menores, establece que en caso de ausencia o insuficiencia de 
recursos de parte de los padres, tendrán obligación subsidiaria los abuelos y los hermanos de los 
padres, cuyas edades sean superiores a 21 años, que no estén cursando estudios superiores o que se 
les dificulte dedicarse a una actividad productiva y que carezcan de recursos propios y suficientes; 
y las personas de cualquier edad que no tengan impedimento físico para realizar actividad laboral. 
 
Según el Código Orgánico de  la Niñez y Adolescencia,  se encuentra establecido en su articulado, 
quienes son los alimentantes subsidiarios, entre ellos los ABUELOS, del alimentado o alimentada, 
a quienes el legislador ha aplicado responsabilidad sobre el pago de las pensiones alimenticias 
fijadas a favor de sus descendientes, cuando estos abuelos hayan sido legalmente citados con la 
demanda de alimentos, y no solo eso, su incumplimiento conlleva la pena de privación de la 
libertad, y que además para su aplicación requiere de un proceso justo previo, la privación de la 
libertad en la mayoría de los casos es de personas pertenecientes al grupo más vulnerable como son 
los adultos mayores, con lo que personalmente no estoy de acuerdo ya que existen otras medidas 
para el cobro de las obligaciones alimenticias para las personas de la tercera edad, tales como 
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prohibición de enajenar bienes, secuestro de bienes inmuebles, prohibición de salida del país entre 
otras medidas de carácter real.  
 
3. 6. 3. Solidarios. 
 
La responsabilidad civil del obligado solidario, se puede establecer una división teórica entre 
responsabilidad principal y responsabilidad solidaria. El responsable solidario sólo tendrá que 
responder del deber impuesto por el Juez al responsable principal solo si éste no lo cumple, no lo 
puede cumplir, o sencillamente, no existe, según el Código Orgánico de Niñez y Adolescencia el 
obligado solidario será solo responsable del total de la obligación y los intereses respectivos, en 
efectivo o mediante cheque certificado para la cual fue garantizado, y tendrá las mismas 
responsabilidades respecto de las medidas cautelares que obligado principal. 
 
Los deudores de pensiones de alimento para un menor lo he tratado con todo lo que prescribe las 
disposiciones legales y lo que mencionan los tratados Internacionales sobre la materia, ahora me 
referiré a la tabla de pensiones que al presente año se encuentra en vigencia. 
 
3. 7. Tabla de pensiones. 
 
El Pleno del Consejo Nacional de la Niñez y Adolescencia, presidido por Doris Soliz Carrión, 
Ministra del MIES y Presidenta del CNNA, actualizó la Tabla de Pensiones Alimenticias, sobre la 
base del incremento salarial básica unificada del trabajador en general a 318,00 dólares a 2013. 
 
Al momento de presentar la demanda, la Jueza o Juez, además de calificarla, fijará una pensión 
provisional. Mientras se analizan y debaten las pruebas, el dato fiable es el número de hijos/as a 
favor de quienes se hace la demanda. Por eso el cálculo inicial básico de las pensiones 
provisionales toma como referencia este dato y un salario básico unificado. 
 
Por un hijo la pensión provisional es 86,49 dólares, para dos hijos es 126,15 dólares, lo que 
equivaldría a 63.07 dólares para cada uno y 165.93 dólares para tres hijos en adelante que 
equivaldrían a 55.31 dólares por cada uno de ellos. 
 
Los valores que se apliquen tendrán en cuenta la normativa vigente del salario básico unificado del 






*Actualizada al año 2013 
 
En el Registro Oficial No. 182, del 12 de febrero de 2014, el Consejo Nacional de la Niñez y 
Adolescencia, mediante la Resolución No. 001 - CNNA - 2014 emitió la Tabla de Pensiones 
Alimenticias Mínimas, para el año 2014, de la cual se desprende que los porcentajes para el año 
2014 son los mismos que se aplicaban en el año 2013, con la diferencia que en el año 2014 tenemos 
como sueldo básico unificado de un trabajador en general de $340, 00 U. S. D. Dólares de los 
Estado Unidos de Norteamérica. 
 
Con lo que prescriben las disposiciones legales y la tabla de pensiones que se encuentra en la 
página web del Consejo Nacional de la Judicatura he dejado claro en tratamiento de la Tabla de 
Pensiones de alimentos, continúo con el tema de la Apelación de la orden de privación de libertad 
del Juez. 
 
3. 8. Apelación de la orden de privación de libertad dictada por Juez 
competente. 
 
La ley permite apelar la decisión de primera instancia de una orden de aprensión por mora en pagos 
de pensiones alimenticias ante la Corte Provincial de Justicia que corresponda su jurisdicción 
dentro de tres días hábiles a la calificación y en base al informe de liquidación que consta en el 
proceso en el que consta las pensiones adeudadas por la persona, cuya apelación tendrá efecto 







De lo que se ha establecido en este trabajo de investigación, se establece la hipótesis que la garantía 
a la libertad estaría en mayor jerarquía que las indicadas en la Ley de la Niñez y Adolescencia, por 
lo que el máximo intérprete de la Constitución (Segunda Sala del Tribunal Constitucional, 2008) 
inclinó la balanza a favor del derecho a la libertad del alimentante cediendo de esta manera el 
derecho de alimentos a favor de los niños, niñas y adolescentes, por lo que se debe mirar otro tipo 
de garantías o medidas de apremio o coacción para que se cumpla a cabalidad con el pago efectivo 
de la pensión alimenticia tendiente a precautelar la vida del alimentario. Volviendo al análisis del 
Artículo 147, Innumerado 22, de la Ley Reformatoria al Título V, Libro Segundo “Derecho de 
Alimentos” del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, donde se menciona el tema de la 
reincidencia. 
 
“Este tema fue el que causó mayores disensos e interpretaciones entre los distintos 
Jueces Adjuntos de la Niñez a nivel nacional, pues se decía que existía la reincidencia 
al momento de incumplir nuevamente en el no pago de las pensiones, otros afirmaban 
que se daba al momento en que era ejecutado el apremio personal y no antes, es decir, 
si no se ejecutaba la boleta de apremio no había reincidencia; mientras que un grupo 
reducido señalaban que existía reincidencia únicamente al haber cumplido la totalidad 
del apremio otorgado. Taller sobre procedimiento en materia de Niñez y Adolescencia y 
aplicación de las tablas de pensiones alimenticias, organizado por la Escuela Judicial 
del Consejo de la Judicatura, Cuenca, 07 y 08 de julio de 2011.” 
 
Sin hacer muchas abstracciones, se consideró a ésta como la repetición en el incumplimiento del 
pago de dos o más pensiones. 
 
Con todo lo que he manifestado en los diferentes temas de este Capítulo, donde he puesto a 
consideración las disposiciones legales, además de los tratados internacionales y lo que menciona 
la doctrina internacional referente a este tema he concluido con el Tercer Capítulo de éste trabajo 
de investigación, para continuar con el tratamiento del tema que estoy tratando pasaré al Cuarto y 
último Capítulo en el que me referiré a los métodos de investigación que se utilizó para obtener 












En este capítulo me centraré en la metodología de investigación que utilicé para obtener material 
para el realizar el presente trabajo de investigación y que he puesto a vuestra consideración, 
conclusiones, recomendaciones y la elaboración de la propuesta. 
 
4. 1. Diseño de los instrumentos de la investigación. 
 
La investigación está enmarcada dentro del análisis de casos, de manera a priori se basó en una 
investigación cualitativa para conocer el fenómeno social y las características del problema jurídico 
social que afecta a la administración de justicia ecuatoriana, encaminado a la búsqueda de 
soluciones factibles y prácticas sobre los obligados subsidiarios, así también fue cuantitativa pues 
se realizó un estudio estadístico de casos y tabulación de opiniones utilizando la estadística 
descriptiva sobre el problema para proponer las soluciones más adecuadas. 
 
4. 1. 1. Tipo de investigación. 
 
El presente trabajo investigativo se basó en los siguientes tipos de investigación: 
 
Investigación documental.- La presente investigación se realizó, como su nombre lo indica, 
apoyándose en fuentes de carácter documental, esto es, en documentos referentes al tema de 
investigación, como subtipos de esta investigación encontramos que se utilizó la Investigación 
bibliográfica, para fundamentar científicamente la elaboración del marco teórico, a fin de analizar 
las diferentes teorías y doctrinas existentes, estudiar los conocimientos científicos o filosóficos, 
contrastándolos con la realidad científica actual referente al problema y solución materia del 
presente trabajo. 
 
Investigación de campo.- Este tipo de investigación se utilizó para tener el sustento de las que 
provienen de encuestas y cuestionarios, se realizó en el Cantón Riobamba, Guano y Cajabamba, 
Provincia de Chimborazo, donde existen la mayoría de estos inconvenientes, y se tuvo como 
ventaja ver la realidad, se debe indicar además que es compatible desarrollar este tipo de 




Investigación explicativa.- Mediante este tipo de investigación, que requiere la combinación de 
los métodos analítico y sintético, en conjugación con el deductivo y el inductivo, se trata de 
responder o dar cuenta del porqué del objeto que se investiga. 
 
Investigación histórica.- Permitió analizar y describir los hechos del pasado para comprender el 
presente y predecir el futuro, utiliza fuentes de primera mano cuando es posible, es decir: algunos 
actores, testigos, documentos, evidencias de la época y de segunda mano, generalmente mediante 
fuentes bibliográficas que no tienen una relación física directa con los hechos. 
 
Investigación descriptiva.- Sirvió para describir una realidad en todos sus componentes 
principales, mediante este tipo de investigación se determinó ¿Cómo es? ¿Cómo está? la situación 
de las variables de investigación, permitió estudiar en una población, la frecuencia con la que 
ocurre este fenómeno, y en quienes se presenta. Es decir permitió describir un hecho tal cual 
aparece en la realidad. 
 
4. 2. Determinación de los métodos utilizados en el presente trabajo de 
investigación. 
 
Los Métodos de Investigación desarrollados en el presente trabajo son los que se determinan y 
detallan a continuación: 
 
Materialismo Histórico Dialéctico.- “El Materialismo Histórico Dialéctico tanto los 
objetos como los fenómenos son mutables, al igual que la sociedades, por eso, para 
conocer los fenómenos y objetos es preciso estudiar, ante todo, su desarrollo y cambio 
permanente. El proceso de desarrollo está considerado como movimiento de lo inferior 
a lo superior, de lo simple a lo complejo; ya que como se señaló, la fuente de desarrollo 
de la dialéctica en las contradicciones inherentes a los propios objetos y fenómenos, es 
a través de la ley de lucha de contrarios, de la ley de los cambios cuantitativos a los 
cualitativos y una ley importante para este método de investigación la ley de la 
negación, la cual hace referencia a que un cambio es la negación del cambio anterior y 
que un nuevo cambio negará al cambio que había negado el cambio original”. (Reza 
Becerri, 1997) 
  
Con este método se extrajo la realidad objetiva física de los casos en los que se aplicó el Hábeas 
Corpus en los juzgados de primera instancia de los cantones de Guano y Cajabamba, y, los nuevos 
Jueces de la Unidad Judicial Primera de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Chimborazo, 
con asiento en la Ciudad de Riobamba, y se comparó con los antecedentes existentes en las 
resoluciones de la misma Ciudad. 
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Método Inductivo.- Por el que analizamos todas y cada una de las acciones de la demanda en el 
Derecho de Familia ecuatoriano, con lo cual examinaremos todo el procedimiento del Derecho de 
Familia y en lo que se refiera al tema de investigación el proceso civil. 
 
Método Deductivo.- El cual nos sirvió partiendo de aspectos o principios generales conocidos, y 
aceptados como válidos por la ciencia, por medio del razonamiento lógico la síntesis se pueden 
deducir suposiciones o explicar hechos particulares. 
 
Método Analítico.- Se analizó las resoluciones emitidas por los juzgados de primera instancia de 
las que se conoció al respecto en todas sus partes a fin de obtener un estudio integral. (Bernal, s/a) 
 
Método Jurídico.- “La suma de procedimientos lógicos para la investigación de las 
causas y de los fines del derecho, para el conocimiento e interpretación de sus fuentes, 
para la estructura de sus textos positivos y técnicos para la enseñanza y difusión del 
mismo, principio rector y obligatorio de la convivencia social en sus categorías 
fundamentales. Por sus aspectos filosóficos. Sociales, históricos y humanos, el método 
jurídico emplea toda suerte de métodos, por la complejidad de las relaciones y variedad 
de hipótesis”. (Yépez, s/a) 
 
Método Histórico.- Se analizaron casos relacionados con la temática planteada de la presente tesis 
a fin de obtener antecedentes en el tiempo. 
 
“Surge de la necesidad de ampliar el conocimiento adquirido en las investigaciones 
primarias y realizar un estudio histórico y jurídico de la problemática o área del tema a 
investigarse, haciéndose un análisis crítico para extraer los aspectos positivos y 
negativos que nos puedan servir de esclarecimiento y antecedentes de la problemática, 
los criterios y doctrinas, retrospectivamente expresados en el tiempo”. (Yépez, s/a) 
 
Método Comparativo.- Se comparó la legislación interna con las fuentes internacionales dadas 
por los tratados internacionales así como por los organismos andinos que han realizado estudios y 
consulta por los Estado miembros. 
 
Método Exegético.- Este método “es utilizado en la interpretación de los textos 
escritos, principalmente de la Biblia, las leyes y otros documentos jurídicos. En su 
aplicación jurídica, el método exegéticotoma como punto de referencia los textos 
legales positivos, para lograr la determinación de su alcance y espíritu a través de un 




Con este método tratamos de explicar la normativa conocida para la aplicación de la Acción de 
Hábeas Corpus y el modo como la autoridad procedería en la aplicación de la Acción de Hábeas 
Corpus respecto de la regla establecida. 
 
Método Empírico.- Por el cual nos basamos en la realidad de los hechos, analizados con criterio 
científico, para posteriormente desentrañar la intención y voluntad del autor, su intencionalidad y 
autenticidad, en la administración de justicia. 
 
Método Analógico.- Con la ayuda de este método admitimos que situaciones similares (o 
análogas) tienen consecuencias similares (o análogas). Así, si conocemos el resultado de una 
situación y estás en otra semejante, razonamos que el resultado en esta nueva situación será 
semejante al resultado de la situación que ya conocemos. 
 
Método Sistémico.- Con este proceso relacionamos hechos aparentemente aislados y formulamos 
una teoría que unifica los diversos elementos. Consiste en la reunión racional de varios elementos 
dispersos en una nueva totalidad. Como investigadores sintetizamos las superaciones en la 
imaginación para establecer una explicación tentativa que sometemos a prueba. 
 
4. 3. Técnicas. 
 
La Encuesta.- Se utilizó en personas que son usuarias los juzgados de la Niñez y Adolescencia 
todavía en vigencia, Jueces Multicompetentes de los cantones de Guano y Cajabamba, y, los 
nuevos Jueces de la Unidad Judicial Primera de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de 
Chimborazo, con asiento en la Ciudad de Riobamba, para obtener datos estadísticos de los 
diferentes aspectos a estudiarse, problema y propuesta, se aplicó la técnica de encuesta a la muestra 
de la investigación. 
 
Se usó para recolectar información, para conocer la realidad de la problemática, conocer el pensar 
de los encuestados y dar soluciones a los mismos, se la realizó por medio de cuestionarios 
elaborados con anticipación. 
 
La Entrevista.- Se utilizó para obtener información y conclusiones válidas de parte de quienes se 
encuentran directamente con el problema esto es los Jueces de la Niñez y Adolescencia todavía en 
vigencia, Jueces Multicompetentes de los cantones de Guano y Cajabamba, y, los nuevos Jueces de 
la Unidad Judicial Primera de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de Chimborazo, con asiento 




Permitieron el contacto directo con los y las informantes. La entrevista fue de tipo semiestructurada 
con preguntas abiertas y cerradas, mediante las cuales se obtuvo la mayor cantidad de información 
posible. El estudio, en consecuencia, fue de tipo principalmente cualitativo antes que cuantitativo. 
 
Fichaje.- Se utilizó para incluir datos leídos, escuchados, y combinados, para la recopilación de 
información teórica y bibliográfica. 
 
Estudio de casos.- Esencialmente consiste en un estudio detallado (descripción y análisis) de 
unidades de observación que bien pudieran ser de carácter puramente social o académico en 
entidades específicas. Buscando una comprensión profunda de una realidad singular (individuo, 
familia, grupo, institución social, comunidad). 
 
Con este método, la investigación que se realizó se trató de estudio, análisis y comparación de 
casos jurídicos a nivel local y provincial (Ciudad de Riobamba, Provincia de Chimborazo), e 
internacional, (jurisprudencia de la corte interamericana de Derechos Humanos) donde hacemos 
variar en forma intencional las variables independientes, como es el abuso del Hábeas Corpus, por 
cuanto al tratarse de una ciencia jurídica es imposible manipular variables a nuestra conveniencia 
para clarificar y establecer antítesis. Sustentándose en la investigación no experimental por cuanto 
al observar fenómenos tal como se dan en su contexto natural, para después sistematizarlos como 
son las resoluciones emitidas por los juzgados de primera instancia de la Provincia de Chimborazo. 
 
Manteniendo relación estrecha con estudios cualitativos que son más flexibles; permite e incluso 
estimula la realización de ajustes, a fin de sacar provecho a la información reunida en las fases 
tempranas de su realización, viniendo de un problema social estableciendo características del 
problema planteado. 
 




La población o el universo total de la población está constituida por mil quince individuos entre 
jueces de primera instancia y Abogados en libre ejercicio de la Ciudad de Riobamba, Provincia de 
Chimborazo (1.015), determinada para el análisis de esta investigación que se la realizó en la 
Ciudad de Riobamba, Provincia de Chimborazo, específicamente en los siguientes segmentos: 
 
 Jueces de primera instancia (de lo Civil, Niñez y Adolescencia, Garantías Penales, 
Tránsito, Inquilinato y de Trabajo) 
155 
 




En la presente investigación, es preciso recalcar que el universo total o población está constituida 
por mil quince individuos entre jueces de primera instancia y Abogados en libre ejercicio de la 
Ciudad de Riobamba, Provincia de Chimborazo (1.015), de los cuales se tomará una muestra 
aleatoria en base a la aplicación de la fórmula que se encuentra detallada a continuación: 
 









n = tamaño de la muestra (33,66 individuos) 
N = tamaño de la población (1015 individuos entre jueces de primera instancia y Abogados en libre 
ejercicio de la Ciudad de Riobamba, Provincia de Chimborazo) 
E = error máximo admisible en cálculo muestral (0.1) 
 
Para el caso los datos son: 
 
N = 3015 





    
(    )(      )   
 
    
     
 
n = 33,66 
 
Por tanto, la muestra sobre la cual se aplicó el estudio de campo respectivo estuvo constituida por 
33,66 individuos. 
 
La población son los profesionales del derecho en libre ejercicio y que se encuentra en ejercicio 





También se realizaron encuestas dirigidas a los jueces de primera instancia de la Ciudad de 
Riobamba, Provincia de Chimborazo, para lo cual realice la consulta a la Dirección Nacional de 
Estudios Jurimétricos y Estadística Judicial del Concejo Nacional de la Judicatura, la cual fue 
asignada con el trámite externo No. CJ - EXT - 2014 - 28858 y de conformidad con el Sistema 
Automático de Trámites Judiciales (SATJE), que ellos manejan para la resección de las diferentes 
causas judiciales en las diferentes Jurisdicciones del País, la respuesta fue que se ha realizado un 
análisis de la información estadística de las diversas variables de registro de información en el 
Sistema Automático de Trámites Judiciales (SATJE), en el cual se registra la información de los 
diversos procesos judiciales; la mencionada consulta que realicé era para saber la cantidad de 
acciones de Hábeas Corpus presentadas en la Provincia de Chimborazo en el año 2009, donde 
además me indicaron las diferentes Judicatura que existían en el año 2009 en toda la provincia de 
Chimborazo, por tal razón a continuación detallo de la siguiente manera: 
 
Composición Número Porcentaje 
Jueces de la Niñez y Adolescencia 3 7 
Jueces de lo Civil 5 11 
Jueces de Garantías Penales 3 7 
Jueces de Tránsito 2 4 
Juez de Inquilinato 1 2 
Juez de Trabajo 1 2 
Abogados en libre ejercicio 30 67 
Total 45 100% 
 
La información de la presente investigación comprende, por una parte la doctrina sobre derechos 
humanos y por otra, la aplicación de expertos, bajo la fórmula matemática que arriba describimos 
para aplicar en el presente trabajo de investigación. 
 
4. 5. Aplicación de los instrumentos y recolección de la información. 
 
Una vez que he precisado los instrumentos y la metodología que se utilizó en el presente trabajo de 
investigación también debo manifestar que se pudo realizar entrevistas y encuestas a jueces de 
primera instancia y Abogados en libre ejercicio de la Ciudad de Riobamba, Provincia de 






4. 5. 1. Entrevistas. 
 
Entrevista al señor Dr. Jorge castillo, Juez Primero de la Niñez y Adolescencia. 
1.- ¿En su calidad de Juez, conoce las formalidades necesarias que deben cumplirse de 
conformidad a lo dispuesto en el Código Penal, para la privación de la libertad de una 
persona? 
 
Los Jueces que tenemos la potestad de juzgar la conducta de las personas, en mi caso en calidad de 
Juez de la Niñez y Adolescencia, debo conocer las infracciones cometidas por los menores, y por lo 
tanto sancionarlas, y para tal efecto debemos aplicar estrictamente lo determinado en la Ley, por 
tanto antes de dictar medidas de privación de libertad se debe realizar un análisis exhaustivo sobre 
la conveniencia de la aplicación de esta medida cautelar de carácter personal; sin embargo en lo 
referente a alimentos, una vez conocido el monto adeudado por los obligados subsidiarios en este 
caso inmediatamente sin mayor análisis se ordena el apremio personal en contra de estos obligados, 
sin considerar el acto que se haya cometido. 
 
2.- ¿El Artículo 130, innumerado cinco, del Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 
determina quienes son los obligados a suministrar pensión alimenticia a favor de los menores 
de edad, puede determinarlos? 
 
Claro, en el inciso primero del mentado artículo, se manifiesta que existen alimentantes principales 
como son el padre o la madre que son los obligados directos para con los menores; sin embargo en 
el inciso segundo de dicho artículo, se determina quienes son los obligados subsidiarios, en su 
orden: 
 
1.- Los Abuelos; 
2.- Los tíos, y; 
3.- Los hermanos mayores de 21 años. 
 
3.- ¿Está usted de acuerdo con la aplicación de medidas cautelares en contra de los alimentes? 
 
Tanto en mi calidad de persona como en calidad de Juez, no estoy de acuerdo con que se dicten 
medidas cautelares ni reales peor personales, ya que atentan contra lo dispuesto en la Constitución 
en la que en su Art. 66 y 77, tanto la privación de la libertad como las medidas cautelares reales. 
 
4.- ¿Está usted de acuerdo que existan los alimentantes subsidiarios? 
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 No estoy de acuerdo, ya que siempre existirá una persona irresponsable sea padre o madre de los 
menores y considero que son quienes deben responder en calidad de padres por sus actos, por el 
descuido o abandono de sus hijos, lo que contrapone a lo dispuesto en el Artículo 11, numeral 9, de 
la Constitución de la República del Ecuador, en la que se manifiesta que el más alto deber del 
Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos consagrados en la constitución. 
5.- ¿Se debe reformar el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, en la parte que se 
refiere a la privación de libertad por pensiones alimenticias, así como en contra de los bienes 
patrimoniales de los Alimentantes? 
 
Por lo mencionado considero que se debe reformar el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, 
en lo referente a las medidas cautelares tanto reales en contra del patrimonio y privación de la 
libertad del obligado, pues deben crearse mecanismos que no atenten contra la libertad y permita el 
cumplimiento de la obligación, como se puede entender una restricción a la libertad y el fiel 
cumplimiento de esta obligación está en forma contradictoria pues cumple con una norma ejemplo. 
 
Entrevista a la señora Dra.  María Galarza, Jueza de la Unidad Judicial Primera de la 
familia, mujer, niñez y adolescencia 
 
1.- ¿En su calidad de Juez, conoce los elementos necesarios que debe cumplirse de 
conformidad a lo dispuesto en el Código Penal, para la privación de la libertad de una 
persona? 
 
Los Jueces de la Unidad Judicial Primera de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia, creados 
recién en el mes de junio del año dos mil doce, tenemos una formación Constitucional y por tanto 
debe aplicarse lo dispuesto en el Art. 76, 77 de la Constitución de la República, esto es debe 
cumplirse el debido proceso para proceder a la orden de privación de la libertad de una persona que 
si debe cumplirse requisitos que están contemplados en el Código de Procedimiento Penal. 
 
Sin embargo el Código de la Niñez y Adolescencia en el Art. 5 (130), del Código de la Niñez y 
Adolescencia determina quienes son los obligados subsidiarios y se les obliga redundando un poco, 
a responsabilizarse de actos ajenos,  lo que se debe recalcar que cada persona es dueña de sus actos 
y no se le puede sancionar por actos de terceros, peor aun privándole de la libertad a la que tiene 
derecho, como se encuentra plasmado en la Constitución de la Repúblico, por tanto considero que 
no debe girarse boleta de apremio personal en contra de personas que nada tienen que ver con la 
paternidad o maternidad de un menor, hasta el momento no me visto en la disyuntiva de ordenar el 
apremio personal en contra de ningún obligado subsidiario, por lo tanto considero y solicito se 
reforme inmediatamente el Código de la Niñez y Adolescencia en el caso de los alimentantes 
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subsidiarios y se deje sin efecto el apremio personal y embargo de bienes de propiedad de los 
alimentantes subsidiarios, y no se nos solicite se dicte  apremio personal en contra de una persona 
llamada subsidiaria que considero debe cumplir ciertos requisitos para la privación de su libertad. 
 
 
4. 5. 2. Encuestas. 
 
Formato de encuesta dirigida a Jueces de Primera Instancia 
 
Nota: Las preguntas formuladas son cerradas, por lo cual marque con una “X”, dentro del 
paréntesis que corresponda a su respuesta 
 
1.- ¿En su calidad de Juez indique la frecuencia con la que se presentaron acciones de Hábeas 
Corpus en el año 2009 contra apremio personal respecto a alimentantes morosos? 
 
A menudo     (       )   Casi nunca    (     ) 
Rara vez        (     )  Nunca         (     ) 
 
2.- ¿Considera usted que se interponen recursos de Hábeas Corpus por parte de Abogados en libre 
ejercicio sin argumentos jurídicos de peso por el apremio personal por pensiones de alimentos? 
 
Si ( ) 
No ( ) 
 
3.- ¿Según su experiencia como Juez, considera usted que existe abuso en la interposición de la 
acción de Hábeas Corpus para tutelar la libertad del alimentante moroso contra orden de apremio 
personal? 
Si   ( ) 
No  ( ) 
 
4.- ¿Según su experiencia como Juez, considera usted que las acciones de Hábeas Corpus 
presentadas contra orden de apremio por mora de pensiones alimenticias se han intentado con el 
objeto de tutelar la libertad o como medio de distracción y/o dilatación? 
 
Tutelar de la libertad     ( ) 




5.- ¿Considera usted que la interposición de la Acción Hábeas Corpus en apremio personal por 
alimentos adeudados incide en contra del interés superior del niño? 
 
Si ( ) 
No ( ) 
Formato de encuestas dirigido a Profesionales en Derecho 
Nota: Las preguntas formuladas son cerradas, por lo cual marque con una “X”, dentro del 
paréntesis que corresponda a su respuesta 
 
1.- ¿Usted conoce la acción constitucional de Hábeas Corpus? 
 
Si  ( ) 
No ( ) 
 
2.- ¿En su ejercicio profesional ha presentado acciones constitucionales de Hábeas Corpus en el 
año 2009? 
 
Si  ( ) 
No  ( ) 
 
3.- De las indicadas ¿En cuántos procesos ha sido obtenido libertad a través de la Acción 
constitucional de Hábeas Corpus? 
 
Todas  ( ) Pocas  ( ) 
Casi Todas ( ) Media  ( ) 
Muy pocas ( ) Ninguna ( ) 
 
4.- ¿Según su experiencia como Abogado en libre ejercicio, considera usted que las Acciones 
constitucionales de Hábeas Corpus presentadas contra orden de apremio personal por mora de 
pensiones alimenticias, se han interpuesto con el objeto de tutelar la libertad o como medio de 
distracción y/o dilatación en la administración de justicia? 
 
Tutelar de la libertad     ( ) 




5.- ¿Considera usted que la interposición de la acción constitucional de Hábeas Corpus en apremio 
personal por alimentos adeudados incide en contra del interés superior del niño? 
 
Si ( ) 
No ( ) 
 
4. 6. Procesamiento de la información. 
 
Con objeto de procesar los datos, se utilizó la estadística descriptiva para la tabulación y 
extrapolación de datos al sistema estadístico, para establecer la media general y poder dar una 
explicación a forma de interpretación. 
 
Esta interpretación se la realizó en base a la tabulación de las encuestas determinada por la muestra 
con lo que se puede realizar los respectivos gráficos estadísticos. 
 
4. 7. Procesamiento de datos. 
 
Basado en la recolección de datos, la misma debe demostrar fiabilidad, claridad a fin de demostrar y justificar 
la propuesta “ABUSO DEL HÁBEAS CORPUS COMO GARANTÍA DE LIBERTAD CONTRA ORDEN 
DE APREMIO PERSONAL DICTADA POR JUEZ DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA”. 
 
Para lo cual en primer término se realizó entrevistas y fichajes, para desarrollar encuestas para la 
investigación recayendo en el cuestionario como el medio idóneo por su naturaleza, por lo veras, 
eficaz y confiable en los resultados, desarrollándose dos tipos de cuestionarios uno dirigido a los 
profesionales en derecho y otro a los señores jueces constitucionales que son los que conocen las 
Acciones de Hábeas Corpus, bajo la modalidad de preguntas cerradas a fin de evitar cargas 
subjetivas y personales de los encuestados,  lo que incidió en un método afable y confiable. 
 
De las encuestas desarrolladas se las extrapolo al campo cuantitativo es decir que se lo traspaso a 
estadísticas calculables. 
 
4. 8. Análisis de datos. 
 
Realizadas las encuestas por cuestionario, y tabuladas los porcentajes de forma cuantitativa se 
procedió a analizar dichos resultados con objetividad relacionando lo establecido en el presente 






4. 9. Elaboración de gráficos y cuadros estadísticos. 
 
Encuesta dirigida a Jueces de Primera Instancia. 
 
Pregunta N° 1 
1.- ¿En su calidad de Juez indique la frecuencia con la que se presentaron acciones de Hábeas 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
A menudo 9 60 
Rara vez 4 27 
Casi nunca 2 13 
Nunca 0 0 





Interpretación de resultados. 
En el año 2009, en la provincia de Chimborazo, se presentaron un total 58 Acciones de Hábeas 
Corpus contra orden de Apremio Personal ordenadas por Juez de la Niñez y Adolescencia de las 
cuales resolvieron 36, afirmando que en un 60% se presentaban a menudo, en un 27% rara vez y en 
un 13% casi nunca, se debe indicarse de modo expreso que se han presentado estas acciones 
independientemente de su frecuencia. Demostrando que si se han presentado acciones de Hábeas 











Pregunta No. 1 
A menudo Rara vez Casi nunca Nunca
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Pregunta N° 2 
 
2.- ¿Considera usted que se interponen recursos de Hábeas Corpus por parte de Abogados en libre 
ejercicio sin argumentos jurídicos de peso por el apremio personal por pensiones de alimentos? 
 
Cuadro 2 
ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 11 73 
No 4 27 





Interpretación de resultados 
 
Los jueces de primera instancia declaran que en un 73% se interpone recurso de Habeas corpus por 
parte de abogados sin argumentos jurídicos de peso y en un 27% declara que ha sido planteadas 
estas acciones con todas las previsiones y objetividad. Estableciéndose que cerca de las ¾ partes de 
los entrevistados plantea una interposición de Habeas Corpus de forma imprudente. Se puede 
establecer que jueces de primer nivel determinan que se han presentado acciones de Hábeas Corpus 















3.- ¿Según su experiencia como Juez, considera usted que existe abuso en la interposición de la 





ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 12 80 
No 3 20 






Interpretación de resultados 
 
El 80 % de los jueces de primera instancia aseguran que se ha abusado en la presentación de la 
acción de Habeas Corpus en casos de apremio personal por mora de pensiones alimenticias, 
mientras que el 20% establece que no ha existido tal abuso. Señalándose que se supera la respuesta 
afirmativa en 4 veces mayor a la respuesta negativa de lo que se colige que existe un abuso en 











Pregunta N° 4 
 
4.- ¿Según su experiencia como Juez, considera usted que las acciones de Hábeas Corpus 
presentadas contra orden de apremio por mora de pensiones alimenticias se han intentado con el 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Tutelar la libertad 5 33 
Medio de distracción y/o 
dilatación  
10 67 






Interpretación de resultados 
 
El 67 % de los jueces de primera instancia aseveran que se han intentado como medio de 
distracción y/o dilatación en los procesos por incidente de alimentos y un 33% de estos piensa que 
se han intentado con el objeto de tutelar la libertad del privado de la libertad, observándose que la 










Pregunta No. 4 
Tutelar la libertad Medio de distracción y/o dilatación
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Pregunta N° 5 
 
5.- ¿Se debe reformar el Código Orgánico de la Niñez y Adolescencia, en la parte que se refiere a 
la privación de libertad por pensiones alimenticias, así como en contra de los bienes patrimoniales 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 14 93 
No 1 7 






Interpretación de resultados 
 
El 93% de los encuestados ha respondido que considera que las acciones de Habeas Corpus contra 
el apremio personal por alimentos adeudados incide en contra del interés superior del niño en tanto 
que un 7% manifiesta que no incide contra el interés superior del niño. Estableciéndose que la 













Encuestas dirigido a Profesionales en Derecho. 
 
Pregunta N° 1 
 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 28 93 
No 2 7 







Interpretación de resultados 
 
Los profesionales en Derecho con un 93% conocen de la acción de Hábeas Corpus, mientras que 
un 7 % asegura que no conoce dicha acción determinada por dos sujetos, se puede apreciar que los 











Pregunta N° 2 
 




ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 26 87 
No 4 13 







Interpretación de resultados 
 
De los encuestados a profesionales en Derecho han declarado un 87% haber presentado acciones de 
Hábeas Corpus en el año 2009 mientras que un 13% declara no haber presentado dentro del mismo 













Pregunta N° 3 
 
3.- De las indicadas ¿En cuántos procesos ha sido obtenido libertad a través de la Acción 
constitucional de Hábeas Corpus? 
 
Cuadro 8 
ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Todas 8 27 
Casi todas 6 20 
Muy pocas 5 17 
Pocas 4 13 
Media 0 0 
Ninguna 13 43 





Interpretación de resultados 
 
Los profesionales en derecho han determinado que de las acciones propuestas por ellos se ha 
obtenido fallo a favor en las siguientes proporciones, 27% todas su veces, 20% casi siempre, 17% 
muy pocas veces, dentro del rango medio 0% y ninguna de ellas en un 43%, de lo detallado se 














Pregunta No. 3 
Todas Casi todas Muy pocas Pocas Media Ninguna
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Pregunta N° 4 
 
4.- ¿Según su experiencia como Abogado en libre ejercicio, considera usted que las Acciones 
constitucionales de Hábeas Corpus presentadas contra orden de apremio personal por mora de 
pensiones alimenticias, se han interpuesto con el objeto de tutelar la libertad o como medio de 
distracción y/o dilatación en la administración de justicia? 
 
Cuadro 9 
ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Tutelar la libertad 11 37 
Medio de distracción y/o 
dilatación  
19 63 







Interpretación de resultados 
 
De la muestra en profesionales en derecho se obtuvo que un 63% cree que las acciones de Hábeas 
Corpus contra boleta de apremio por mora de alimentos ha sido como medio de distracción y/o 
dilatación de la causa y un 37% cree que ha sido para tutelar la libertad. Demostrándose que los 









Pregunta No. 4 
Tutelar la libertad Medio de distracción y/o dilatación
171 
 
Pregunta N° 5 
 
¿Considera usted que la interposición de Hábeas Corpus en apremio personal por alimentos 
adeudados incide en contra del interés superior del niño? 
 
Cuadro 10 
ALTERNATIVA FRECUENCIA PORCENTAJE % 
Si 23 77 
No 7 23 







Interpretación de resultados 
 
Los profesionales en derecho creen fehacientemente en un 77% que la interposición de Hábeas 
Corpus contra la medida personal de apremio personal por mora en pagos de pensiones alimenticias 
vulnera el interés superior del niño en tanto que un 23% piensa que no incide en el principio de 











Las estadísticas del presente trabajo de investigación también la he sustentado en base al trámite 
externo número CJ - EXT - 2014 - 28858, que realice personalmente el 09 de septiembre de 2014, a 
las quince horas cincuenta y ocho minutos, al Consejo Nacional de la Judicatura, a través de su 
Dirección Nacional de Estudios Jurimétricos y Estadística, el cual vía mail a través de su correo 
electrónico estadistica@funcionjudicial.gob.ec, me respondieron con los siguientes datos 






































En respuesta al OFICIO remitido por usted en el cual solicita información estadística referente a: 
  
 Acción de Habeas Corpus en la provincia de Chimborazo en el año 2009, y cuántos 
recursos fueron solicitados, cuántos resueltos favorablemente y cuántos negados y los 
motivos por que fueron negados en los juzgados de niñez y adolescencia de Chimborazo. 
  
Me permito indicar que se ha realizado un análisis de la información estadística de las diversas 
variables de registro de información en el Sistema Automático de Trámites Judiciales (SATJE) en el 
cual se registra la información de los diversos procesos judiciales. 
  
De este análisis se pudo observar que la información específica que usted solicita, se trata de acciones 
constitucionales que si bien por principio todas las judicaturas atienden este tipo de casos, dentro de 
los juzgados de la niñez el porcentaje de registros de estos es mínimo. 
  
Además en el sistema SATJE no existe una variable que permita identificar las razones de la decisión 
del juez en el proceso, por lo cual no se puede establecer los motivos para determinar porque un 
proceso ha sido negado. 
  
En virtud de lo expuesto no se cuenta con muchos registros referentes a la información específica que 
usted ha solicitado. Por lo tanto y a modo de que se pueda visualizar la incidencia de Habeas Corpus 
en la provincia, se remite un archivo con la información general de la provincia de Chimborazo con 
un listado de las judicaturas que han atendido estos procesos de Habeas Corpus y los que han sido 
aceptados o negados. 
  
De igual manera hay que informar que las variables que se manejan dentro del sistema no están bien 
catalogadas por parte de los funcionarios que realizan el registro en cada judicatura por lo que no 
todos los procesos se puede determinar si se encuentran aceptados o negados. 
 










CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 
DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUDIOS JURIMÉTRICOS Y ESTADÍSTICA 
 
NÚMERO DE CASOS INGRESADOS Y RESUELTOS AÑO 2009 POR JUICIOS DE 







JUZGADO CUARTO DE GARANTÍAS PENALES 3 1 
JUZGADO CUARTO DE LO CIVIL Y MERCANTIL 2 0 
JUZGADO DE INQUILINATO Y RELACIONES VECINALES 3 3 
JUZGADO DE TRABAJO ORAL 4 4 
JUZGADO DECIMO MULTICOMPETENTE CON SEDE EN 
CHUNCHI 1 0 
JUZGADO DECIMO SEGUNDO DE LO CIVIL 1 0 
JUZGADO MULTICOMPETENTE CON SEDE EN GUANO 1 1 
JUZGADO PRIMERO DE CIVIL Y MERCANTIL 2 1 
JUZGADO PRIMERO DE GARANTÍAS PENALES 4 2 
JUZGADO PRIMERO DE TRANSITO 4 2 
JUZGADO SEGUNDO DE GARANTÍAS PENALES 2 0 
JUZGADO SEGUNDO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 2 1 
JUZGADO SEGUNDO DE LO CIVIL Y MERCANTIL 2 1 
JUZGADO SEGUNDO DE TRANSITO 1 1 
JUZGADO SEXTO DE GARANTÍAS PENALES 1 1 
JUZGADO TERCERO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 4 4 
JUZGADO TERCERO DE LO CIVIL Y MERCANTIL 1 0 
SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL 6 3 
SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL 10 9 
SEGUNDO TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES 3 1 
TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES CON SEDE EN EL 
CANTÓN ALAUSI 1 1 
Total General 58 36 
 
Fuente: Sistema Automático de Trámites Judiciales (SATJE) 
Fecha de corte: 29 de junio de 2014 








*La presente información excluye el efecto del proceso de resorteo. Mediante la identificación de 
las causas re sorteadas y el año de ingreso y judicatura de ingreso original de dicha causa, la 
Dirección Nacional de Estadística realiza un proceso de re direccionar las causas ingresadas por 
resorteo a su año y judicatura de origen, sin embargo en las causas que no existe el historial antes 
del resorteo no ha sido posible realizar este proceso, tal es el caso de las provincias de Imbabura y 
Napo y ciertas dependencias judiciales del resto de provincias en donde las causas no se re 
sortearon bajo el procedimiento normal sino mediante un nuevo ingreso de la causa a la oficina de 
sorteos. 
 



































CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 
DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUDIOS JURIMÉTRICOS Y ESTADÍSTICA 
 
NÚMERO DE CASOS POR JUICIOS DE HABEAS CORPUS PROVINCIA DE 





JUZGADO CUARTO DE GARANTÍAS PENALES 1 
JUZGADO DE INQUILINATO Y RELACIONES VECINALES 3 
JUZGADO DE TRABAJO ORAL 2 
JUZGADO PRIMERO DE CIVIL Y MERCANTIL 1 
JUZGADO PRIMERO DE GARANTÍAS PENALES 1 
JUZGADO PRIMERO DE TRANSITO 1 
JUZGADO SEGUNDO DE TRANSITO 1 
JUZGADO TERCERO DE LA NIÑEZ Y ADOLESCENCIA 1 
SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL 3 
TRIBUNAL DE GARANTÍAS PENALES CON SEDE EN EL 
CANTÓN ALAUSI 1 
Total General 15 
 
Fuente: Sistema Automático de Trámites Judiciales (SATJE) 
Fecha de corte: 29 de junio de 2014 




*La presente información excluye el efecto del proceso de resorteo. Mediante la identificación de 
las causas re sorteadas y el año de ingreso y judicatura de ingreso original de dicha causa, la 
Dirección Nacional de Estadística realiza un proceso de re direccionar las causas ingresadas por 
resorteo a su año y judicatura de origen, sin embargo en las causas que no existe el historial antes 
del resorteo no ha sido posible realizar este proceso, tal es el caso de las provincias de Imbabura y 
Napo y ciertas dependencias judiciales del resto de provincias en donde las causas no se re 
sortearon bajo el procedimiento normal sino mediante un nuevo ingreso de la causa a la oficina de 
sorteos. 





CONSEJO DE LA JUDICATURA 
 
DIRECCIÓN NACIONAL DE ESTUDIOS JURIMÉTRICOS Y ESTADÍSTICA 
 
NÚMERO DE CASOS POR JUICIOS DE HABEAS CORPUS PROVINCIA DE 





JUZGADO TERCERO DE LA NIÑEZ Y 
ADOLESCENCIA 2 
SALA ESPECIALIZADA DE LO CIVIL 3 
SALA ESPECIALIZADA DE LO PENAL 6 
SEGUNDO TRIBUNAL DE GARANTÍAS 
PENALES 1 
Total General 12 
 
Fuente: Sistema Automático de Trámites Judiciales (SATJE) 




*La presente información excluye el efecto del proceso de resorteo. Mediante la identificación de 
las causas re sorteadas y el año de ingreso y judicatura de ingreso original de dicha causa, la 
Dirección Nacional de Estadística realiza un proceso de re direccionar las causas ingresadas por 
resorteo a su año y judicatura de origen, sin embargo en las causas que no existe el historial antes 
del resorteo no ha sido posible realizar este proceso, tal es el caso de las provincias de Imbabura y 
Napo y ciertas dependencias judiciales del resto de provincias en donde las causas no se re 
sortearon bajo el procedimiento normal sino mediante un nuevo ingreso de la causa a la oficina de 
sorteos. 
 












La afectación de uno de los derechos más caros y atados a través de la historia del 
constitucionalismo como es la libertad personal, no tiene otro propósito que generar la más alta 
presión que puede generarse a un ser humano -la pérdida de su libertad- para garantizar, dentro del 
conjunto de derechos del niño, aquel involucrado directo con su subsistencia, el derecho a la 
alimentación. 
 
En base a las encuestas desarrolladas y por confrontación con lo establecido en la presente tesis se 
colige entre varios encuestados una interposición de la acción de Hábeas Corpus de carácter 
constitucional contra privaciones de libertad, por incumplimiento de pensiones alimenticias por 
parte de ciertos profesionales en derecho. 
 
Así mismo se esclarece por análisis doctrinales y en base a acuerdos internacionales como la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño Artículo 27 y la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos que en su Artículo 7º, numeral 7, que nos habla sobre el Derecho a la 
Libertad Personal y en concordancia con nuestra Constitución de la República en su Artículo 66, 
numeral 29, literal c, nos habla muy claro que la utilización de la acción de Hábeas Corpus en 
obligaciones alimenticias vulnera proporcionalmente la seguridad jurídica y el interés superior del 
niño por trasgredir principios constitucionales y ordinarios civiles y de la familia. 
 
También se puede determinar cómo motivos principales por el cual ciertos profesionales del 
derecho interponen acción de Hábeas Corpus contra prisión ordenada por Juez de la Niñez y 
Adolescencia con falta de fundamentos a la distracción del juzgador, como medio de dilatación del 
proceso o forma de realizar un trabajo del cual es retribuido. 
 
De lo determinado en párrafos anteriores se establece indicios claros y suficientes sobre ciertos 
profesionales en derecho que aprovechan la acción de Habeas Corpus en claro abuso con el objeto 
de liberar a su defendido de una medida de Apremio por pensión alimenticia dictada por Juez 
competente por mora de dos o más pensiones alimenticias, por interés personal inician acción de 
Habeas Corpus de forma anti ética y profesional. 
 
El análisis jurídico - histórico demuestra la existencia de una vinculación proporcional entre la 
perfectibilidad de los instrumentos de protección de los derechos de los niños y, el progreso en la 
garantía y protección de los derechos humanos en general incluyendo entre estos el de libertad. 
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Frente a todo lo expresado sobre ésta garantía constitucional y el derecho fundamental que es la 
libertad está el interés superior del niño que según la Convención Internacional sobre los Derechos 
del Niño (CIDN) aprobada en 1989 es la culminación de un proceso progresivo de reconocimiento 
y protección de los derechos del niño. 
 
Por lo que una vez analizada las circunstancias, doctrina y jurisprudencia se propone una posible 
propuesta de solución contra el abuso de la acción de Hábeas Corpus por prisión por obligaciones 


































Los operadores de justicia a nivel nacional en casos de Hábeas Corpus por pensión alimenticia 
deberán regirse a la Convención Internacional sobre los Derechos del Niño (CIDN) aprobada en 
1989, es decir deberán negar la acción de Hábeas Corpus sino se comprueba dentro del proceso 
otra circunstancia que no fuera la ilegitimidad e ilegalidad de dicha detención y emitir informe 
sobre los casos de acciones de Habeas Corpus al Consejo de la Judicatura. 
 
El Consejo de la Judicatura en su calidad de órgano rector del poder judicial deberá crear una base 
informática de profesionales de derecho en libre ejercicio que han interpuesto de forma anti 
profesional el recurso de Hábeas Corpus contra orden de apremio personal dictada por Juez de la 
Niñez y Adolescencia, por más de tres ocasiones y proceder a sancionarlo. 
 
Se requiere una inmediata intervención del órgano de vigilancia como lo es actualmente el Consejo 
de la Judicatura para determinar sanciones y mecanismos de control para profesionales que abusen 
en la interposición del Hábeas Corpus. 
 
Es necesario reformar normas ordinarias y orgánicas que permitan solucionar esta problemática 
jurídico social en el Ecuador, a todo nivel jurisdiccional. 
 
Realizar campañas con el objeto de que la ciudadanía reclame a los órganos correspondientes sobre 
mala práctica profesional. 
 
El Consejo de la Judicatura deberá realizar seminarios sobre práctica y una cultura de excelencia, 















4. 11. Elaboración de la propuesta. 
 
La propuesta que realizo en el presente trabajo de investigación surge a partir de la problemática 
jurídico social, por la falta conocimiento, moral y ética de ciertos profesionales del derecho así 
como una falta de medidas de control por parte de las Direcciones Provinciales del Concejo de la 
Judicatura hacia este sector por parte del mencionado organismo de control, para lograr una 
sociedad más justa y digna. 
 
Se ha desarrollado un documento crítico en concordancia al Derecho Constitucional, Derecho de 
Familia, Derecho Público, Derecho Civil, Derecho Penal, Derecho Internacional con orientación a 
la rama orgánica sobre la tutela judicial acorde a las normas constitucionales y convenios 
internacionales suscrito y ratificado por el Ecuador, ya que la interposición del recurso 
constitucional de Hábeas Corpus contra orden de apremio dictada por Juez de la Niñez o de la 
Familia vulnera principios constitucionales como el interés superior del niño y seguridad jurídica. 
Se fundamentará un ante proyecto de ley reformatorio al Código Orgánico de la Función Judicial 
que resuelva el abuso por parte de ciertos profesionales del derecho con lo cual se regulará y 
permitirá la excelencia sobre este tema y una transitoria para el ejercicio del Consejo Nacional de la 
Judicatura. 
 







Que, la Constitución de la República regula en su artículo 120 las atribuciones y facultades de la 
Asamblea Nacional, y entre ellas consta la de expedir, codificar, reformar y derogar leyes; 
 
Que, el artículo 82 de la Constitución de la República proclama el derecho a la seguridad que se 
fundamenta en el respeto a la Constitución y existencia de normas jurídicas previas, claras, 
públicas y aplicadas por las autoridades competentes; 
 
Que, de conformidad a lo dispuesto en el Artículo 3 numeral 1 de la Constitución de la República, 
que trata de los deberes primordiales del Estado, como es: “Garantizar sin discriminación 
alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los 
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instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la 
seguridad social y el agua para sus habitantes”; 
Que, el Artículo 11. Numeral 4.- “Ninguna norma jurídica podrá restringir el contenido de los 
derechos ni de las garantías constitucionales”; 
 
Que, el Artículo 11. Numeral 9.- “El más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer 
respetar los derechos garantizados en la Constitución…”; 
 
Que, el Artículo 66. Numeral 29. Literal c.- “Que ninguna persona pueda ser privada de su 
libertad por deudas, costas, multas, tributos, ni otras obligaciones, excepto en el caso de 
pensiones alimenticias”; 
 
Que, el Artículo 75.- “Toda persona tiene derecho al acceso gratuito a la justicia y a la tutela 
efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los principios de 
inmediación y celeridad, en ningún caso quedará en la indefensión. El incumplimiento de 
las resoluciones judiciales será sancionado por la ley”; 
 
Que, el Artículo 76.- “En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones de 
cualquier orden, se asegurara el derecho al debido proceso que incluirá las siguientes reglas 
básicas…...”; 
 
Que, el Artículo 77.- “En todo proceso penal en que se haya privado de la libertad a una persona, 
se observarán las siguientes garantías básicas: 
 
1.- La privación de la libertad no será la regla general y se aplicará para garantizar la 
comparecencia del imputado o acusado al proceso, el derecho de la víctima del delito a una 
justicia pronta, oportuna y sin dilaciones, y para asegurar el cumplimiento de la pena; 
procederá por orden escrita de jueza o juez competente, en los casos, por el tiempo y con 
las formalidades establecidas en la ley. Se exceptúan los delitos flagrantes, en cuyo caso no 
podrá mantenerse a la persona detenida sin fórmula de juicio por más de veinticuatro horas. 
Las medidas no privativas de libertad se aplicarán de conformidad con los casos, plazos, 
condiciones y requisitos establecidos en la ley. 
 
Que, la seguridad jurídica es la certeza del derecho, tanto en el ámbito de su aplicación y representa 
la seguridad de lo previsto, como prohibido, mandado y permitido por el poder público 
respecto de uno para con los demás y de los demás para con uno; esta seguridad jurídica es 
en el fondo la garantía dada al individuo por el Estado de modo que su persona, sus bienes 
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y sus derechos no serán violentados o que, si esto último llegara a producirse le serán 
asegurados por la sociedad, la protección y reparación de los mismos; 
Que, el Artículo 103.- “La iniciativa popular normativa se ejercerá para proponer la creación, 
reforma o derogatoria de normas jurídicas…”; 
 
Que, el Código Orgánico Integral Penal, en su Capítulo Segundo, que trata de las Medidas 
Cautelares, Sección Primera, la cual nos habla sobre las Medidas Cautelares para asegurar 
la presencia de la persona procesada, Parágrafo Tercero, donde nos indica que es la Prisión 
Preventiva, en su Artículo 534.- Finalidad y requisitos.- Para garantizar la comparecencia 
de la persona procesada al proceso y el cumplimiento de la pena, la o el fiscal podrá 
solicitar a la o al juzgador de manera fundamentada, que ordene la prisión preventiva, 
siempre que concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Elementos de convicción suficientes sobre la existencia de un delito de ejercicio público 
de la acción. 
 
2. Elementos de convicción claros y precisos de que la o el procesado es autor o cómplice 
de la infracción. 
 
3. Indicios de los cuales se desprenda que las medidas cautelares no privativas de la 
libertad son insuficientes y que es necesaria la prisión preventiva para asegurar su 
presencia en el juicio o el cumplimiento de la pena. 
 
4. Que se trate de una infracción sancionada con pena privativa de libertad superior a un 
año. 
 
De ser el caso, la o el juzgador para resolver sobre la prisión preventiva deberá tener en 
consideración si la o el procesado incumplió una medida alternativa a la prisión preventiva 
otorgada con anterioridad. 
 
Que, de los principios constitucionales e internacionales expuestos, así como las normas legales 
mentadas, realizando el análisis de conveniencia social, legal,  y económica, quedando 
claro que es infundado proponer Hábeas Corpus contra medida personal por mora en 





Que, Esta forma de hacer cumplir la Ley resulta una contradicción con las normas 
Constitucionales, la cual garantiza los derechos de las personas de la tercera edad o adultos 
mayores, a quienes se les priva de la libertad; 
 
Que, luego de varios meses en vigencia del Código Orgánico de la Función Judicial, se pueden 
identificar algunas reformas necesarias para su correcta y completa aplicación. 
 
Por estas razones es necesario reformar el Código Orgánico de la Función Judicial, 
especialmente en lo que se refiere a la sanciones. 
 
En uso de las facultades establecidas por el artículo 126 de la Constitución de la República 
del Ecuador, expide la siguiente: 
 
 
LEY REFORMATORIA AL CÓDIGO ORGÁNICO DE LA FUNCIÓN JUDICIAL 
RESPECTO AL CONTROL, LEVANTAMIENTO DE DATOS, PUBLICIDAD Y 
SANCIONES A PROFESIONALES EN DERECHO QUE DE MANERA ABUSIVA, 
FRAUDULENTA O ANTIÉTICA PROPONGAN ACCIÓN DE HÁBEAS CORPUS 
CONTRA APREMIO PERSONAL ORDENADO POR JUEZ DE LA NIÑEZ Y 
ADOLESCENCIA O DE LA FAMILIA EN MORA EN PENSIONES ALIMENTICIAS. 
 
Artículo 1.- Se incorporará a continuación del numeral 11 del artículo 129 un numeral que diga: 
“12.- El Juez o la Jueza que conoció la causa de conformidad a la jurisdicción y competencia, 
remitirá un informe mensual en el que se detalle número de causa, Abogado Patrocinador, Abogado 
Defensor, decisión o resolución de la causa, tipo de acción, y partes procesales que actuaron en el 
proceso, a la Dirección Provincial del Consejo de la Judicatura sobre los fallos, resoluciones y 
sentencias emitidas en su dependencia, sobre acciones constitucionales. 
 
Artículo 2.- Después del artículo 336 se incorporara uno que diga: “Art. 336.1.- Los profesionales 
del derecho que hayan sido reincidentes en sentencia rechazada por la interposición de acciones 
constitucionales de Hábeas Corpus en menos de un año de conformidad con el informe que emita el 
Juez que conoció la causa, en el cual conste la declaratoria del abuso del derecho, serán también 
sancionados de conformidad con lo que establece el Artículo 335, pagaran una multa de hasta tres 
remuneraciones básicas unificadas de conformidad como lo establece el inciso segundo del 





Artículo 3.- Después del artículo 336 se incorporara uno que diga: “Art. 336.2.- Si el profesional 
de derecho es reincidente por tercer año consecutivo o por cinco años no consecutivos en lo 
dispuesto en el Artículo 336.1, pagaran una multa de hasta seis remuneraciones básicas unificadas 
y se le suspenderá del ejercicio profesional por un año” 
 
Artículo 4.- Después de la disposición transitoria décima sexta se colocará una siguiente que diga: 
“decima octava.- El Consejo de la Judicatura en un plazo máximo de 2 años a partir de su 
aprobación sin perjuicio de su posterior publicación en el registro oficial levantará una base de 
datos correspondiente a los profesionales de derecho en libre ejercicio determinando con claridad el 
área, materia, resoluciones y sentencias a favor, datos que serán públicos a fin de garantizar la 
excelencia y seguridad de contratación.” 
 
Dicha disposición tendrá concordancia con lo establecido con el procedimiento para el ejercicio de 
las atribuciones conferidas al Consejo de la Judicatura por Sentencia Interpretativa de la Corte 
Constitucional publicada en registro oficial No. 479 de 2 de diciembre de 2008 y su ejecutorial por 
resolución de 9 de diciembre de 2008 a la Sala de sesiones del Consejo de la Judicatura: 
 
Por un pueblo libre y soberano, envíese este proyecto de ley a la Asamblea Nacional para su 
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